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36 -C.S. 
1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 8 de octubre de 1991. 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria, mañana miércoles 9, a la hora 16, a fin de informarse 
de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Informe de la Presidencia de la República sobre la 
operación de venta del Banco Comercial. 


(Carp. N* 578/91 - Rep. N* 284/91) 

2% Discusión general y particular del proyecto de ley por 

el que se regula la expedición de tarjetas y libretas de 
buzos. 


(Carp. N? 582/91 - Rep. N* 285/91) 


LOS SECRETARIOS”, 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Abreu, Amorín Larra- 
ñaga, Arana, Astori, Batalla, Belvisi, Blanco, Bouza, Brau- 
se, Cadenas Boix, Cigliuti, de Posadas Montero, Gargano, 
Gatto, González Modernell, Irurtia, Korzeniak, Millor, 
Olascoaga, Olazábal, Raffo, Ricaldoni, Santoro, Silveira 
Zavala, Singlet, Toledo y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Bruera, 


Cassina, Pereyra, Pérez y Urioste; con aviso, el señor sena- 
dor Jude. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 4 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguiente:) 
“Montevideo, 9 de octubre de 1991. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes por los que da 
cuenta haber promulgado los siguientes proyectos de ley: 


por el que se designa con el nombre “Emilio Carlos Tac- 
coni”, al Liceo N” 40 de Villa Peñarol, departamento de 
Montevideo. 
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por el que se designa con el nombre “Florence Nightinga- 
le” la Escuela Pública N* 87, departamento de Montevi- 
deo. 


por el que se designa con el nombre “Paul Harris” la Es- 
cuela N* 221, departamento de Canelones. 


y por el que se designa con el nombre “Eugenio M. Mi- 
gues” la Escuela N* 113, departamento de Canelones. 


-Ténganse presente y agréguense a sus antecedentes. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores acusa recibo de la 
versión taquigráfica de las manifestaciones formuladas en 
Sala por el señor senador Mariano Arana, relacionadas con las 
desapariciones forzadas o involuntarias de personas. 


-A disposición del señor senador Mariano Arana. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería acusa recibo 
de la versión taquigráfica de las manifestaciones formula- 
das en Sala por el señor senador Alberto Brausce, relaciona- 
das con la actualización de nuestro Derecho con vistas al 
MERCOSUR. 


-A disposición del señor senador Alberto Brause. 


El mismo Ministerio acusa recibo del pedido de informes 
formulado por los señores senadores Pablo Millor y Walter 
Riesgo referente a si el Directorio de la Administración Na- 
cional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas fue impuesto de la 
solicitud de concordato formulada por el Día S.A., si se solici- 
taron los asesoramientos del caso y cual fue la resolución 
adoptada. 


-A disposición de los señores senadores Pablo Millor y 
Walter Riesgo. 


La Comisión de Ciencia y Tecnología eleva proyecto de 
resolución relacionado con la invitación cursada por el Centro 
de las Naciones Unidas para la Ciencia y Tecnología para el 
Desarrollo para participar en un Taller sobre Asesoramiento 
Tecnológico para los países en Desarrollo, que se realizará en 
Washington D.C. del 4 al 7 de noviembre del corriente año. 


-Repártase e inclúyase en el orden del día de la próxima 
sesión ordinaria. 


El señor senador Juan Carlos Raffo presenta con exposi- 
ción de motivos un proyecto de ley Orgánica de los Gobiernos 


Departamentales. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación”. 
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4) PROYECTO PRESENTADO 


“LEY ORGANICA DE LOS 
GOBIERNOS DEPARTAMENTALES 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La descentralización territorial ha sido en nuestro país un 
tema de constante actualidad y de evolución variable. 


La Constitución de 1830 establecía que en cada cabeza de 
departamento existiría una Junta Económico Administrativa, 
con las genéricas y vagas atribuciones enumeradas en el ar- 
tículo 126 de dicha Carta. Carecían estas Juntas de autonomía 
financiera, dependiendo en este sentido de lo que dispusiera el 
Gobierno Central por medio de la ley. Junto a las Juntas Eco- 
nómico Administrativas, se colocaba a un Jefe Político por 
departamento, designado directamente por el Poder Ejecutivo, 
quien fue, en términos reales, quien ejerció la autoridad a 
nivel departamental, 


Durante la presidencia de Bernardo Prudencio Berro, se 
impulsaron tres iniciativas legislativas que atendían básica- 
mente a la descentralización interna de cada departamento 
(creando Distritos municipales y dotando a las Juntas Econó- 
mico Administrativas de una cierta autonomía en materia pre- 
supuestal), pero las mismas no llegaron a sancionarse, 


Por decreto de 13 de agosto de 1868 se establecieron nue- 
vas competencias para las Juntas y con la sanción del Código 
Civil y del Código Rural, se reconoció el Municipio como 
persona jurídica así como la existencia de bienes que compo- 
nen un patrimonio individualizado, todo lo cual permitió ir 
marcando los primeros pasos en materia de descentralización 
territorial, 


La insuficiencia de la fórmula centralista se pone en evi- 
dencia con el Reglamento de la Junta Económico Administra- 
tiva de Montevideo de 1891 y con la Ley Orgánica de Juntas 
de 1903 (N? 2.820) que dio competencias ejecutivas al Presi- 
dente del Cuerpo y, entre otras innovaciones creó Juntas Au- 
xiliares fuera de la capital departamental. También la Ley de 
Intendencias de 1908, claramente inconstitucional, revela la 
necesidad de lograr una cierta autonomía a nivel departamen- 
tal, lo cual no permitía la Carta de 1830. 


La situación cambió abruptamente con la sanción de la 
Constitución de 1918, ya que en su redacción, primó la opi- 
nión de quienes señalaban la necesidad de crear entidades 
territoriales con una amplia descentralización. Lamentable- 
mente la Carta, que permitía que estas entidades territoriales 
tuvieran circunscripciones territoriales inferiores al departa- 
mento, al ser reglamentada por la Ley Orgánica de los Go- 
biernos Departamentales N* 7.042 de 23 de diciembre de 
1919, no obtuvo el alcance que la Constitución admitía, man- 
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teniéndose dentro del modelo tradicional del Gobierno Depar- 
tamental y desechando la hipótesis de gobierno local propia- 
mente dicho. 


La amplia descentralización establecida y admitida por la 
Constitución de 1918 fue severamente criticada desde diver- 
sos sectores políticos y así, al sancionarse la Constitución de 
1934, se retaceó en forma considerable la autonomía departa- 
mental. Este cambio constitucional hizo necesario que se mo- 
dificara la ley vigente en la materia y así, el 28-de octubre de 
1935, se sancionó la Ley Orgánica de los Gobiernos Departa- 
mentales N* 9.515, aún vigente. 


Durante los más de cincuenta años que la referida ley lleva 
de vigencia, se sucedieron tres reformas constitucionales que 
introdujeron modificaciones en la materia y se sancionaron in- 
finidad de leyes que en forma implícita o expresa fueron in- 
troduciendo diversas modificaciones en la Ley Orgánica de 
los Gobiernos Departamentales. A tal punto llega la cuestión, 
que buena parte dei texto legal se encuentra derogado y en 
muchos casos no existe unanimidad en cuanto a si existió de- 
rogación o en cuanto a su alcance. La falta de certeza en lo re- 
lativo a cuál es el derecho vigente es evidente. 


A lo anterior, que ya de por sí justificaría que el Partamen- 
to legislara en la materia, se añaden diversas cuestiones deri- 
vadas, por un lado de la antigúcdad de la norma y por otro 
lado (por razones obvias) de que la norma legal no utiliza 
diversas posibilidades que la Constituciones posteriores fue- 
ron estableciendo, en especial relativas a la descentralización 
interna del departamento (delegación de atribuciones organi- 
zación territorial, Juntas Locales en sus distintas manifestacio- 
nes, etc.). 


En definitiva resulta imprescindible que el Parlamento en- 
care la cuestión, de forma de actualizar y poner fin a las incer- 
tidumbres existentes, pero, especialmente, a efectos de dotar a 
los Gobiernos Departamentales y circunscripciones territoria- 
les menores, de las armas jurídicas suficientes para lograr el 
pleno desarrollo de su departamento o territorio. 


g 


Si bien resulta incuestionable que la competencia legislati- 
va en la materia recae en los órganos legislativos, las caracte- 
rísticas de la cuestión hacen necesario que al analizar la ini- 
ciativa se recabe la opinión de los interesados directos, esto es 
de todas las Intendencias y Juntas Departamentales. 


En este sentido se debe señalar que a efectos de trabajar 
sobre bases reales en cuanto a la opinión de los interesados en 
la materia, al realizarse el proyecto se tomó en especial consi- 
deración el Anteproyecto de Ley Orgánica de los Gobiernos 
Departamentales, remitido por la Mesa Permanente del Con- 
greso de Ediles al Senado en el año 1987. Así puede apreciar- 
se que algunas disposiciones cuyo alcance se entendió com- 
partible, fueron incorporadas en este proyecto casi sin modifi- 
caciones, aunque debe adelantarse que en varios aspectos se 
introdujeron innovaciones de real trascendencia. 


38 -C.S. 


En el mismo sentido se requirió la opinión del Congreso 
Nacional de Ediles y del Congreso de Intendentes, aunque 
sólo se recibió respuesta de éste último órgano. Cabe mencio- 
nar que la respuesta del Congreso de Intendentes se limitó a 
un análisis genérico del ante-proyecto, por lo que lamentable- 
mente y salvo algunos pocos aspectos específicos no permitió 
mejorar el proyecto que, como toda iniciativa legislativa es 
siempre mejorable con distintos aportes. De todas formas, al- 
gunas de las inquietudes que se plantearon por parte de los 
Intendentes fueron contempladas, mientras que en otros casos 
se prefirió que fuera la Comisión del Senado la que analizara 
las mismas. 


HI 


La Sección 1 del proyecto, contiene una reiteración parcial 
del artículo 262 de la Constitución de la República, pero se 
agrega una referencia a las atribuciones de las Juntas Locales 
(artículo 1%). Las razones de esta innovación, que no altera el 
texto constitucional se pondrán de relieve al analizar la regu- 
lación legal que se propone para las Juntas Locales, en espe- 
cial para las de gestión ampliada y electivas. 


En el artículo 4% se efectúa una enumeración de los come- 
tidos de los Gobiernos Departamentales, mencionándose los 
siguientes: 


1. Administrar, conservar y mejorar los bienes de cual- 
quier naturaleza que compongan su patrimonio. 


2. Prestar eficazmente todos los servicios departamentales, 
bien sca en forma directa o por medio de concesionarios. 


3. Planificar y ejecutar la obra pública departamental. 


4. Organizar e impulsar el desarrollo de la vialidad depar- 
tamental y cuidar y mejorar las plazas, parques, paseos, bos- 
ques, playas y riberas que entren dentro del dominio departa- 
mental. 


5. Reglamentar y ejercer la policía de higiene, salubridad, 
tránsito, ruidos molestos, edificación, espectáculos públicos, 
alimentos y en materia funeraria, sin perjuicio de la compe- 
tencia de los órganos nacionales en la materia, 


6. Actuar frente a las autoridades nacionales y cooperar 
con ellas en materia de vivienda, fomento de turismo departa- 
mental, protección al medio ambiente, educación y salud pú- 
blica. 


7. Fomentar las actividades culturales, educativas, deporti- 
vas, científicas, artísticas y todas aquellas que presenten inte- 
rés para el departamento o una localidad. 


8. Velar por la conservación del patrimonio histórico de- 
partamental y fomentar el desarrollo de la industria, comercio 
y de la actividad agraria. 
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9. Velar por el respeto de los derechos humanos en el 
departamento, coadyuvando con las autoridades nacionales. 


10. Coordinar su actividad con otros Gobiernos Departa- 
mentales o con las autoridades nacionales para cumplir con 
los cometidos propios de cada una de éstas. 


11. En general, cumplir con todo cometido que, dentro de 
lo establecido por la Constitución y las leyes, presente interés 
para el departamento o-para una localidad determinada del 
mismo. 


Se declaran servicios públicos departamentales el transpor- 
te colectivo de pasajeros, ya sea en líneas urbanas como de- 
partamentales, el alumbrado público, el saneamiento y abaste- 
cimiento de agua potable (sin perjuicio de lo establecido en 
las leyes especiales), la recolección de residuos y la limpieza 
de calles y lugares públicos y la inhumación de cadáveres 
(artículo 5). 


Los artículos 7* y 9? del proyecto, son compatibles con las 
disposiciones vigentes en la materia contenidas en el Decreto 
Ley N? 10.382, de 13 de febrero de 1942, pero se considera 
conveniente su inclusión en el proyecto a efectos de evitar 
cualquier duda interpretativa al respecto. Fuera de los artícu- 
los citados, las disposiciones de la norma legal referida, man- 
tiene totalmente su vigencia. 


Para finalizar con el comentario de esta Sección, cabe 
señalar que se reconoce en varias de sus disposiciones la con- 
currencia de competencias entre autoridades nacionales y de- 
partamentales o entre las autoridades de distintos departamen- 
tos, previéndose la posibilidad de que éstas coordinen entre sí 
las distintas actividades. Se incluyen también algunas normas 
programáticas, como el inciso 2* del artículo 9%, que si bien 
carecen de aplicación inmediata, manifiestan una clara orien- 
tación del legislador en la materia. 


1V 


En lo relativo a las Juntas Departamentales, se mantiene 
como no podía ser de otra forma, en líneas generales, el régi- 
men vigente de rango constitucional. 


Cabe señalar la creación de una Comisión Permanente en 
el Cuerpo Legislativo departamental, que actuará durante el 
receso del mismo, así como la posibilidad de que los diputa- 
dos departamentales, cuando presten funciones en dependen- 
cias estatales O paracstatales, puedan faltar a sus tareas a los 
solos efectos de cumplir con su actividad en la Junta. De esta 
forma, sin contravenir el carácter honorario de sus funciones, 
se hace posible que los legisladores departamentales, puedan 
conciliar sus actividades rentadas con sus funciones efectivas 
y honorarias. 


Siguiendo el criterio del proyecto remitido por la Mesa 
Permanente del Congreso Nacional de Ediles, se sustituye la 
denominación de éstos que pasan a llamarse diputados depar- 
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tamentales. Esto responde al propósito de jerarquizar la fun- 
ción de los integrantes de la Junta Departamental y, en la 
medida que no contraviene ninguna disposición constitucio- 
nal, se incorpora al proyecto. 


La organización de la Intendencia merece los mismos co- 
mentarios formulados respecto a la Junta, en la medida que 
las líneas básicas surgen de la propia Constitución. 


En cuanto a las atribuciones de la Junta Departamental y 
del Intendente, las mismas surgen claramente señaladas en los 
artículos 28 y 39, por lo que sólo debe destacarse la innova- 
ción que presenta el artículo 38 que al establecer la jurisdic- 
ción de la Intendencia, hace reserva de la competencia que 
puedan tener las Juntas Locales Autónomas, lo que será anali- 
zado al hacer referencia a estos Cuerpos. 


Finalizando este punto, debe destacarse que en los casos 
en que el Intendente requiera la venia, anuencia, autorización 
O acuerdo de la Junta Departamental, la misma se considerará 
otorgada cuando ésta no se manifieste dentro de los términos 
previstos en el artículo 29. De esta forma se intenta dar agilt- 
dad al funcionamiento del Gobierno Departamental, evitando 
eventuales demoras o indecistones. 


V 


El Capítulo Ml de la Sección 11! requiere alguna precisión 
complementaria, por introducir algunas modificaciones en las 
posibilidades actuales del Intendente. Debe tenerse presente 
que el proyecto es sumamente cuidadoso en este aspecto y 
evita en todos los casos que sus disposiciones redunden en una 
injerencia indebida de las autoridades nacionales (en este caso 
el Poder Legislativo) en el funcionamiento interno de los Go- 
bicrnos Departamentales. En la especie, lo único que se busca 
es dar mayores posibilidades al Intendente, que las ejercerá o 
no según su parecer. 


Las modificaciones se refieren a dos aspectos diversos, Por 
un lado la posibilidad de delegar atribuciones y por otro una 
ampliación en las posibilidades de organización interna de la 
Intendencia al preverse la posibilidad de que los Directores 
Generales de Departamento tengan una jurisdicción territorial 
inferior a la del departamento. 


En el caso de la delegación de atribuciones del Intendente 
se desarrolla la previsión constitucional contenida en los ar- 
tículos 278 y 280 de la Carta, aunque se precisa desde el 
punto de vista técnico la denominación, sustituyendo las refe- 
rencias a delegación de facultades y de cometidos. 


Siendo el principio general en la materia que las atribucio- 
nes de los órganos públicos, por ser delegadas no pueden ser a 
su vez delegadas, salvo, claro está que exista un texto expreso 
en tal sentido, el proyecto se ve en la necesidad de distinguir 
en los artículos 40 y 41 los casos en que la delegación se 
refiera a atribuciones conferidas al Intendente por la propia 
Carta, de aquellos en que las atribuciones tengan rango legal. 
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En la primer hipótesis, la delegación sólo podrá operar en los 
supuestos previstos en los artículos 278 y 280 de la Carta y 
toda otra posibilidad queda vedada por la aplicación del prin- 
cipio general referido. En cambio, en el segundo caso, desapa- 
rece dicha limitación, pudiendo ampliarse la nómina de even- 
tuales delegatarios. 


En ambas posibilidades el delegante será el Intendente, 
salvo en la hipótesis de sub delegación prevista en el artículo 
43 del proyecto. La delegación, motivada en la conveniencia 
de descongestionar la actividad del órgano Intendencia Muni- 
cipal, se hará en todos los casos bajo la responsabilidad políti- 
ca del delegante y siempre se imputará lo actuado por el 
delegatario al delegante, tal como si fuera éste quien en defi- 
nitiva hubiera actuado. Por aplicación de los principios gene- 
rales en la materia y en razón del carácter técnico y claro del 
concepto de delegación de atribuciones, es obvio que los actos 
administrativos dictados en ejercicio de atribuciones delega- 
das se recurrirán sólo con el recurso de reposición (artículo 
317 de la Constitución), por considerarse dictados por el dele- 
gante y no por el delegatario, aunque sin perjuicio de la res- 
ponsabilidad penal, civil y política del segundo. 


El delegatario por su parte, variará según la naturaleza 
constitucional o legal de la atribución que se delegue. En el 
primer supuesto, necesariamente los delegatarios deberán ser 
bien Directores Generales de Departamento o bien comisiones 
especiales con cometidos específicos. En este aspecto puede 
ser dudosa la validez de una subdelegación de atribuciones 
dispuesta por estos delegatarios, ya que en el plano teórico 
sería admisible que entre las atribuciones delegadas se delega- 
ra la de delegar, de todas formas y por entender que la limita- 
ción de delegatarios impide esta posibilidad y a efectos de 
evitar dudas y vacilaciones, se pone fin a la cuestión en el 
artículo 42, vedando en este caso la posibilidad de sub delega- 
ción. 


Cuando la atribución delegada seca de rango legal, el dele- 
gatario podrá ser una Junta Local en cualquiera de sus varie- 
dades. Debe advertirse de todas formas, que la redacción de! 
inciso 1* del artículo 40 no impide que las atribuciones legales 
también puedan ser delegadas en los Directores Generales de 
Departamento según el intendente entienda conveniente, 


En el artículo 43, manteniendo la facultad del Intendente 
que surge dei artículo 279 de la Carta, se aclara que la deter- 
minación de competencias de los Directores Generales, podrá 
hacerse no sólo en razón de materia sino también tomando en 
consideración el territorio. Esto significa que el Intendente 
podrá asignar competencia a uno o varios Directores en una 
zona territorial limitada (obviamente inferior al departamen- 
to) o bien distribuir la misma asignando competencia en toda 
la jurisdicción departamental. De esta forma se amplían las 
posibilidades del Intendente, que podrá recurrir a otras formas 
de organización interna según su criterio y de acuerdo a las 
necesidades del departamento o de algunas zonas determina- 
das. 
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Las Secciones IV y V del proyecto referidas al procedi- 
miento para la sanción de los decretos con fuerza de ley en su 
jurisdicción y a las relaciones entre el Intendente y la Junta 
Departamental, no merece mayores comentarios por limitarse 
a desarrollar claros preceptos constitucionales. 


El Título de la Sección IV así como el propio artículo 44, 
al referirse expresamente a decretos con fuerza de ley en su 
jurisdicción, aclara implícitamente que no será mediante el 
criterio de la generalidad de las normas que se determinará 
cuáles son los decretos que reúnen este carácter, sino que la 
referencia señalada remite la cuestión a la propia Carta que 
determina cuáles son los actos jurídicos que requerirán pro- 
mulgación por parte del Intendente. También se aclara que no 
podrá ser observado el presupuesto en el caso del artículo 225 
de la Carta, esto es cuando la Asamblea General haya resuclto 
las discrepancias planteadas por el Tribunal de Cuentas. De 
más está decir que esta excepción no podrá extenderse por la 
vía interpretativa a otros casos diversos al expresamente ex- 
ceptuado. 


En lo relativo a las relaciones entre la Junta Departamental 
y el Intendente, se mantiene, como no podía ser de otra mane- 
ra, el sistema presidencial, atenuado con las facultades de 
pedido de informes, llamado a sala y las eventuales declara- 
ciones que puede formular la Junta. 
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En la Sección VI, si bien se mantiene el criterio actual y 
ajustado a la Carta en materia de Juntas Locales, establecien- 
do los casos en que las mismas podrán ser creadas por el 
Gobierno Departamental y fijando las competencias que ten- 
drán las mismas, se aclara definitivamente la condición de las 
Juntas de órganos desconcentrados de la Intendencia. De lo 
anterior se desprende el sistema de recursos contra Jos actos 
que dicten dichos órganos (reposición y apelación), así como 
los poderes de contralor dei Intendente. Asimismo se prevé la 
posibilidad de que el Intendente delegue otras atribuciones en 
dichos órganos administrativos, sin perjuicio de que la delega- 
ción se opere en favor de un Director General con competen- 
cia territorial en la misma o diversa jurisdicción de la Junta 
Local, 


Pero las innovaciones aparecen en el Capítulo IM de esta 
Sección al modificar la regulación tradicional de las Juntas 
Locales de Gestión Ampliada, así como las Autónomas y 
Electivas. 


En este sentido el artículo 60 establece desconformidad 
con el texto constitucional que la ley, por iniciativa del Go- 
bierno Departamental correspondiente, podrá ampliar las fa- 
cultades de gestión de las Juntas Locales en las poblaciones 
que, sin ser capital de departamento, cuenten con más de diez 
mil habitantes u ofrezcan interés nacional para el desarrollo 
del turismo; y agrega en el inciso 2* que la ampliación de las 
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facultades de gestión podrá implicar a su vez, una mayor 
descentralización de la Junta con relación al Intendente, hasta 
Hegar al grado de autonomía. 


Por su parte, el artículo 61 prevé que a iniciativa del Go- 
bierno Departamental respectivo, por ley podrán declararse 
electivas por el cuerpo electoral, a las Juntas Locales de ges- 
tión ampliada que hayan alcanzado el grado de autónomas, 


Fácilmente se advierte que las modificaciones son profun- 
das. Hasta el presente se han sostenido en la materia las si- 
guientes posiciones: 


1. Jiménez de Aréchaga, analizando la Carta de 1942, sos- 
tuvo, luego de señalar lo confuso del texto constitucional y de 
criticar las normas que ampliaron las competencias de deter- 
minadas Juntas (que se inspiraron a su juicio más en la ley de 
1935 que en la Constitución), que era imposible dotar a una 
Junta Local de una verdadera autonomía, ya que la representa- 
ción del departamento la tenía el Intendente y en mérito a que 
no se podía configurar en la especie una verdadera descentra- 
lización autonómica (La Constitución Nacional, tomo IX vol. 
1, pág. 172 y ss.). 


2. Estrázulas, analizando la Constitución de 1952, entendía 
que había tres clases de Juntas, las comunes, las de gestión 
ampliada y las Autónomas, aunque este concepto era utilizado 
por la Carta como sinónimo de electiva (La Constitución de 
1952, tomo IV, pág. 39 y ss.). También Esteva ha coincidido 
en líneas gencrales con esta posición (Rev. U. de Derecho 
Constitucional y Político, tomo III, N* 15, pág. 112 y ss.). 


3, CassinelMi Muñoz ha entendido que las Juntas pueden 
estar sometidas a jerarquía del Intendente o descentralizadas 
respecto del mismo hasta llegar a la autonomía (Derecho Pú- 
blico, vol. 1, pág. 325). 


4, Durán Martínez ha rechazado que la denominación Au- 
tónoma sca sinónimo de electiva y analizando la legislación 
vigente en la materia, ha sostenido que por Junta Local Autó- 
noma debe entenderse toda Junta Local con facultades de 
gestión ampliadas (Rev. U. de Derecho Constitucional y Polí- 
tico, tomo IV, N? 19-20, pág. 45 y ss.). 


5. También se ha sostenido que la ampliación de las facul- 
tades de gestión de las Juntas Locales, puede implicar a su vez 
una mayor o menor descentralización de éstas con relación al 
Intendente, llegando incluso a la autonomía. Se señala tam- 
bién que del análisis de las normas legales que han ampliado 
las facultades de gestión de diversas Juntas, surge claramente 
esta distinción, ya que en todos los casos, la referencia a los 
poderes de vigilancia y fiscalización de la Intendencia, revela 
que no se trata de un vínculo jerárquico propiamente dicho. El 
único caso en que se declaró el carácter electivo de una Junta 
Local (Ley N* 12.809 de 13.12.60), se suprimió expresamente 
la referencia a los poderes de vigilancia, colocando a la Junta 
en una posición autónoma frente al Intendente. En síntesis, se 
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entiende que la ley al ampliar las facultades de gestión de las 
Juntas Locales, podrá también descentralizar a las mismas 
respecto del Intendente, pero sólo en aquellos casos en que la 
Junta llegue a la autonomía frente al Intendente, se podrá 
declarar electiva a la Junta correspondiente (Descentralización 
Territorial en Uruguay. Evolución y situación actual. Editorial 
Espacio S.R.L., Montevideo 1989, pág. 66 y ss.). 


Compartiendo esta última posición, el proyecto prevé ex- 
presamente que al ampliar la facultades de gestión de las 
Juntas Locales, la ley puede mantener el vinculo jerárquico 
del Intendente sobre éstas o bien darles un grado variable de 
descentralización, que podrá llegar a la autonomía. Pero sólo 
en los casos en que la ley reconozca dicha autonomía (en 
términos reales y más allá de la denominación que se utilice 
en la ley), se podrá declarar a las mismas electivas, 


Por último y más allá de la interpretación del texto consti- 
tucional que se efectúa, es obvio que la solución propuesta, 
lejos de constituir una intromisión del legislador en asuntos 
internos del departamento, constituye una ampliación de las 
posibilidades de las autoridades departamentales, ya que serán 
éstas las que resolverán la creación o supresión de las Juntas 
Locales, y las que decidirán si solicitan al Poder Legislativo la 
ampliación de facultades de una Junta o incluso que la misma 
sea declarada de carácter electivo. 


vm 


Las Secciones VII y VIH mantienen en Jíneas gencrales el 
régimen constitucional vigente, aunque aparecen algunas no- 
vedades de trascendencia en el artículo 77, que establece que 
será aplicable en el ámbito departamental, lo dispuesto en los 
capítulos primero, segundo, tercero (secciones primera, se- 
gunda y cuarta) del Código Tributario (Decreto-Ley 
N? 14.306, de 29 de noviembre de 1974). 


Se trata de una innovación de real importancia e incluso 
discutible. Debe recordarse que varios Gobiernos Departa- 
mentales han aceptado formalmente la aplicación del Código 
Tributario; es el caso de San José el 25 de abril de 1977, 
Florida el 21 de abril de 1977, Lavalleja el 20 de julio de 
1977, Flores el 23 de agosto de 1977, Canelones el 21 de 
diciembre de 1977, Maldonado el 22 de diciembre de 1977, 
Treinta y Tres el 29 de enero de 1979, etc. A su vez debe 
tenerse presente que la Suprema Corte de Justicia ha sostenido 
la aplicación de diversas disposiciones del Código Tributario, 
en carácter de doctrinas más recibidas en el ámbito departa- 
mental (por ejemplo sentencia N* 266 de 18 de agosto de 
1986); y también la Cámara de Representantes ha hecho lo 
propio (por ejemplo en el recurso de apelación contra el Go- 
bierno Departamental de Montevideo, resuelto en el año 
1990). 


Lo expresado demuestra que no se trata de una solución 
caprichosa ni que busque o pueda limitar en forma alguna la 
competencia de los Gobiernos Departamentales, sino que sólo 
persigue lograr en materia tributaria, la unanimidad de crite- 
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rios, estrictamente técnicos, que se encuentran plasmados en 
el Código Tributario, que según se ha reconocido por nuestra 
doctrina, recoge los conceptos científicos, admitidos y recogi- 
dos por nuestro derecho constitucional en la reforma de 1967. 


En el artículo 107, reconociendo la potestad de los Gobier- 
nos Departamentales de dictar normas sobre procedimiento 
administrativo, se dispone la aplicación subsidiaria de las dis- 
posiciones contenidas en el Decreto 640-73. No debe ni puede 
verse en esto una intromisión del Poder Ejecutivo en cuestio- 
nes departamentales, ya que dichas normas se aplican en for- 
ma subsidiaria, son de carácter exclusivamente instrumental, 
intentan asegurar las garantías de los administrados y, en defi- 
nitiva, la aplicación subsidiaria se dispone en la medida que 
dicho cuerpo normativo contiene principios generales en ma- 
teria de procedimiento administrativo aceptados en forma 
prácticamente unánime en nuestro país y que en forma alguna 
interferirán con la actividad de los Gobiernos Departamenta- 
les. 


También se hacen aplicables en el ámbito departamental 
las disposiciones del Decreto-Ley N* 15.524 y de la Ley 
N* 15.859, ya que teniendo el régimen de recursos y acción de 
nulidad, una base constitucional similar (salvo en cuanto a la 
denominación), no se justifica que existan normas diversas 
para las autoridades departamentales y las nacionales. 


Las Secciones X y XI no merecen mayores comentarios, 
en la medida que reiteran el régimen constitucional y en algu- 
nos casos, con escasas modificaciones, mantienen el sistema 
que rige en la actualidad. 


Debe destacarse que en la Sección XII, siguiendo la inicia- 
tiva plasmada en el Proyecto remitido al Parlamento por la 
Mesa Permanente del Congreso Nacional de Ediles, se institu- 
cionaliza el Congreso Nacional de Gobiernos Departamenta- 
les y de las Regiones. Estas normas sólo regularizan la exis- 
tencia de una forma de actuar que ya existe en los hechos y 
cuyos fines son los de coordinar actividades y fijar cometidos 
en conjunto. 


IX 


Para concluir la referencia al articulado del proyecto se 
debe hacer mención al artículo 138, que asegura la existencia 
de las Juntas Locales de gestión ampliada y electivas estable- 
cidas por las Leyes Nos. 9.693, de 15 de setiembre de 1937, 
9.707, de 5 de octubre de 1937, 10.016, de 21 de mayo de 
1941, 10.087, de 3 de diciembre de 1941, 12,809, de 13 de 
diciembre de 1990 y 13.457, de 1 de diciembre de 1965, La 
modificación que se introduce consiste en sustituir las referen- 
cias que dichas normas contienen a los artículos 35 y 36 de la 
Ley N? 9.515 por el artículo 39 de la presente ley. 


También debe destacarse que el artículo 139 al establecer 
que se declara que las disposiciones de la presente ley, que 
directa o indirectamente se opongan a lo dispuesto en la Ley 
N* 16.127, de 7 de agosto de 1990 quedarán en suspenso 
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mientras se mantenga la vigencia de la ley mencionada, está 
reconociendo que el presente proyecto no afectará la vigencia 
de la norma legal en cuestión. 


XxX 


En definitiva, el presente proyecto viene a cumplir la do- 
ble función de dar certeza jurídica en materia departamental y 
al mismo tiempo dotar a dichas entidades autónomas de un 
marco legal moderno y acorde con la Constitución vigente, de 
forma que puedan contar con mayores y mejores posibilidades 
para cumplir con sus cometidos. 


Dado que se propone legislar sobre una materia tan espe- 
cial como sin duda la es la departamental, cabe reiterar que 
será aconsejable, que se recabe la opinión de los organismos 
interesados en la materia, a efectos de contar con más elemen- 
tos de juicio en la actividad legislativa. 


Juan Carlos Raffo. Senador. 


PROYECTO DE LEY ORGANICA DE LOS 
GOBIERNOS DEPARTAMENTALES 


SECCION I 
DEL GOBIERNO DEPARTAMENTAL 
CAPITULO 1 


Artículo 1? - El Gobierno y la Administración de los 
departamentos, con excepción de los servicios de seguridad 
pública, serán ejercidos por una Junta Departamental y un In- 
tendente Municipal, sin perjuicio de las atribuciones que esta 
ley confiere a las Juntas Locales. 


Se entiende por servicios de seguridad pública, lo relativo 
a la conservación del orden y tranquilidad en lo interior. 


Art. 22. - Los Gobiernos Departamentales son personas ju- 
rídicas de derecho público. 


Art. 32, - La Junta Departamental y la Intendencia Munici- 
pal tendrán su sede y funcionarán en la capital del departa- 
mento. 


CAPITULO U 


Cometidos de los Gobiernos Departamentales 


Artículo 4%. - Serán cometidos de los Gobiernos Departa- 
mentales: 


1. Administrar, conservar y mejorar los bienes de cual- 
quier naturaleza que compongan su patrimonio. 


2. Prestar eficazmente todos los servicios departamentales, 
bien sea en forma directa o por medio de concesionarios. 
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3. Planificar y ejecutar la obra pública departamental. 


4. Organizar e impulsar el desarrollo de la vialidad depar- 
tamental y cuidar y mejorar las plazas, parques, paseos, bos- 
ques, playas y riberas que entren dentro del dominio departa- 
mental. 


5. Reglamentar y ejercer la policía de higiene, salubridad, 
tránsito, ruidos molestos, edificación, espectáculo públicos, 
alimentos y en materia funeraria, sin perjuicio de la compe- 
tencia de los Órganos nacionales en la materia. 


6. Actuar frente a las autoridades nacionales y cooperar 
con ellas en materia de vivienda, fomento del turismo depar- 
tamental, protección al medio ambiente, educación y salud 
pública. 


7. Fomentar las actividades culturales, educativas, deporti- 
vas, científicas, artísticas y todas aquellas que presenten inte- 
rés para el departamento o una localidad. 


8. Velar por la conservación del patrimonio histórico de- 
partamental y fomentar el desarrollo de la industria, comercio 
y de la actividad agraria. 


9. Velar por el respeto de los derechos humanos en el 
departamento, coadyuvando con las autoridades nacionales. 


10. Coordinar su actividad con otros Gobiernos Departa- 
mentales o con las autoridades nacionales para cumplir con 
los cometidos propios de cada una de éstas. 


11. En general, cumplir con todo cometido que, dentro de 
lo establecido por la Constitución y las leyes, presente interés 
para el departamento o para una localidad determinada del 
mismo. 


Art. 52. - Son servicios públicos departamentales: 


A) El transporte colectivo de pasajeros en líneas departa- 
mentales y urbanas. 


B) El alumbrado público. 
C) Los de saneamiento y abastecimiento de agua potable. 


D) La recolección de residuos y la limpieza de las calles y 
sitios públicos. 


E) La inhumación de cadáveres. 
Lo dispuesto respecto de los servicios de saneamiento y 
abastecimiento de agua potable, es sin perjuicio de lo que 


disponen las Leyes Especiales. 


Art. 6%. - Para el mejor cumplimiento de sus cometidos, 
cuando fuere de interés común a dos o más departamentos, los 
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Gobiernos Departamentales podrán celebrar convenios a fin 
de armonizar u organizar su ejecución. 


Igualmente y con fines análogos, podrán celebrar conve- 
nios con las Autoridades Nacionales. 


Art. 72, - Los servicios de transporte colectivo de pasaje- 
ros, serán considerados departamentales, cuando las líneas 
unan puntos situados en el mismo departamento o en dos 
departamentos limítrofes, y nacionales, cuando crucen el terri- 
torio de más de dos departamentos. 


Cuando una línea departamental debe utilizar, en todo o en 
parte, vías de tránsito nacionales, será necesario obtener el 
consentimiento del Poder Ejecutivo, el cual podrá fijar las 
condiciones para su utilización. 


Art. 8%, - Los Gobiernos Departamentales regularán la 
subdivisión de la tierra y el ordenamiento del espacio urbano 
y suburbano en los núcleos poblados de acuerdo a su Plan 
Director, el que deberá ser revisado quinquenalmente dentro 
del primer año de gestión, pudiéndose consultar a la Universi- 
dad de la República a esos efectos. 


Art. 9%, - La policía y ordenación del tránsito en los cami- 
nos nacionales, compete al Poder Ejecutivo; en los caminos 
departamentales y núcleos urbanos y suburbanos, a los Go- 
biernos Departamentales. La determinación de los requisitos 
necesarios para la habilitación de los artículos y conductores, 
es de competencia departamental, 


El Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales, pro- 
curarán unificar las normas ordenadoras del tránsito que dic- 
ten en sus respectivas competencias, 


Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la compe- 
tencia del Poder Ejecutivo en cuanto al mantenimiento del 
orden y la seguridad en lo interior. 


Art. 10. - La competencia municipal en materia de Abasto 
y Consumo, se ejercerá dentro de los límites que surjan de la 
legislación nacional en sus materias propias. 

Art. 11. - En materia de policía moralidad y buenas cos- 
tumbres, existe competencia concurrente de las Autoridades 
Nacionales y Departamentales. 


En esta materia compete a los Gobiernos Departamentales. 


a) Regular y fiscalizar la exhibición y circulación de ob- 
jetos, figuras y libros obscenos, como así también la 
propaganda y publicidad de los espectáculos que fue- 
ren inconvenientes a efectos de advertir al público a 
ese respecto. 
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b) Legislar en el ámbito de su competencia para combatir 
el juego prohibido, el alcoholismo, el tabaquismo, el 
consumo de estupefacientes y otros vicios sociales, 


SECCION II 

DE LA JUNTA DEPARTAMENTAL 
CAPITULO 1 
Organización 


Artículo 12. - Las Juntas Departamentales se compondrán 
de treinta y un miembros. 


Art. 13. - La elección se hará directamente por el pueblo, 
con las garantías y conforme a las normas que para el sufragio 
se establece en la Sección II! de la Constitución. 


Art. 14. - Los cargos de miembros de las Juntas Departa- 
mentales se distribuirán entre los diversos lemas, proporcio- 
nalmente al caudal electoral de cada uno, sin perjuicio de lo 
establecido en los apartados siguientes. 


Si el lema que haya obtenido el cargo de Intendente sólo 
hubiese obtenido la mayoría relativa de sufragios, se adjudica- 
rá a ese lema la mayoría de los cargos de la Junta Departa- 
mental, los que serán distribuidos proporcionalmente entre to- 
das sus listas. 


Los demás cargos serán distribuidos por el sistema de la 
representación proporcional integral, entre los demás que no 
hubiesen obtenido representación en la adjudicación anterior. 


Art. 15. - Para ser miembro de la Junta Departamental, se 
requerirá veintitrés años cumplidos de edad, al quince de fe- 
brero siguiente a la elección, ciudadanía natural o legal con 
tres años de ejercicio y ser nativo del departamento o radicado 
en él desde tres años antes, por lo menos. 


La condición requerida al ciudadano legal, se entenderá 
cumplida, una vez transcurridos tres años a partir del otorga- 
miento de la respectiva carta. 


La radicación consistirá en el establecimiento con carácter 
de permanencia dentro de los límites del departamento, por el 
lapso que se indica como mínimo. 


Art. 16. - Los miembros de las Juntas Departamentales, se 
denominarán Diputados Departamentales. 


Art. 17, - Los miembros de las Juntas Departamentales 
durarán cinco años en el ejercicio de sus funciones. 


Simultáneamente con los titulares se elegirá triple número 
de suplentes. 
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Art. 18. - En los casos de muerte, incapacidad, renuncia 
aceptada, inhabilidad o cese de los titulares serán reemplaza- 
dos con carácter permanente por los suplentes que correspon- 
da, siguiéndose en la convocatoria, el orden de precedencia 
establecido en la lista de votación. 


En los demás casos reemplazarán a los titulares en la for- 
ma que reglamente cada Junta con el voto conforme de los 
tres quintos del total de sus componentes. 


Art. 19. - Los Diputados Departamentales no serán res- 
ponsables por las opiniones y votos que viertan en el desem- 
peño de sus funciones. 


Art. 20. - Las Juntas Departamentales se instalarán el día 
15 de febrero siguiente al de su elección y procederán de 
inmediato a la designación de un Presidente y tres Vicepresi- 
dentes, que durarán un año en el ejercicio de sus cargos, 
pudiendo ser reelectos. 


Los Diputados Departamentales prestarán, en el acto de 
incorporación, juramento de desempeñar debidamente el car- 
go y de obrar en todo conforme a la Constitución y a la ley. 


Art. 21. - La Junta celebrará sesión con la mayoría del 
total de sus componentes y sus decisiones serán adoptadas por 
mayoría simple de votos de los presentes, excepto en los casos 
previstos en los artículos 273 numeral 4*, 285, 286 y 303 de la 
Constitución de la República, en los que podrá sesionar con 
un tercio del total de sus componentes. 


- Sesionarán ordinariamente en las fechas que ellas mismas 
designen. La celebración de sesiones extraordinarias, deberá 
ser decidida por el Cuerpo. Asimismo, el Presidente por sí o a 
solicitud de tres miembros, convocará extraordinariamente a 
la Junta. 


Art. 22. - El Intendente Municipal podrá asistir a las sesio- 
nes de la Junta, a sus comisiones internas y tomar parte de sus 
deliberaciones, pero no tendrá voto. 


Art. 23, - La Junta se gobernará interiormente por el Re- 
glamento que se dicte y a falta de éste por el Reglamento de 
la Cámara de Representantes. 


Art. 24. - El Presidente dirigirá el debate, presidirá las 
sesiones, firmará con el Secretario o con el funcionario que 
designe la Junta los decretos, resoluciones y comunicaciones 
del Cuerpo, la representará y tendrá las demás funciones que 
le acordara el Reglamento Interno. 


Los Vicepresidentes lo sustituirán, cuando corresponda, 
con las mismas facultades. 


Art. 25. - Los libros de actas y demás documentos de la 
Junta son instrumentos públicos, si para su expedición se hu- 
bieran llenado las formalidades legales y reglamentarias. Nin- 
gún decreto y, en general, ninguna resolución de la Junta será 
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válida si no consta en el acta de la sesión en que se haya 
adoptado. Se exceptúan las medidas urgentes que esté faculta- 
do para adoptar y hacer cumplir el Presidente, de acuerdo con 
el Reglamento Interno. 


Art. 26. - Los funcionarios del Estado, Entes Autónomos, 
Servicios Descentralizados y personas públicas 'no estatales, 
que ejerzan el cargo de miembros de las Juntas Departamenta- 
les, tendrán derecho a faltar a sus tareas cuando deban concu- 
rrir a las sesiones ordinarias o extraordinarias del Cuerpo que 
integran, sus comisiones internas O cumplir con otros cometi- 
dos que le asigne el Cuerpo. 


La causal alegada deberá justificarse mediante constancia 
oficial expedida por la Presidencia de la respectiva Junta De- 
partamental. 


La falta a las tareas a que se refiere el apartado primero no 
dará motivo a ningún descuento de los haberes que perciba el 
funcionario, mi generará consecuencia alguna en su carrera 
funcional. 


CAPITULO ! 
Competencia 


Artículo 27. - Compete a la Junta Departamental las fun- 
ciones legislativas y de contralor en el Gobierno Departamen- 
tal y su jurisdicción se extiende a todo el territorio del depar- 
tamento. 


Art. 28, - Son atribuciones de la Junta, además de las que 
esta ley le asigna en otras disposiciones, las siguientes. 


1) Dictar, a propuesta del Intendente o por su propia ini- 
ciativa, los decretos de carácter legislativo en materia 
departamental que juzgue necesarios, especialmente en 
las siguientes cuestiones. 


a) Establecimiento de las reglas básicas de la organi- 
zación interna de los Gobiernos Departamentales, 
su régimen financiero y la administración de sus 
bienes. 


b) Regulación de la edificación pública y privada, ex- 
cepto las que se efectúen con fines de defensa na- 
cional de terminación de las zonas urbanas, Subur- 
banas y rurales, las zonas de urbanización, y las que 
sean inaptas para la construcción de viviendas por 
razones de insalubridad o peligrosidad de planes de 
amanzanamiento y trazado de calles y caminos. 


c) Regulación del tránsito conforme al artículo 9, 


d) Regulación de los servicios de taxímetros, estable- 
ciendo incluso el número máximo de éstos. 


e) Regulación de todo lo concerniente al Abasto y 
Consumo de las poblaciones, así como también a 
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tabladas, corrales de abasto, mataderos, plazas de 
frutos y mercados, su establecimiento, supresión O 
traslado, y respecto de los mercados, la fijación del 
radio dentro del cual no podrá ser permitida la ven- 
ta de los artículos similares a los que en ellos se 
venda. 


f) Regulación de todo lo concerniente al estableci- 
miento, organización, supresión y traslado de ce- 
menterios o crematorios, regulación de la adjudica- 
ción de derechos a inhumar y exhumar cadáveres 
en locales y sepulturas, suministro de servicios fu- 
nerarios gratuitos a los indigentes o carentes de re- 
cursos y la prestación de servicios fúnebres. 


g) Regulación de los espectáculos públicos a los fines 
establecidos en el artículo 11 de esta ley, sin perjui- 
cio de lo dispuesto en los Códigos Penal y del Niño. 


h) Prevención de inundaciones, incendios y derrumbes 
aliviar las consecuencias y, además, respecto a in- 
cendios, previa consulta al Ministerio del Interior, 
estableciendo la obligatoriedad de medios preventi- 
vos de defensa en lo que atañe a los edificios, luga- 
res o establecimientos que por su naturaleza, carac- 
terísticas o funcionamiento, puedan crear riesgos 
para la seguridad de las personas o los bienes. 


i) Regulación de las rifas que se realicen en el depar- 
tamento, de conformidad con lo que se establezca 
por Leyes Especiales en la materia. 


j) Determinar las sanciones a imponer a los adminis- 
trados por infracción de las normas dictadas por los 
Gobiernos Departamentales, hasta un máximo de 
100 UR. 


Los Gobiernos Departamentales no podrán estable- 
cer sanciones de carácter penal. 


2) Dictar, en ejercicio de sus funciones de contralor, las 


3) 


4) 


resoluciones que juzgue necesarias y, especialmente, 
considerar las soluciones de venia, anuencia, acuerdo o 
autorización que el Intendente formule conforme a esta 
ley o los actos que éste eleve para su aprobación. 


Sancionar los presupuestos elevados a su consideración 
por el Intendente conforme a lo dispuesto en las Sec- 
ciones XIV de la Constitución y VIII de esta ley. 


Aprobar y reprobar en todo o en parte, de conformidad 
con lo establecido en la Sección VIII de esta dey, la 
Rendición de Cuentas y el Balance de Ejecución Presu- 
puestal correspondientes al ejercicio anual, así como 
las modificaciones indispensables que proponga el In- 
tendente Municipal ai Presupuesto Departamental. 
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5) 


6) 


7) 


8) 


9) 


C.S.-45 


Crear o fijar, a proposición del Intendente, impuestos, 
contribuciones, tarifas y precios de los servicios que 
presten mediante el voto de la mayoría absoluta del 
total de sus componentes y de conformidad con lo dis- 
puesto en la Sección VHI de esta Ley. 


Requerir la intervención del Tribunal de Cuentas para 
informarse sobre cuestiones relativas a la Hacienda o a 
la Administración Departamentales. El requerimiento 
deberá formularse siempre que el pedido obtenga un 
tercio de votos del total de componentes de la Junta. 


Destituir, a propuesta del Intendente Municipal y por 
mayoría absoluta de votos del total de sus componen- 
tes, los miembros de las Juntas Locales no electivas. 


Sancionar, por tres quintos del total de sus componen- 
tes, dentro de los doce primeros meses de cada período 
de Gobierno, su Presupucsto de Sueldos y Gastos y 
remitirlo al Intendente para que lo incluya en el Presu- 
puesto respectivo. 


Dentro de los cinco primeros meses de cada año, podrá 
establecer, por tres quintos de votos del total de sus 
componentes, las modificaciones que estime indispen- 
sables en su Presupuesto de Sueldos y Gastos. 


Nombrar los empleados de su dependencia, corregirlos, 
suspenderlos y destituirlos en los casos de ineptitud, 
omisión o delito, pasando en este último caso, los ante- 
cedentes a la Justicia. 


10)Establecer, a propuesta del Intendente Municipal, la 


forma de organización de los servicios públicos locales 
o departamentales y determinar su prestación directa, 
por sociedades de economía mixta o mediante conce- 
sionarios. En este último caso, al otorgamiento de con- 
cesionarios se hará a propuesta del Intendente y por 
mayoría absoluta de componentes de la Junta. Las con- 
cesiones no podrán otorgarse a perpetuidad en ningún 
caso. 


11) Crear o suprimir, a propuesta del Intendente, Juntas 


Locales. 


12) Disponer, a iniciativa del Intendente, y previo informe 


del Tribunal de Cuentas, la emisión de Títulos de Deu- 
da Pública y la concertación de préstamos o emprésti- 
tos con Organismos Internacionales o instituciones o 
Gobiernos Extranjeros, de conformidad con lo dispues- 
to en los artículos 301 de la Constitución y 80 de esta 
ley. 


13) Disponer, a iniciativa del Intendente, y previo informe 


del Tribunal de Cuentas, la contratación de otros tipos 
de préstamos, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 301 de la Constitución y 80 de esta ley. 
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14) Denunciar directamente a los Poderes Públicos toda or- 
ganización comercial o industrial trustificada, a los fi- 
nes previstos en el artículo 50 de la Constitución. 


15) Aprobar, por mayoría absoluta del total de sus compo- 
nentes, la designación de las propiedades a expropiarse 
y resolver el recurso de apelación a que refiere el apar- 
tado 5% del artículo 16 de la Ley N* 3.959, de 28 de 
marzo de 1912, 


16) Dictar el Estatuto para los funcionarios del Gobierno 
Departamental, ajustándose a lo dispuesto por el artícu- 
lo 62 de la Constitución. 


A los efectos de declarar la amovilidad de sus funcio- 
narios y calificar los cargos de particular confianza o 
de carácter político, se requerirá el voto conforme de 
los tres quintos del total de sus componentes. 


17) Autorizar al Intendente Municipal y a las Juntas Loca- 
les correspondientes para destituir a los funcionarios 
inamovibles de sus dependencias, en caso de ineptitud, 
omisión o delito. 


18)Crear, a propuesta del Intendente, servicios para lograr 
el desarrollo cultural, científico y deportivo en el de- 
partamento y conservar y acrecentar el patrimonio ar- 
tístico e histórico. Asimismo, conceder anuencia cuan- 
do resulte conveniente y necesario concretar convenios 
de colaboración y asistencia con asociaciones civiles o 
fundaciones para lograr los fines antes señalados. 


19) Establecer la nomenclatura de las calles, caminos, pla- 
zas, paseos y otros lugares de uso público. Para cam- 
biar su denominación o para dar el nombre de perso- 
nas, se requerirán dos tercios de votos del total de sus 
componentes. Solo podrán designarse con el nombre de 
personas, después de iranscurridos cinco (5) años de su 
fallecimiento. 


20) Requerir el apoyo de la fuerza pública, siempre que lo 
crea necesario para el cumplimiento de sus funciones. 


21) Suministrar a los Poderes Públicos todos los informes 
que se le soliciten. Requerir directamente de los mis- 
mos y de la Administración Descentralizada, los infor- 
mes que necesita para dar cumplimiento a las funcio- 
nes legislativas y de contralor. 


22) Aprobar los acuerdos que realice el Intendente Munici- 
pal con otras Autoridades, de conformidad con lo dis- 
puesto en el artículo 6* de esta ley. 


23) Acusar ante la Cámara de Senadores, por un tercio de 
votos del total de sus componentes, al Intendente y Di- 
putados Departamentales que corresponda por viola- 
ción de la Constitución otros delitos graves, siempre 
que para ello haya sido convocada especialmente con 
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diez días de anticipación, indicando el objeto de la 
reunión. La Cámara de Senadores podrá separarlos de 
sus cargos por dos tercios de votos del total de sus 
componentes. 


24) Fijar, con anterioridad a su elección, la remuneración 
del Intendente. Su monto no podrá ser variado durante 
el término de su mandato, 


25) Elegir por mayoría absoluta del total de sus compo- 
nentes a la persona que habrá de ocupar el cargo de In- 
tendente, de acuerdo con lo previsto por el artículo 26 
de la Constitución. 


26) Tomar en consideración y resolver dentro de los sesen- 
ta días de admitidas, las iniciativas populares departa- 
mentales o locales, que se formulen de acuerdo con los 
artículos 304 y 305 de la Constitución y Sección XI de 
esta ley. 


27) Solicitar directamente del Poder Legislativo, modifica- 
ciones o ampliaciones de la Ley Orgánica de los Go- 
biernos Departamentales. 


Cuando se trata de extender la esfera de aplicación de 
los gravámenes departamentales o de la creación de 
nuevas fuentes impositivas, requerirá el acuerdo del In- 
tendente o su iniciativa. 


28) Reclamar directamente ante la Suprema Corte de Justi- 
cia por cualquier lesión que se infiera a la Autonomía 
del departamento, en la forma que se establece en la 
Sección X de esta ley. 


29) Resolver, a iniciativa del Intendente o con su acuerdo, 
que éste plantee ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, las contiendas de competencia funda- 
das en la legislación y las diferencias que se susciten 
con el Poder Ejecutivo, los Entes Autónomos, Servi- 
cios Descentralizados y los demás Gobiernos Departa- 
mentales, y ante la Suprema Corte de Justicia, las con- 
tiendas fundadas en la Constitución. 


30) Velar por el respeto de los Derechos Humanos de los 
habitantes del departamento, ejercitando las acciones 
judiciales pertinentes y reclamando directamente ante 
los Poderes Públicos, la observación de las normas 
constitucionales y legales que los tutelan. 


31) Designar al Defensor del Pueblo, con los cometidos y 
en la forma que establezca la Ley Especial. 


Art, 29, - La Junta Departamental deberá pronunciarse 
sobre las solicitudes de venia, anuencia, acuerdo o autoriza- 
ción que le formule el Intendente Municipal, dentro de los 
cuarenta días siguientes a aquél en que se dio cuenta de la 
solicitud respectiva. 
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Dentro de los primeros días, la Junta podrá solicitar, por 
una sola vez, los antecedentes complementarios que estime 
necesarios para emitir su pronunciamiento, quedando en este 
caso interrumpido el término hasta que aquéllos scan recibi- 
dos. 


Por el voto conforme de la mayoría absoluta de sus com- 
ponentes el plazo de cuarenta días podrá prorrogarse, por una 
sola vez, por veinte días más. 


Si la Junta Departamental no adoptara resolución en el 
plazo señalado, o en su prórroga, si la hubo, se entenderá 
concedida la venia, anuencia, acuerdo o autorización formula- 
dos, salvo cuando se requieran mayorías especiales, las que 
deberán verificarse, 


Art. 30. - Cada Junta Departamental podrá disponer de un 
período de receso anual, designando una Comisión Permanen- 
te compuesta por los titulares y suplentes que determinc, res- 
petando en lo posible la representación de los diversos Parti- 
dos. 


Art. 31. - La Comisión Permanente, velará por el cumpli- 
miento de las disposiciones legales, advirtiendo al Intendente 
cuando lo estime conveniente, dando cuenta a la Junta Depar- 
tamental oportunamente. 


SECCION JH 

DE LA INTENDENCIA MUNICIPAL 
CAPITULO 1 
Organización 


Artículo 32. - Los Intendentes iniciarán sus funciones el 
15 de febrero siguiente a su elección y durarán cinco años en 
el ejercicio de sus funciones. Podrán ser reelectos, por una 
sola vez, requiriéndose en este caso para ser candidatos, que 
renuncien con tres meses de anticipación, por lo menos, a la 
fecha de las elecciones. 


Art. 33. - Los Intendentes serán elegidos directamente por 
el pueblo, con las garantías y conforme a las normas que para 
el sufragio, establece la Sección III de la Constitución. 


Para la elección de Intendentes Municipales se acumularán 
los votos por lema, quedando prohibida la acumulación por 
sublema. 


Corresponderá el cargo de Intendente, al candidato de la 
lista más votada del lema más votado. 


Art. 34. - Para ser Intendente se requerirá ciudadanía natu- 
ral en ejercicio o legal con siete años de ejercicio, treinta años 
cumplidos de edad, al 15 de febrero siguiente a la elección, y 
ser nativo del departamento o estar radicado en él desde tres 
años antes de la fecha de toma de posesión por lo menos, 
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La radicación, consistirá en el establecimiento con carác- 
ter permanente dentro de los límites del departamento por el 
lapso que se indica como mínimo. 


Art. 35. - Los Intendentes no gozarán de licencia con 
remuneración, por más de un mes al año. Las licencias sin 
remuneración, no podrán excederse de seis meses. En todos 
los casos, deberán ser concedidas por la Junta Departamental. 


Art. 36. - El Intendente tendrá cuatro suplentes electos, 
simultáneamente, los que deberán poseer sus mismas cualida- 
des y que en caso de vacancia temporal o definitiva lo susti- 
tuirán, por su orden, con sus mismas atribuciones y percibien- 
do, en todos los casos, igual remuneración que el titular. 


La no aceptación del cargo por parte de un suplente le hará 
perder su calidad de tal, excepto que la convocatoria fuese 
para suplir una vacancia temporal. 


Si el cargo de Intendente quedase vacante definitivamente 
y agotada la lista de suplentes, la Junta Departamental elegirá 
nuevo titular por mayoría absoluta del total de sus componen- 
tes y por el término complementario del período de gobierno 
en transcurso. 


Mientras tanto, o si la vacancia fuera temporal, el cargo 
será ejercido por el Presidente de la Junta Departamental, 
siempre y cuando cumpliese con lo dispuesto por los artículos 
98, 266 y 267 de la Constitución y, en su defecto, por los 
Vicepresidentes que reuniesen dichas condiciones. 


Si en la fecha en que deba asumir sus funciones no estu- 
viese proclamado el Intendente electo o fuese anulada la elec- 
ción departamental, quedará prorrogado el período del Inten- 
dente cesante hasta que se efectúe la trasmisión de mando. 


Art. 37. - El Intendente firmará los decretos, las resolucio- 
nes y las comunicaciones con el Secretario o el funcionario 
que designe, requisitos sin el cual nadie estará obligado a 
obedecerlos. No obstante podrá disponer que determinadas 
resoluciones se establezcan por acta otorgada con los mismos 
requisitos precedentemente fijados. 


Todas las resoluciones del Intendente municipal, deberán 
ser comunicadas a la Junta Departamental, en un plazo no 
mayor de setenta y dos horas. 


El secretario será nombrado por cada Intendente y cesará 
con él, salvo nueva designación, pudiendo ser removido o re- 
emplazado transitoriamente en cualquier momento. 


CAPITULO Il 
Competencias 
Artículo 38. - Compete a la Intendencia Municipal la fun- 


ción ejecutiva y administrativa en el Gobierno Departamental. 
Su jurisdicción se extiende a todo el territorio departamental, 
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salvo en la materia que sea competencia de las Juntas Locales 
Autónomas. 


Art. 39, - Son atribuciones de los Intendentes, además de 
las que esta ley le asigna en otras disposiciones, las siguientes. 


D 


2) 


3) 


4) 


5) 


6) 


TD) 


8) 


Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes y 
los actos dictados por los órganos del Gobierno Depar- 
tamental. 


Promulgar, registrar y publicar los Decretos sanciona- 
dos por la Junta Departamental, pudiendo observarlos 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 285 de la 
Constitución y 45 de esta ley. 


Dictar, en ejercicio de su función administrativa, los 
reglamentos y resoluciones que juzgue necesarios para 
el cumplimiento de los cometidos del Gobierno De- 
partamental y, especialmente, de los decretos y resolu- 
ciones de la Junta Departamental. 


Preparar el presupuesto quinquenal y someterlo a con- 
sideración de la Junta Departamental, proceder de igual 
modo con las modificaciones que se estimen indispen- 
sables, las Rendiciones de Cuentas y el Balance Anual 
de Ejecución Presupuestal, todo de acuerdo con lo esta- 
blecido en las Secciones XIV de la Constitución y VIII 
de esta ley. 


Proponer a la Junta Departamental para su aprobación, 
los impuestos, tasas y contribuciones, fijar los precios 
de utilización o aprovechamiento de los bienes y servi- 
cios departamentales y homologar las tarifas de los ser- 
vicios públicos a cargo de concesionarios o permisio- 
narios. 


Nombrar a los funcionarios de su dependencia, estable- 
cer su disciplina, corregirlos y suspenderlos, así como 
destituirlos en la forma establecida en el numeral 9 del 
artículo 28 de esta ley cuando fueren inamovibles, y 
por sí cuando fueren amovibles, respetando en todos 
los casos las garantías que establezca el Estatuto del 
Funcionario. En caso de delito pasará, además, los an- 
tecedentes a la Justicia. : 


Presentar a la Junta Departamental proyectos de decre- 
tos y resoluciones en los casos previstos en esta ley y 
en los demás que juzgue oportunos. 


Designar, con anuencia de la Junta Departamental, los 
bienes a expropiarse por causa de necesidad o utilidad 
públicas establecidas por ley, y dictar en los proce- 
dimientos respectivos las resoluciones que la Ley 
N? 3.958, de 28 de marzo de 1902, y modificativas, co- 
meten al Poder Ejecutivo para las expropiaciones na- 
cionales, salvo el caso previsto en la parte final del 
numeral 15 del art. 28 de la presente ley. 
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9) Designar los miembros de las Juntas Locales no electi- 


vas, de conformidad con lo establecido en el Art. 55 de 
esta ley. 


10) Velar por la salud pública, proponiendo a las autorida- 


des competentes, los medios adecuados para su mejora- 
miento y ejercer la atención preventiva y primaria de la 
salud y la asistencia social en coordinación con las 
Autoridades Nacionales. 


11) Velar por la educación inicial, primaria, secundaria, 


universitaria, magisterial y artística, proponiendo a las 
autoridades competentes, los medios adecuados para su 
mejoramiento y colaborando efectivamente a esos fi- 
nes. 


12)Representar al Gobierno Departamental en sus relacio- 


nes con todos los órganos del Estado, Gobiernos De- 
partamentales, Entes Autónomos, Servicios Descentra- 
lizados y cualesquiera otras personas públicas o priva- 
das y en general en todos los actos y contratos que 
deba celebrar aquél, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
Art. 111. 


13)Gestionar anie cualquier autoridad los asuntos de su 


competencia y dirigirse a las Autoridades Públicas soli- 
citando el cumplimiento de sus resoluciones, pudiéndo- 
se hacer representar por el o los funcionarios de su de- 
pendencia que designe al efecto. 


14) Administrar, conservar, mejorar, gravar y enajenar los 


bienes inmuebles o muebles de cualquier naturaleza 
que integran el patrimonio municipal, y autorizar su 
uso, general o especial, según corresponda. 


Para celebrar contratos relativos a tales bienes cuya du- 
ración exceda el término de su mandato, o cuando el 
monto exceda de UR 1.500 será necesaria la autoriza- 
ción de la Junta Departamental otorgada por la mayoría 
absoluta del total de sus componentes. Esta autoriza- 
ción será necesaria en todo contrato relativo a la ex- 
tracción de arena y piedra. Para enajenar o gravar in- 
muebles se requerirá autorización de la Junta Departa- 
mental, concedida por dos tercios de votos del total de 
sus componentes, salvo los casos previstos en la Ley 
N?* 4.272, de 21 de octubre de 1912, en los que dicha 
autorización no será necesaria. Para enajenar o gravar 
bienes inmuebles, se requerirá autorización de la Junta 
Departamental, concedida por dos tercios de votos del 
total de sus componentes, salvo los casos previstos de 
la Ley N* 4.272, de 21 de octubre de 1912, en los que 
dicha autorización no será necesaria, para enajenar o 
gravar bienes inmuebles. 


15) Adquirir inmuebles y/o construir edificios con destino 


a sus dependencias y servicios, requiriéndose la autori- 
zación de la Junta Departamental otorgada por dos ter- 
cios del total de sus componentes, 
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16) Ordenar gastos y pagos previa intervención de la Con- 


taduría General Departamental. 


17) Transigir, previo dictamen del Ministerio Público en 


asuntos no mayores de 50 UR, requiriendo además la 
autorización de la Junta Departamental otorgada por la 
mayoría absoluta del total de sus componentes, en los 
que excedan dicha cantidad. 


18) Aceptar herencias, bajo beneficio de inventario, lega- 


dos y donaciones. Si las herencias, legados y donacio- 
nes fueren condicionales, modales u onerosas, el Inten- 
dente las aceptará o repudiará previo asesoramiento le- 
trado y acuerdo de la Junta Departamental. La respon- 
sabilidad del Gobierno Departamental quedará siempre 
limitada a la importancia o el volumen de la herencia, 
legado o donación. 


19)Imponer las sanciones que establezcan los Decretos 


dictados por la Junta Departamental. Cuando se trate 
de multas mayores de 50 UR, será necesaria la autori- 
zación de la Junta Departamental otorgada por la ma- 
yoría absoluta del total de sus componentes y, cuando 
excedan de 75 UR la mayoría requerida deberá ser de 
dos tercios del total de los integrantes. El Intendente 
podrá facultar a las Juntas Locales a imponer multas 
hasta la suma de 10 UR, 


20)Proponer a la Junta Departamental la creación o supre- 


sión de Juntas Locales controlar la actuación de todas 
ellas, sin perjuicio de lo que competa en esta materia a 
la Junta Departamental. 


21)Ejercer superintendencia jerárquica sobre todas das ofi- 


cinas de su dependencia, reglamentando su funciona- 
miento. 


22)Ejercer la policía higiénica, sanitaria y de salubridad, 


conforme a esta ley y los decretos de la Junta Departa- 
mental, sin perjuicio de la competencia de las Autori- 
dades Nacionales, siendo especialmente de su cargo: 


a) la adopción de las medidas preventivas y profilácti- 
cas que juzgue necesarias para garantía de la salud 
pública, las disposiciones tendientes a coadyuvar 
con las Autoridades Nacionales para combatir las 
epidemias, disminuir sus estragos, quitar y remover 
sus causas, y propagar y difundir el uso de vacunas. 


b) la vigilancia y demás medidas y suelos necesarias 
para evitar la contaminación de las aguas, sobre las 
que deberá ejercer un permanente control de la cali- 
dad mediante métodos técnicos adecuados. En caso 
de detectarse niveles de contaminación que superen 
los máximos permitidos internacionalmente, deberá 
informar inmediatamente a la Junta Departamental. 
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c) el mantenimiento del régimen de salubridad e higic- 
ne de las playas y balnearios, pudiendo disponer su 
clausura en defensa de la salud pública, dando 
cuenta a la Junta Departamental dentro de las cua- 
renta y ocho (48) horas de adoptada esta decisión, 


d) la limpieza de los terrenos baldíos o sin cerramien- 
tos reglamentarios, a costa del propietario cuando 
este fuese remiso, 


e) la vigilancia e inspección de las condiciones de sa- 
lubridad, higiene y habitabilidad de todos los esta- 
blecimientos de carácter comercial, industrial, so- 
cial o deportivo y de los edificios cualquiera fuere 
su destino. 


Cuando dichos establecimientos o edificios no cum- 
pliesen con lo previsto en las normas vigentes en la 
materia, fuesen peligrosos o insalubres, dispondrá 
de las medidas conducentes a la eliminación de las 
causas. Asimismo podrá ordenar su cierre, remo- 
ción o desocupación, previo informe técnico, hasta 
que no se cumplan las dimensiones adoptadas. 


f) la inspección, examen y análisis de toda clase de 
sustancias alimenticias, bebidas y animales vivos o 
muertos, destinados al consumo o industrialización, 
con la facultad de prohibir el almacenamiento, ex- 
pendio o consumo de lugares destinados a la venta, 
pudiendo decomisar, sin obligación de indemnizar, 
lo que se repute o resulte nocivo para la salud, y sin 
perjuicio de la facultad de imponer sanciones de 
acuerdo con las disposiciones vigentes. 


g) la inspección veterinaria y la adopción de medidas 
que juzgue necesarias para la garantía de la salud 
pública. 


h) la vigilancia o inspección de los baños, natatorios y 
lavaderos públicos. 


23) Ejercer la policía de tránsito departamental, conforme 


a esta ley y a los decretos departamentales, sin perjui- 
cio de la competencia de las Autoridades Nacionales, 
según lo establecido en el art. 9%, siendo especialmente 
de su cargo: 


a) fiscalizar, de acuerdo a las normas vigentes, la cir- 
culación y estacionamiento de vehículos, peatones 
y animales, las condiciones que deberán cumplir los 
vehículos y las licencias de conductores, los proce- 
dimientos para la aplicación de sanciones, 


b) vigilar los cruces, procurando su máxima 
seguridad. 


c) fiscalizar el transporte de pasajeros, cargas y enco- 
miendas. 
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24) Ejercer la policía de edificación pública y privada 
conforme a esta ley y los decretos departamentales, 
siendo especialmente de su cargo: 


a) otorgar los permisos de construcción que correspon- 
da y fiscalizar la ejecución de las obras respectivas. 


b) adoptar todas las medidas necesarias para asegurar 
el cumplimiento de todas las normas de edificación 
dictadas por los órganos competentes, aplicar las 
sanciones pertinentes, pudiendo, en caso necesario 
disponer la demolición o reforma de las obras reali- 
zadas en contravención de aquéllas, 


c) fiscalizar las instalaciones mecánicas y eléctricas, a 
efectos de impedir su peligrosidad y asegurar la 
tranquilidad. 


25) Proponer a la Junta Departamental la delimitación de 
las zonas urbanas, suburbanas y rurales y el régimen de 
subdivisión de tierras con destino a centros poblados en 
el departamento. 


26) Ejercer la policía de la moralidad y las buenas costum- 
bres, conforme a esta ley y a los decretos de la Junta 
Departamental, dentro de los límites que establece el 
artículo 11 y sin perjuicio de la competencia de las 
Autoridades Nacionales. 


27) Ejercer la policía de los espectáculos públicos que se 
realicen en el departamento y su publicidad conforme a 
la ley y a los decretos que dictara la Junta Departamen- 
tal, atendiéndose en cuanto a la moralidad y a las buc- 
nas costumbres a lo establecido en el artículo 11. 


28)Organizar fiestas y espectáculos públicos y cooperar a 
la celebración de las fiestas y solemnidades que la ley 
consagra. 


29) Atender y conservar la vialidad pública, siendo espe- 
cialmente de su cargo: 


a) establecer la nivelación y delineación de las calles y 
caminos departamentales o vecinales y velar por el 
recinto de las servidumbres de alineación. 


* — b) resolver los conflictos entre la propiedad privada y 
las exigencias de las necesidades públicas, en todo 
lo relativo a las vías de comunicación, de acuerdo 
con las leyes y decretos vigentes. 


c) decidir todas las cuestiones relativas a caminos de- 
partamentales y vecinales, oyendo previamente a 
las Juntas Locales. 


d) proveer a la pavimentación y arreglo de los cami- 
nos, calles, plazas, parques y paseos departamenta- 
les. 
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e) establecer la numeración de las puertas de acceso a 
los edificios. 


f) entender en todo lo relativo a la construcción y con- 
servación y uso de los puentes, túneles, calzadas, 
pasos, balsas y canales departamentales. 


30) Ejecutar la obra pública departamental en todos sus as- 
pectos, de acuerdo con los planes aprobados por la 
Junta Departamental. Podrá prescindir de dicha aproba- 
ción en los casos de reparaciones urgentes, sin perjui- 
cio de dar cuenta inmediatamente a la Junta Departa- 
mental. 


31) Organizar y ejecutar los servicios públicos y los demás 
servicios a cargo del Gobierno Departamental adoptan- 
do las medidas conducentes para lograr su mejor fun- 
cionamiento de acuerdo a las normas vigentes. 


32) Vigilar y controlar la ejecución de los servicios públi- 
cos a cargo de concesionarios y permisarios, adoptando 
las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento 
de las normas que lo regulan. 


33) Gestionar de los organismos estatales que tienen a su 
cargo servicios públicos que interesan al departamento, 
la mejora y ampliación de los mismos y adoptar las 
medidas conducentes a su correcta satisfacción, coordi- 
nando las acciones necesarias, 


34) Ejecutar los convenios que se acordaren con otros Go- 
biernos Departamentales o con las Autoridades Nacio- 
nales para la atención de cometidos de interés común, 
organizando los servicios y realizando las obras y otras 
tareas necesarias a esos efectos. 


35) Organizar el funcionamiento de cementerios y crema- 
torios, adjudicar derechos a inhumar y exhumar cadá- 
veres en locales y sepulturas, de acuerdo con los decre- 
tos departamentales, autorizar la colocación de monu- 
mentos estelas o placas, cuidando y vigilando su con- 
servación y adoptar las medidas necesarias para ascgu- 
rar el orden y el respeto en aquellos. 


36) Velar por la conservación y cuidado de las costas y 
playas marítimas y fluviales, adoptando las medidas 
tendientes a esa finalidad, y especialmente a impedir la 
extracción de tierra, piedra y arena de acuerdo a las 
normas vigentes en la materia, todo ello sin perjuicio 
de las atribuciones de las Autoridades Nacionales. 


37) Atender en las playas los servicios para uso del públi- 
co y de salvataje, sin perjuicio de la competencia que 
pueda corresponder a las Autoridades Nacionales. 


38) Conservar y cuidar las servidumbres constituidas en 
beneficio de los pueblos y de los bienes que están en 
posesión de la comunidad de acuerdo con los decretos 
departamentales, para que queden expeditos a los fines 
a que están destinados. 


9 de Octubre de 1991 


39) Gestionar la inscripción de defunciones cuando no fue- 
re posible la obtención de certificado médico, dando 
cuenta de ello a la justicia ordinaria. 


40) Estimular toda iniciativa tendiente a lograr el desarro- 
llo cultural, científico, artístico y deportivo en el orden 
departamental. 


41) Atender a la conservación y enriquecimiento del patri- 
monio artístico, histórico e intelectual. 


42) Fomentar la agricultura y el mejoramiento de la gana- 
dería y las agroindustrias, estimular toda iniciativa en 
favor de esas actividades, colaborar con las Autorida- 
des Nacionales para combatir plagas y pestes y promo- 
ver el desarrollo forestal y su preservación. 


43) Estimular la fundación y desarrollo de industrias, arte- 
sanías y del comercio, consagrando con las iniciativas 
privadas tendientes a la prosperidad departamental. 


44) Conceder autorización para realizar rifas de conformi- 
dad con los decretos de la Junta Departamental. 


45) Fiscalizar los sorteos comerciales, tómbolas y actos si- 
milares que se realicen en el departamento, a fin de 
asegurar el cumplimiento de sus bases y proteger el 
derecho de quienes participan en ello. 


46) Fiscalizar la fiel aplicación del sistema legal de pesas 
y medidas, denunciando las irregularidades que com- 
prueba al Organo Nacional competente, sin perjuicio 
de las medidas que puedan adoptarse de acuerdo a las 
normas vigentes, 


47) Levantar monumentos u otras obras artísticas y colocar 
placas o autorizar su erección O colocación en sitios 
públicos, y señalar lugares u objetos públicos con fines 
recordatorios. 


Cuando se refieren a personas o acontecimientos, no 
podrá hacerlo antes de cinco años de fallecidas aqué- 
llas o producidos éstos, requiriéndose siempre la previa 
autorización de la Junta Departamental concedida por 
dos tercios de votos de sus componentes. 

48) Tomar en consideración y resolver dentro de tos sesen- 
ta días de admitidas las iniciativas populares, departa- 
mentates o locales que se formulen de acuerdo con los 
artículos 304 y 305 de la Constitución y la Sección XI 
de esta ley. 


49) Velar por el respeto de los Derechos Humanos de los 
habitantes del departamento, ejercitando las acciones 
judiciales pertinentes y reclamando directamente ante 
los Poderes Públicos, ta observación de las normas 
constitucionales y legales que los tutelan. 
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SO) Proponer a la Junta Departamental modificaciones o 
ampliaciones de esta ley. 


51) Reclamar ante la Suprema Corte de Justicia, por cual- 
quier lesión que se infiera a la autonomía del departa- 
mento, en la forma que se establece en la Sección X de 
esta ley. 


52) Formular ante quien corresponda los planteamientos a 
que hace referencia el numeral 30 del artículo 28 de 
esta ley. 


53) Requerir el apoyo de la fuerza pública siempre que lo 
crea necesario para el cumplimiento de sus funciones, 


54) Requerir y suministrar a los Poderes Públicos todos los 
informes que necesite o le soliciten. 


55) Ejercer las demás atribuciones ejecutivas o administra- 
tivas que otras leyes hayan encomendado a los Gobier- 
nos Departamentales. 


CAPITULO II 
De la delegación de atribuciones 


Artículo 40. - El intendente podrá delegar atribuciones en 
los Directores Generales de Departamento. 


También podrá delegar atribuciones en comisiones espe- 
ciales para la realización de los cometidos específicos de és- 
tas. 


Art. 41. - El Intendente podrá delegar atribuciones, salvo 
aquellas que le haya asignado la propia Constitución de la 
República en las Juntas Locales comunes, de gestión amplia- 
da, o en las Autónomas o declaradas electivas. 


Art. 42, - En el caso previsto en el artículo 40 queda pro- 
hibida la sub-delegación de atribuciones, mientras que en la 
hipótesis del artículo 41, dicha posibilidad quedará condicio- 
nada a que el Intendente haya delegado expresamente la po- 
testad de sub-delegar. 


Art. 43. - El Intendente determinará la competencia, en 
razón de materia, y de territorio, de los Directores Generales 
de Departamento, y podrá en todo momento modificar las 
mismas. 


SECCION IV 


DEL PROCEDIMIENTO DE SANCION DE LOS 
DECRETOS DE LOS GOBIERNOS 
DEPARTAMENTALES CON FUERZA 
DE LEY EN SU JURISDICCION 


Artículo 44. - Los decretos con fuerza de ley en su juris- 
dicción que sancione la Junta Departamental, requerirán para 
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entrar en vigencia la previa promulgación del Intendente y 
entrarán en vigencia en la fecha en que el propio decreto lo 
indique, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 299 de la 
Constitución. 


Art. 45. - El Intendente Municipal podrá dentro de los 
diez días de recibidos, observar aquellos que tenga por incon- 
venientes. 


En el caso que un decreto sea devuelto con observaciones, 
la Junta Departamental podrá insistir en él por tres quintos del 
total de sus componentes y en ese supuesto adquirirá inmedia- 
tamente valor y fuerza de Decreto de Gobierno Departamen- 
tal, debiendo publicarse de acuerdo al artículo precedente. 


Si la Junta Departamental desaprobare el Decreto devuelto 
por el Intendente Municipal o no lograre el quórum requerido 
en el apartado anterior para insistir en él, dicho decreto queda- 
rá rechazado por entonces y no podrá ser presentado hasta el 
año siguiente. 


Art. 46. - No podrán ser observados los Presupuestos que 
hayan llegado a la Asamblea General por el trámite estableci- 
do en el artículo 225 de la Constitución, mi los decretos apro- 
bados por el mecanismo previsto en el artículo 127 de esta 
Ley, en cuyo caso el Intendente los promulgará de inmediato, 
estándose en los demás a lo previsto en el artículo 47. 


Art. 47. - Si el Intendente no devolviese los Decretos en- 
viados por la Junta Departamental dentro de los diez días de 
recibidos, se considerarán promulgados y se cumplirán como 
tales, debiendo publicarse conforme al artículo 44, 


SECCION V 


DE LAS RELACIONES ENTRE LAS JUNTAS DEPAR- 
TAMENTALES Y EL INTENDENTE MUNICIPAL 


CAPITULO UNICO 


Artículo 48. - Todo miembro de la Junta Departamental 
puede pedir al Intendente Municipal los datos o informes que 
estime necesarios para llenar su cometido. El pedido será por 
escrito y se cursará por intermedio dci Presidente de la Junta, 
quien lo remitirá de inmediato al Intendente. 


“Los datos e informes que se soliciten de conformidad con 
lo establecido en el apartado precedente, deberán ser propor- 
cionados dentro de los veinte días de recibido el pedido. 


Si vencido ese plazo los datos e informes no fueren sumi- 
nistwados, se podrán solicitar por intermedio de la Junta, la 
que se limitará a dar curso de inmediato al pedido. De este 
caso el Intendente deberá proporcionarlo dentro de los diez 
días siguientes al recibo de la nueva solicitud. 


Cuando los pedidos de datos o informes sean de tal natura- 
leza que su respuesta no admita dilación, podrán solicitarse 
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por intermedio de la Junta y si así lo juzga conveniente, éste 
podrá requerirlos a su nombre. 


Art. 49. - La Junta tiene facultad, por resolución de la 
tercera parte del total de sus componentes, de hacer venir a 
Sala al Intendente para pedirle y recibir los informes que 
estime convenientes, ya sea con fines de legislación o de con- 
tralor. 


El Intendente podrá hacerse acompañar por los funciona- 
rios de su dependencia que estime necesarios o hacerse repre- 
sentar por el funcionario de mayor jerarquía de la repartición 
respectiva, salvo cuando el llamado a Sala se funde en el in- 
cumplimiento de lo dispuesto en el apartado segundo del ar- 
tículo 285 de la Constitución. 


La concurrencia a Sala deberá producirse dentro de los 
veinte días siguientes al de la sesión en que fuera votado el 
llamado. 


Art. 50. - La Junta Departamental podrá nombrar comisio- 
nes de investigación para suministrar datos que considere ne- 
cesarios para el cumplimiento de sus funciones, quedando 
obligados el Intendente y las Oficinas de su dependencia a fa- 
cilitar los datos o informes que aquéllas requieran. Idéntica 
obligación contraerán cuando el requerimiento les sea formu- 
lado por las comisiones permanentes o especiales designadas 
por la Junta con fines de asesoramiento. 


Art. 51. - En los casos previstos en los tres artículos ante- 
riores, la Junta podrá formular declaraciones. 


SECCION VI 
DE LAS JUNTAS LOCALES 
CAPITULO I 
Organización 
Artículo 52, - Fuera de la planta urbana de la capital del 
Departamento podrá haber una Junta Local de aquellas pobla- 
ciones que reúnan alguna de las siguientes características: 
a) Contar con más de dos mil habitantes. 


b) Ofrecer interés para el turismo. 


c) Poseer industrias agrícolas, fabriles y otras de signifi- 
cación equivalente, de manifiesto interés local. 


Las Juntas serán órganos desconcentrados de la Intenden- 
cia Municipal, sin perjuicio de la posibilidad de actuar como 
delegatario de ésta, 


Art. 53. - La creación de las Juntas Locales corresponde a 
la Junta Departamental, a propuesta del Intendente Municipal. 
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Art. 54. - Las Juntas Locales se compondrán de cinco (5) 
miembros honorarios, que deberán reunir las mismas calida- 
des exigidas para ser miembro de la Junta Departamental y la 
de estar avecindados en la localidad o población respectiva, 
desde tres (3) años antes por lo menos o ser nativo de ellas. 


Art. 55. - Los miembros de cada Junta Local serán desig- 
nados con triple número de suplentes por el Intendente Muni- 
cipal, con la anuencia de la Junta Departamental, respetando 
en lo posible la misma proporcionalidad en que están repre- 
sentados los Partidos Políticos en la Junta Departamental. 


Los suplentes actuarán de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 18 de esta ley. 


Art. 56. - Los miembros de las Juntas Locales cesarán en 
sus funciones cuando el Intendente Municipal que sustituya al 
que las nombró, efectúe las designaciones para un nuevo pe- 
ríodo y podrán ser reelectos o designados nuevamente. 


Art. 57. - La Junta Local, una vez instalada, procederá a 
designar su Presidente, quien la representará y hará ejecutar 
sus decisiones. 


Si se produjera empate en su designación, el Intendente 
Municipal decidirá entre los candidatos con igual número de 
votos. 


Art. 58. - Ningún acto de las Juntas Locales será válido sí 
no consta en el acta de la Sesión en que haya sido adoptado. 
Se exceptúan las medidas urgentes que esté facultado para 
adoptar y hacer cumplir el Presidente, de acuerdo con el Re- 
glamento Interno. 


CAPITULO Il 
Competencia 


Art. 59, - Son atribuciones de Jas Juntas Locales, dentro 
de su jurisdicción: 


1) Velar por el cumplimiento de los decretos y resolucio- 
nes de carácter departamental. 


2) Cumplir los cometidos que le confiere esta ley y los que 
le asigne el Intendente Municipal. 


3) Conservar los bienes de uso público y los bienes propios 
del Gobierno Departamental en la localidad, propo- 
niendo al Intendente la mejor forma de aprovecharlos. 


4) Proponer al Intendente las mejoras locales que conside- 
ren convenientes. 


5) Preparar su proyecto de presupuesto y elevar el mismo 
al Intendente a efectos de que considere la iniciativa y 
efectúe las previsiones presupuestales que estime con- 
venientes. 
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6) Ejecutar obras públicas con cargo a los recursos del Go- 
bierno Departamental que el Intendente encomiende y 
aquellas que el presupuesto determine que sean realiza- 
das con los recursos que se les hayan adjudicado. 


7) Proponer al Intendente, siempre que se trate de Juntas 
Locales de poblaciones que cuenten con más de diez 
mil habitantes u ofrezcan interés para el turismo que se 
amplíen sus facultades de gestión y aun que se declaren 
electivos los cargos de la misma, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 60 de esta Ley. 


8) Vigilar la prestación en la localidad, de los servicios pú- 
blicos departamentales, dando cuenta al Intendente de 
las irregularidades. 


9) Ejercer por intermedio de su Presidente, la superinten- 
dencia de las oficinas a su cargo. 


10) Formular al Intendente Municipal proposiciones sobre 
las tasas y precios de los servicios exclusivamente loca- 
les. 


11) Vigilar la percepción de las rentas departamentales en 
su jurisdicción y percibir y administrar, con interven- 
ción de la Contaduría General Departamental, los re- 
cursos que se les adjudiquen. 


12) Imponer multas hasta la suma de 100 UR en los casos 
que el Intendente Municipal determine, debiéndose en- 
trar en las que excedan de esa cantidad, a lo dispuesto 
en el numeral 19 del artículo 39, 


13) Ejercer, en la forma y medida que establezcan las 
normas departamentales, la policía higiénica y sanita- 
ria, de espectáculos públicos, de ruidos molestos, de 
tránsito, del transporte y la edificación. 


14) Entender en lo concerniente al consumo, abasto, tabla- 
das, corrales de abasto, mataderos, plazas de frutos y 
mercados, cementerios y servicios funerarios, todo ello 
en la forma y medida que establezcan las normas de- 
partamentales. 


15) Tomar la iniciativa ante el Intendente Municipal, con 
el objeto de velar por el respeto de los Derechos Huma- 
nos. 


16) Fomentar las actividades culturales, artísticas y depor- 
tivas, el turismo, la agricultura y la ganadería, el co- 
mercio, la industria, así como todo lo que propenda al 
adelanto de la localidad, dando cuenta al Intendente 
Municipal. 


17) Adoptar las medidas urgentes necesarias, en caso de 
accidentes, incendios, inundaciones y derrumbes, co- 
municándolas de inmediato al Intendente Municipal, 


18) Sugerir modificaciones o ampliaciones de su regla- 
mento orgánico. 
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CAPITULO HI 


De las Juntas Locales de Gestión Ampliada, 
Autónomas y Electivas 


Artículo 60. - La ley, por iniciativa del Gobierno Departa- 
mental correspondiente, podrá ampliar las facultades de ges- 
tión de las Juntas Locales en las poblaciones que, sin ser 
capital de departamento, cuenten con más de diez mil habitan- 
tes u ofrezcan interés nacional para el desarrollo del turismo. 


La ampliación de las facultades de gestión podrá implicar 
a su vez, una mayor descentralización de la Junta con relación 
al Intendente, hasta llegar al grado de autonomía. 


Art. 61. - Á iniciativa del Gobierno Departamental respec- 
tivo por ley podrán declararse electivas por el cuerpo electo- 
ral, a las Juntas Locales de gestión ampliada que hayan alcan- 
zado el grado de autónomas. * 


CAPITULO IV 
Del contralor 


Artículo 62. - Las Juntas Locales, en su condición de 
Órganos desconcentrados de la Intendencia Municipal, estarán 
sometidas al contralor inherente a dicha calidad. 


Art. 63. - El Intendente tendrá sobre las Juntas Locales de 
facultad ampliada, aquellos poderes de contralor que surjan de 
la naturaleza de la ampliación de facultades. 


En los casos de Juntas Locales Autónomas o Electivas, el 
Intendente, tendrá facultades de coordinación con relación a 
las competencias de las mismas. 


SECCION VIH 
DE LAS INCOMPATIBILIDADES Y PROHIBICIONES 
CAPITULO UNICO 


Artículo 64, - Son incompatibles los cargos de miembros 
de las Juntas Departamentales y Locales con el de intendente. 


Esta disposición no comprende a los miembros de la Junta 
Departamental que sean llamados a desempeñar interinamente 
el cargo de Intendente. En este caso quedarán suspendidos en 
sus funciones de Diputados Departamentales, sustituyéndoles, 
mientras dure la suspensión, el suplente correspondiente. 


Art. 65. - Es incompatible el cargo de Intendente con todo 
otro cargo o empleo público, excepción hecha de los docen- 
tes, Oo con cualquier situación personal que importe recibir 
sueldos o retribuciones por servicios de empresas que contra- 
ten con el Gobierno Departamental. 


Art. 66. - No podrán formar parte de las Juntas Departa- 
mentales ni de las Juntas Locales, los empleados del respecti- 
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vo Gobierno Departamental o quienes estén a sueldo o reciban 
retribuciones por servicios de empresas privadas que contraten 
con él. 


Tampoco podrán formar parte de aquellos órganos los 
Magistrados Judiciales, los miembros del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo y del Tribunal de Cuentas, los Direc- 
tores de los Entes Autónomos y de los Servicios Descentrali- 
zados, los militares en actividad, cualquiera sea su grado y los 
funcionarios policiales, de cualquier categoría. 


Art. 67. - Los cargos de Intendente y de miembro de las 
Juntas Departamentales o Locales son incompatibles con el 
ejercicio de otra función pública electiva, cualquiera sea su 
naturaleza, 


Art. 68. - El Intendente y los miembros de las Juntas 
Departamentales o Locales, no podrán contratar con el Go- 
bierno Departamental. 


Art. 69. - Le está prohibido al Intendente, a los miembros 
de las Juntas Departamentales y de las Juntas Locales, mien- 
tras dure su mandato: 


a) Intervenir como Directores o Administradores que con- 
traten obras o suministros con el Gobierno Departa- 
mental o con cualquier otro órgano público que tenga 
relación con el mismo. 


b) Tramitar o dirigir asuntos propios o de terceros ante el 
Gobierno Departamental. Para los asuntos propios po- 
drán valerse de un representante. 


Art. 70. - Ni el Intendente, ni los miembros de las Juntas 
Departamentales o Locales, podrán estar presentes en la dis- 
cusión y votación de los asuntos en ellos o sus parientes, hasta 
el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, 
estuvieren personal o directamente interesados. 


Art. 71. - Es absolutamente nulo todo acto o contrato en 
que se contravenga lo dispuesto en los artículos anteriores y el 
que los infringiere responderá, además, de los perjuicios resul- 
tantes, 


Art. 72. - La inobservancia de lo preceptuado en los ar- 
tículos 68, 69 y 71, que anteceden, importará la pérdida inme- 
diata del cargo, 


En el caso del Intendente y miembros de las Juntas Depar- 
tamentales o Locales electivas, la vacancia del cargo la decla- 
rará el Senado a iniciativa de un tercio de votos de integrantes 
de la Junta Departamental. 


Tratándose de miembros de Juntas Locales no electivas, la 
destitución será resuelta por mayoría absoluta del total de 
componentes de la Junta Departamental, a iniciativa del Inten- 
dente. 
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Art. 73. - Los empleados del Gobierno Departamental no 
podrán contratar con éste, no siendo de recibo las ofertas 
presentadas a título personal, o por firmas, empresas o entida- 
des con las cuales el funcionario esté vinculado por razones 
de dirección o dependencia. No obstante, en este último caso, 
tratándose de funcionarios que no tengan intervención, en la 
dependencia del Gobierno Departamental en que actúa, en el 
proceso de la adquisición, podrá darse curso a las ofertas 
presentadas en las que se deje constancia de esa circunstancia. 
No están comprendidos en esta prohibición aquellas situacio- 
nes en que las prestaciones están fijadas objetivamente para 
categorías generales de interesados. 


SECCION VIH 
DE LA HACIENDA PUBLICA DEPARTAMENTAL 
CAPITULO I 
Recursos 


Artículo 74. - Son fuentes de recursos de los Gobiernos 
Departamentales, decretados y administrados por éstos: 


1) Los impuestos sobre la propiedad inmueble, urbana y 
suburbana, situada dentro de los límites de su jurisdic- 
ción, con excepción en todos los casos, de los adiciona- 
les nacionales establecidos O que se establecieren. Los 
impuestos sobre la propiedad inmueble rural serán fija- 
dos por el Poder Legislativo, pero su recaudación y la 
totalidad de su producido, excepto el de los adicionales 
establecidos o que se establecieren, corresponderá a los 
Gobiernos Departamentales. 


La cuantía de los impuestos adicionales nacionales no 
podrá superar el monto de los impuestos con destino 
departamental. 


2) El impuesto a los baldíos y a la edificación inapropiada 
en las zonas urbanas y suburbanas de las ciudades, 
villas, pueblos y centros poblados. 


3) Los impuestos establecidos con destino a los Gobiernos 
Departamentales y los que se creen por ley en lo futu- 
ro, con igual finalidad, sobre fuentes no enumeradas en 
este artículo. 


4) Las contribuciones por mejoras a los inmuebles benefi- 
ciados por obras públicas departamentales. 


5) Las tasas, tarifas y precios por utilización, aprovecha- 
miento o beneficio obtenidos por servicios prestados 
por el Gobierno Departamental, y las contribuciones a 
cargo de empresas concesionarias de servicios exclusi- 
vamente departamentales. 


6) Los impuestos a los espectáculos públicos con excep- 
ción de los establecidos por ley con destinos especia- 
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les, mientras no sean derogados por el Poder Legislati- 
vo, y alos vehículos de transporte. 


7) Los impuestos a la propaganda y avisos de todas clases, 
Están exceptuados la propaganda y los avisos de la 
prensa radial, escrita y televisada, los de carácter polí- 
tico, religioso, gremial, cultural o deportivo, y todos 
aquellos que la ley determine por mayoría absoluta de 
votos del total de componentes de cada Cámara. 


8) Los beneficios de la explotación de los juegos de azar, 
que les hubiere autorizado o les autorice la ley en la 
forma y condiciones que ésta determine, 


9) Los impuestos a los juegos de carreras de caballos y 
demás competencias en que se efectúen apuestas mu- 
tuas, con excepción de los establecidos por ley mien- 
tras no sean derogados por el Poder Legislativo. 


10) El producido de las muitas: 


a) que el Gobierno Departamental haya establecido, 
mientras no sean derogadas, o estableciere según 
sus facultades; 


b) que las leyes vigentes hayan establecido con desti- 
no a los Gobiernos Departamentales; 


Cc) que se establecieren por nuevas leyes, con destino a 
los Gobiernos Departamentales. 


11) Las rentas de los bienes de propiedad del Gobierno 
Departamental y el producto de las ventas de éstos. 


12) Las donaciones, herencias y legados que se hicieren y 
aceptaren. 


13) La cuota parte del porcentaje que, sobre el monto total 
de los recursos del Presupuesto Nacional, fije la Ley 
Presupuestal con destino a obras públicas departamen- 
tales. 


Art. 75. - La ley, por dos tercios de votos del total de 
componentes de cada Cámara, podrá extender la esfera de 
aplicación de los gravámenes departamentales o ampliar las 
fuentes sobre las cuales podrán recaer, siempre que no se 
incurra en superposición impositiva. 


Art. 76. - A los efectos de lo establecido en el numeral 1) 
del artículo 74, considéranse adicionales todos aquellos que 
ya han sido creados por ley con ese carácter sobre la propie- 
dad inmueble y los de igual naturaleza que la ley creare en el 
futuro. 


Art. 77. - Será aplicable en el ámbito departamental, lo 
dispuesto en los capítulos primero, segundo, tercero (seccio- 
nes primera, segunda y cuarta) del Código Tributario (Decre- 
to-Ley N* 14.306, de 29 de noviembre de 1974). 
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Art. 78. - Los Decretos de los Gobiernos Departamentales 
creando o modificando impuestos, no serán obligatorios sino 
después de transcurridos diez días de su publicación en el 
Diario Oficial y se insertará en el Registro Nacional de Leyes 
y Decretos en la Sección Especial, 


Deberán publicarse además, a efectos informativos, por lo 
menos en dos periódicos del departamento, si los hubiere. 


Art. 79. - El Poder Ejecutivo podrá apelar ante la Cámara 
de Representantes dentro de los quince días de publicados en 
el Diario Oficial, fundándose en razones de interés general, 
los Decretos de los Gobiernos Departamentales que crean o 
modifican impuestos. Esta apelación tendrá efecto suspensivo 
desde la presentación del recurso ante la Cámara de Represen- 
tantes, la que lo hará saber en el día al Gobierno Departamen- 
tal respectivo. Si transcurridos sesenta días después de recibi- 
dos los antecedentes por la Cámara de Representantes, ésta no 
resolviera la apelación, el recurso se tendrá por no interpues- 
to. 


La Cámara de Representantes, dentro de los quince días 
siguientes a la fecha en que se dé cuenta de la apelación, 
podrá solicitar por una sola vez, antecedentes complementa- 
rios, quedando, en este caso, interrumpido el término hasta 
que éstos sean recibidos. 


El receso de la Cámara de Representantes, interrumpe los 
plazos fijados precedentemente. 


En los casos de no prosperar el recurso, el impuesto se 
considerará vigente desde la fecha indicada en el inciso pri- 
mero del artículo anterior. 


Art. 80. - Los Gobiemos Departamentales no podrán emi- 
tir títulos de Deuda Pública Departamental, ni concertar prés- 
tamos ni empréstitos con organismos internacionales o institu- 
ciones o gobiernos extranjeros, sino a propuesta del Intenden- 
te, aprobada por la Junta Departamental, previo informe del 
Tribunal de Cuentas y con la anuencia del Poder Legislativo, 
otorgada por mayoría absoluta del total de componentes de la 
Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras, dentro de 
un término de sesenta días, pasado el cual se entenderá acor- 
dada dicha anuencia. a 


Para contratar otro tipo de préstamos, se requerirá la ini- 
ciativa del Intendente y la aprobación de la mayoría absoluta 
de votos del total de componentes de la Junta Departamental, 
previo informe del Tribunal de Cuentas. Si el plazo de los 
préstamos excediera el período de aprobación, los dos tercios 
de votos del total de componentes de la Junta Departamental. 


Art. 81. - La percepción de los impuestos a la propiedad 
inmueble previstos en el numeral 1) del artículo 74 compete a 
los respectivos Gobiernos Departamentales. Mensualmente és- 
tos entregarán al Poder Ejecutivo las sumas percibidas por 
concepto de adicionales nacionales. 
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El Poder Ejecutivo y los Intendentes Municipales respecti- 
vos podrán celebrar acuerdos tendientes a establecer formas 
de percepción diferentes a la establecida en el inciso anterior. 


Art. 82. - El avalúo de la propiedad inmueble rural, co- 
rresponderá siempre a las Autoridades Nacionales. 


Art. 83. - Los impuestos y contribuciones municipales 
previstos en Jos incisos 1), 2) y 4) del artículo 74, de esta ley y 
las obras de cerramiento que realicen las Intendencias Munici- 
pales, gravarán con derecho real los inmuebles sobre las cua- 
les recaigan. 


Cuando un inmueble esté afectado a más de un derecho 
real por impuestos o contribuciones de mejoras nacionales o 
municipales, la preferencia entre ellas se establecerá en fun- 
ción de la fecha de nacimiento de la obligación tributaria, 


Art. 84. - Será aplicable en materia departamental, lo dis- 
puesto en los artículos 381 y 401 del Código General del 
Proceso (Ley N* 15.982, de 6 de octubre de 1988). 


CAPITULO Il 
Del Presupuesto Departamental 


Artículo 85, - El Intendente Municipal preparará el Presu- 
puesto Departamental para su período de gobierno y lo pre- 
sentará a la Junta Departamental respectiva dentro de los seis 
primeros mescs de ejercicio de su mandato, 


El Presupuesto Departamental se proyectará y aprobará 
con una estructura que contendrá: 


a) Los gastos corrientes, planes de obras, más inversiones 
del Gobierno Departamental, distribuidos cada inciso 
por Programa. 


b) Los recursos y la estimación de su producto. 


c) Las normas para la ejecución e interpretación del Presu- 
puesto. 


Los apartados precedentes podrán ser objeto de decretos 
separados, en razón de la materia que comprenda. 


Art. 86. - Si en el departamento existiesen Juntas Locales, 
el Presupuesto les fijará las partidas para sueldos, gastos, 
obras y demás inversiones y los recursos que se le adjudiquen 
para su atención. 


Tratándose de Juntas Locales cuyas facultades de gestión 
hayan sido ampliadas, el Presupuesto le deberá destinar un 
porcentaje de las rentas, que se produzcan dentro de su res- 
pectiva jurisdicción, el que no podrá ser menor del 40% (cua- 
renta por ciento). 
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Art. 87. - El Intendente, dentro de los seis meses de venci- 
do el Ejercicio Anual, que coincidirá con el año civil, presen- 
tará a la Junta Departamental la Rendición de Cuentas y el 
Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente a dicho 
Ejercicio, pudiendo proponer las modificaciones que estime 
indispensables al monto global de gastos, inversiones, sueldos 
o recursos y efectuar creaciones, supresiones y modificaciones 
de programas, por razones debidamente justificadas. 


Art. 88. - La Junta Departamental se pronunciará exclusi- 
vamente sobre montos globales por incisos, programas, objeti- 
vos de los mismos, escalafones y número de funcionarios y 
recursos, pudiendo modificar los proyectos para aumentar los 
recursos o disminuir los gastos, no pudiendo prestar aproba- 
ción a ningún proyecto que signifique déficit, ni crear cm- 
pleos por su iniciativa o efectuar modificaciones que signifi- 
quen mayores erogaciones que las propuestas. 


Art. 89, - Podrá establecerse una sección especial en el 
Presupuesto que comprenda los gastos ordinarios permanentes 
del Gobierno Departamental, cuya revisión periódica no sea 
indispensable. 


No se incluirá en los Presupuestos disposiciones cuya vi- 
gencia exceda del mandato de las Autoridades Departamenta- 
les o que no se refieran exclusivamente a su interpretación o 
ejecución. 


Art. 90. - El Proyecto de Presupuesto será elevado a la 
Junta Departamental para su consideración o aprobación, en 
forma comparativa con los Presupuestos vigentes, 


Art. 91. - El Intendente sólo podrá enviar Mensajes com- 
plementarios o sustitutivos en el caso exclusivo de Proyecto 
de Presupuesto, únicamente dentro de jos veinte días de reci- 
bido aquél por la Junta. 


Art. 92, - Mientras no se apruebe el Proyecto de Presu- 
puesto, continuará rigiendo el anterior. 


Art. 93. - La Junta Departamental considerará los Proyec- 
tos de Presupuestos y de modificaciones presupuestales dentro 
de los cuatro meses de recibidos. 


Vencido el término establecido en el apartado anterior, sin 
que la Junta Departamental hubiese tomado resolución defini- 
tiva, el Proyecto de Presupuesto o, en su caso, de las modifi- 
caciones presupuestales, se considerará rechazado. 


Art. 94, - Previamente a la sanción del Presupuesto o de 
las modificaciones presupuestales, la Junta Departamental re- 
cabará informes al Tribunal de Cuentas, el que deberá pronun- 
ciarse dentro de los veinte días de recibidos, pudiendo única- 
mente formular observaciones sobre error en el cálculo de los 
recursos, omisiones de las obligaciones presupuestales o vío- 
laciones de las disposiciones constitucionales o de leyes apli- 
cables. 
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El Tribunal de Cuentas deberá disponer efectivamente del 
plazo de veinte días. 


Si el Tribunal de Cuentas notare que el Presupuesto o, en 
su caso, las modificaciones presupuestales, adolecen de defec- 
tos de forma o faltaren antecedentes ilustrativos que considere 
indispensables para expedirse de acuerdo con los preceptos 
constitucionales y la Ley de Contabilidad, podrá solicitarlos y, 
en ese caso, el plazo para informar se suspenderá hasta que se 
reciba el Presupuesto corregido o los antecedentes que hubiere 
pedido, computándose a los efectos del término el tiempo 
transcurrido con anterioridad a la solicitud, 


Si la Junta aceptase las observaciones del Tribunal de 
Cuentas O no mediaren éstas, sancionará definitivamente, el 
Presupuesto o las modificaciones presupuestales, en su caso. 


En ningún caso la Junta podrá introducir otras modifica- 
ciones con posterioridad al informe del Tribunai de Cuentas. 


Si la Junta Departamental no aceptase las observaciones 
formuladas por ei Tribunal de Cuentas, el Presupuesto o, en su 
caso, las modificaciones presupuestales, se remitirán con lo 
actuado a la Asamblea General para que ésta, en reunión de 
ambas Cámaras, resuelva las discrepancias dentro del plazo de 
cuarenta días y si no recayera decisión el Proyecto votado por 
la Junta se tendrá por sancionado. 


La Asamblea General deberá comunicar al Intendente su 
resolución o el vencimiento del término. 


El Intendente promulgará de inmediato el Presupuesto o 
las modificaciones presupuestales, estándose en lo demás a lo 
dispuesto en el artículo 44. 


Art. 95. - Las Juntas Departamentales no podrán aprobar 
Presupuestos, crear cargos, determinar aumentos de sueldos, 
ni aprobar aumentos en las partidas de jornales y contratacio- 
nes, en los doce meses anteriores a la fecha de las elecciones 
ordinarias, con excepción de la asignación a que se refiere el 
numeral 24) del artículo 28 de esta ley. 


Art. 96. - Los Presupuestos de los Gobiernos Departamen- 
tales, así como las modificaciones que se le introdujeran, se 
comunicarán al Poder Ejecutivo para su inserción a título in- 
formativo, en los Presupuestos respectivos y al Tribunal de 
Cuentas, con instrucción a ésta de los antecedentes relativos a 
sus observaciones, cuando las hubiere. 


Art. 97. - Todo superávit deberá ser íntegramente aplicado 
a amortizaciones extraordinarias de las obligaciones departa- 
mentales, Si dichas obligaciones no existiesen, se aplicará a la 
ejecución de obras públicas o a inversiones remuneradoras, 
debiendo ser adoptada la resolución por la Junta Departamen- 
tal, a propuesta del Intendente y previo informe del Tribunal 
de Cuentas. 
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Art. 98. - La ejecución de los Presupuestos Departamenta- 
les se ajustará a las normas contenidas en el presente Capítu- 
lo, así como aquellas vigentes en la materia y las incluidas en 
el propio Presupuesto. 


Art. 99, - Las asignaciones autorizadas en los Presupues- 
tos de los Gobiernos Departamentales no obligan a la realiza- 
ción de los correspondientes gastos, los cuales se efectuarán 
en la medida que lo exijan los programas, proyectos y activi- 
dades a que estén destinados, teniendo en cuenta la efectiva 
disponibilidad de fondos. 


Art. 100. - A los efectos de mantener el equilibrio presu- 
puestal, los respectivos Departamentos de Hacienda establece- 
rán un sistema de cuotas periódicas de asignación de fondos, 
que habrá de organizarse en base al preventivo de caja y a la 
programación de la ejecución de desembolsos que deben ser 
realizados para el cumplimiento de los respectivos programas, 
proyectos y actividades. 


Art. 101. - Fuera de las cantidades votadas por la Junta 
Departamental, no podrá girarse contra fondos de Tesorería 
sino en los siguientes casos: 


1) Cuando acontecimientos graves o imprevistos soliciten 
la inmediata atención de la Intendencia Municipal. En tal caso 
se deberá dar cuenta a la Junta Departamental dentro de los 
ocho días siguientes. El monto de los créditos que anualmente 
la Intendencia podrá ordenar en uso de esta facultad no podrá 
exceder del equivalente del 1% (uno por ciento) del Presu- 
puesto General de Gastos. 


2) Cuando así lo imponga una sentencia judicial o laudo 
arbitral ejecutoriado. 


Contralor financiero 


Artículo 102. - La vigilancia en la ejecución de los Presi- 
puestos y función de contralor de toda gestión relativa a la 
Hacienda Pública Departamental, será de cargo del Tribunal 
de Cuentas, de conformidad con lo establecido en la Sección 
XIII de la Constitución, sin perjuicio de los cometidos asigna- 
dos al Contador General Departamental en los artículos si- 
guientes. 


Art. 103. - En todo Gobierno Departamental habrá un 
Contador Municipal. 


A esos efectos, el Intendente lo designará dentro de los 
quince días de asumir funciones, previa venia de la Junta 
acordada por dos tercios de votos del total de sus componen- 
tes. 


Durante su período de Gobierno, el Intendente podrá desti- 
tuir al Contador General, en cuyo caso someterá en el mismo 
acto una nueva propuesta de designación. Si la Junta no confi- 
riera la venia a que se refiere el inciso anterior, el Contador 
General actuante continuará en ejercicio de sus funciones. 
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Art. 104. - Son atribuciones del Contador General Depar- 
tamental. 


1) Todos los cometidos y facultades que fije la Ley de 
Contabilidad y Administración Financiera. 


2 


e 


Informar al Intendente Municipal y a la respectiva Jun- 
ta Departamental en toda materia presupuestal, 


3 


Nu 


Intervenir preventivamente, bajo la superintendencia 
del Tribunal de Cuentas, en los gastos y pagos, confor- 
me a las normas reguladoras que establece la ley y al 
solo efecto de certificar su legalidad, haciendo, en su 
caso, las observaciones correspondientes. 


Si el ordenador insistiera, lo comunicará al Contador 
General, quien, si mantuviera sus observaciones dará 
noticia circunstanciada a la Junta Departamental y al 
Tribunal de Cuentas, a sus efectos, sin perjuicio de dar 
cumplimiento a lo dispuesto. 


4) Presentar a la Junta Departamental un informe relativo 
a la Rendición de Cuentas y gestiones financieras del 
Intendente Municipal, como asimismo una Memoria 
Anual referente a dichas gestiones. 


5) Poner en conocimiento de la Junta Departamental y del 
Tribunal de Cuentas todas las irregularidades que nota- 
re en el manejo de los fondos o las infracciones a los 
derechos presupuestales y leyes de contabilidad. 


Art. 105. - El gasto improcedente hace responsable solida- 
riamente al ordenador y al Contador General Departamental 
que intervenga en pago contraviniendo do dispuesto en el ar- 
tículo anterior. 


Será responsable de la misma cuando admita una fianza en 
garantía de los intereses departamentales, si al tiempo de ad- 
mitarla el fiador fuera notoriamente incapaz o insolvente. En 
estos casos los dictámenes respectivos se consignarán en acta. 


Art. 106. - El Tribunal de Cuentas podrá disponer en cual- 
quier momento que la intervención preventiva prevista en el 
numeral 3) del artículo 104, sea realizada por funcionarios de 
su dependencia en cuyo caso el Contador General Departa- 
mental quedará dispensado de hacer dicho contralor, sin per- 
juicio de que la Junta Departamental pueda encomendarle esa 
misma o análoga fiscalización a efectos exclusivamente inter- 
nos. 


SECCION IX 


DEL PROCEDIMIENTO Y 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS 


CAPITULO UNICO 


Artículo 107. - El procedimiento administrativo en el ám- 
bito departamental, se regulará por lo dispuesto en la Consti- 
tución de la República y según las normas que cada Gobierno 
dicte a tales efectos. 
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Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables en la materia, 
en forma subsidiaria y para los puntos no regulados según lo 
dispuesto en el inciso anterior, las normas contenidas en el 
Decreto N* 640-73 de 8 de agosto de 1973, salvo aquellas 
disposiciones que por sus características, sean incompatibles 
con la autonomía departamental. 


Art. 108. - En lo referente a las peticiones administrativas, 
recursos administrativos y acción de nulidad contra actos ad- 
ministrativos de los Gobiernos Departamentales, regirá lo dis- 
puesto en los Capítulos II y IV de la Sección XVII de la 
Constitución de la República, así como el Decreto-Ley 
N* 15.524, de 9 de enero de 1984 y la Ley N* 15.859, de 22 
de junio de 1987 en lo pertinente. 


Art. 109. - Los reglamentos que dictaren los órganos del 
Gobierno Departamental para ser obligatorios respecto de ter- 
ceros, deberán ser publicados en el Diario Oficial, salvo que 
el propio reglamento determine su publicación en un periódi- 
co del departamento. 


Art. 110, - Las manifestaciones unilaterales de voluntad 
de los órganos de los Gobiernos Departamentales que produz- 
can efectos jurídicos particulares, deberán ser notificados per- 
sonalmente a los interesados. 


SECCION X 
DELAS ACCIONES JURISDICCIONALES 
CAPITULO UNICO 


Artículo 111. - La representación de los Gobiernos Depar- 
tamentales en todo procedimiento jurisdiccional corresponde- 
rá al Intendente Municipal. 


Exceptúase de lo anterior los casos en que la Junta Depar- 
tamental decida promover la acción por lesión de autonomía 
prevista en el artículo 283 de la Constitución o cuando se dé 
la hipótesis prevista en el inciso 2% del artículo 313 de la 
Constitución en que la Junta actuará representada por su Pre- 
sidente. 


En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, la auto- 
ridad indicada podrá hacerse representar por Procurador. 


SECCION XI 
DEL PROCEDIMIENTO DE CONTRALOR 
CAPITULO I 


Apelación ante la Cámara de Representantes 


Artículo 112, - Los Decretos del Gobierno Departamental, 
los reglamentos de la Junta Departamental y las resoluciones 
del Intendente, contrarios a la Constitución y a las leyes, no 
susceptibles de ser impugnados ante el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo serán apclables para ante la Cámara de 
Representantes dentro de los quince días de su publicación en 
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el Diario Oficial o en el periódico del departamento si corres- 
pondiere, por un tercio del total de miembros de la Junta 
Departamental o por mil ciudadanos inscriptos en el departa- 
mento. 


En este último caso, y cuando el decreto apelado tenga por 
objeto el aumento de las rentas departamentales, la apelación 
no tendrá efecto suspensivo. 


Si transcurridos sesenta días después de recibidos los ante- 
cedentes por la Cámara de Representantes, esta no resolviera 
la apelación el recurso se tendrá por no interpuesto. 


La Cámara de Representantes, dentro de los quince días 
siguientes a la fecha en que se dé cuenta de la apelación, 
podrá solicitar por una sola vez, antecedentes complementa- 
rios, quedando en este caso, interrumpido el término hasta que 
estos sean recibidos. 


El receso de la Cámara de Representantes interrumpe los 
plazos fijados independicntemente. 


CAPITULO II 
Del referéndum 


Artículo 113, - El referéndum instituido en el artículo 304 
de la Constitución constituye un recurso político contra los 
decretos de las Juntas Departamentales. 


Art. 114, - El recurso de referéndum podrá ser interpuesto 
por el quince por ciento del total de los inscriptos en el depar- 
tamento y habilitados para votar, para que se deje sin efecto el 
decreto recurrido. 


Art. 115. - El recurso de referéndum deberá ser interpues- 
to ante el Intendente Municipal, dentro de los cuarenta días 
siguientes a la publicación en el Diario Oficial del Decreto 
impugnado. 


Deberá ser presentado por escrito, firmado por los recu- 
rrentes y con la constancia del nombre y apellido completos 
del firmante y de serie y número de la respectiva credencial 
cívica. Si el recurrente no supiere o no pudiere firmar, estam- 
pará la impresión dígito pulgar derecha, o de cualquier otro 
dedo en caso de impedimento, 


Art. 116. - Presentado cl recurso en tiempo y forma, el 
Intendente Municipal lo remitirá, dentro de los tres días hábi- 
les, a la Junta Electoral del Departamento, para que ésta se 
expida acerca de si las firmas o impresiones dígito pulgares 
corresponden a los recurrentes cuyos nombres se invocan, si 
están inscriptos en el departamento y habilitados para votar y 
si el total de las firmas o impresiones dígito pulgares válidas 
representan el quince por ciento del total de éstos. 


Art. 117. - Si la Junta Electoral declara que el número de 
recurrentes no representan el mínimo indicado en el artículo 
114, el recurso se dará por no interpuesto. 
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Si la Junta Electoral declara que el recurso reúne los requi- 
sitos señalados en el mismo artículo lo hará saber al Intenden- 
te Municipal y simultáneamente convocará al Cuerpo Electo- 
ral del departamento para el acto de votación. 


Art. 118. - El acto de votación deberá realizarse entre los 
treinta y los sesenta días de ejecutoriada la resolución por la 
Junta Electoral declarando que el recurso fue bien interpuesto. 


Se exceptúa el caso de que los recurrentes solicitaren que 
la votación se efectúe en la elección más próxima. 


Art. 119. - La Corte Electoral adoptará todas las medidas 
necesarias, dentro de las competencias que le asigna la Cons- 
titución y la ley, para la realización y fiscalización del acto de 
votación, aplicando en lo pertinente las normas vigentes en 
materia electoral. 


El Gobierno Departamental deberá reembolsar a la Corte 
los gastos que ésta hubiere efectuado. 


Art. 120. - La votación se hará por sí o por no, según se 
rectifique o se rechace el decreto recurrido. 


El resultado será proclamado por la Junta Electoral y pu- 
blicado en cl Diario Oficial. 


Art. 121. - El recurso tendrá efecto suspensivo a partir de 
la fecha en que se dicte la resolución declarando que fue bien 
interpuesto. No obstante, si a los sesenta días de presentado el 
recurso dicha resolución no se hubiere dictado, el decreto 
recurrido quedará provisoriamente en suspenso. En ambos ca- 
sos deberá publicarse en el Diario Oficial. 


No tendrá efecto suspensivo cuando los recurrentes hubie- 
ran solicitado que el referéndum se realice conjuntamente con 
las próximas elecciones. 


Art. 122. - El resultado de la votación producirá todos sus 
efectos luego del pronunciamiento de la Junta Electoral que lo 
declare. Si fuera negativo, el decreto se tendrá por anulado 
definitivamente a partir de la publicación del resultado en el 
Diario Oficial, la que deberá hacerse por la Junta Electoral 
dentro de los cinco días hábiles inmediatos; si fuera afirmati- 
va, producirá todos sus efectos como si el recurso no hubiera 
sido interpuesto. 


CAPITULO IM 
De las iniciativas 


Artículo 123. - La iniciativa popular a que se refiere al 
inciso 2 del artículo 304 de la Constitución, consiste en el 
derecho reconocido al quince por ciento, por lo menos, de los 
inscriptos en el departamento y habilitados para votar, para 
provocar la decisión de los órganos del Gobierno Departa- 
mental sobre asuntos de su competencia y de interés general 
del departamento. 
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Art. 124. - La iniciativa deberá ser presentada antc la 
Junta Departamental o el Intendente Municipal por escrito, 
estableciendo en forma articulada y de manera precisa el con- 
tenido de la misma separadamente de sus motivos o funda- 
mentos. 


Deberá estar firmada por los electores que la presenten, 
con la constancia del nombre y apellidos completos del fir- 
mante y serie y número de su credencial cívica. El elector que 
no supiera o no pudiera firmar, estampará la impresión dígito 
pulgar derecha, o la de cualquier otro dedo en caso de impedi- 
mento. 


Art. 125. - El órgano del Gobierno Departamental que 
reciba escrito de iniciativa, si fuera competente lo enviará 
dentro de los tres días hábiles a la Junta Electoral respectiva 
del departamento para que ésta se expida acerca de si las 
firmas o impresiones dígito pulgares corresponden a los elec- 
tores cuyos nombres se invocan, si estos están inscriptos en el 
departamento y se encuentran habilitados para votar y si el 
total de las firmas o impresiones dígito pulgares representan el 
total exigido en el artículo 123. 


Si el órgano que recibió la iniciativa no se considerase 
competente, la remitirá inmediatamente al que lo fuera, quien 
al recibirla procederá en la forma ya señalada. 


Art. 126. - Declarada procedente la iniciativa, la Junta 
Electoral la devolverá al órgano que la remitió, el que deberá 
pronunciarse dentro del plazo de sesenta días de recibido y, si 
no lo hiciere, se tendrá por desechada. 


Art. 127. - Cuando la iniciativa popular tenga por objeto 
la sanción de un decreto de la Junta Departamental y fuera 
desechada expresa o tácitamente, la Junta Electoral convocará 
a referéndum para dentro de lo cuarenta días siguientes apli- 
cándose en lo pertinente, los artículos 117 al 122. 


Si el resultado del referéndum fuese favorable a la iniciati- 
va, quedará sancionado el decreto requerido y el Intendente 
deberá promulgarlo, estándose en lo demás a lo dispuesto en 
el artículo 44. 


Art. 128. - En los casos de desecharse expresa o tácita- 
mente la iniciativa para el dictado de las resoluciones de la 
Intendencia, el porcentaje de inscriptos a que se hace referen- 
cia en el artículo 123, tendrá derecho dentro de los cuarenta 
días siguientes a los avisos publicados por la Junta Electoral 
en el Diario Oficial y en un órgano de prensa del departamen- 
to a solicitar que se realice el referéndum, aplicándose en lo 
pertinente los artículos 117 al 122. 


Si el resultado del referéndum fuera favorable a la iniciati- 
va, se cumplirá la decisión popular. 


Art. 129. - La iniciativa popular a que se refiere el artículo 
305 de la Constitución, consiste en el derecho reconocido al 
quince por ciento de los inscriptos residentes con seis meses 
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de antigiiedad en una localidad o circunscripción de un depar- 
tamento, habilitados para votar, para provocar la decisión de 
los Órganos del Gobierno Departamental, sobre asuntos de su 
competencia, de intereses de la localidad o circunscripción. 


Art. 130. - A todos los efectos del derecho de iniciativa a 
que se refiere el artículo anterior, se entenderá por localidad 
al territorio comprendido dentro de los límites de las zonas 
urbanas y suburbanas de los centros poblados. 


A los mismos efectos expresados, se entenderá por cir- 
cunscripción al ámbito territorial comprendido dentro de los 
límites de competencia de cada Junta Local o en su defecto, 
dentro de los límites de cada Sección Judicial. 


Para determinar los límites de la localidad o circunscrip- 
ción, se estará a los que hubieran sido fijados por la Junta 
Departamental, la ley o el Decreto del Poder Ejecutivo según 
los casos. 


Art. 131. - La presentación de la iniciativa se hará ante la 
Junta Departamental, el Intendente Municipal o la Junta Lo- 
cal, según corresponda, siendo aplicable lo dispuesto en los 
artículos 124 y siguientes. 


SECCION XII 


DEL CONGRESO NACIONAL DE GOBIERNOS 
DEPARTAMENTALES Y DE LAS REGIONES 


Artículo 132, - El Congreso Nacional de Gobiernos De- 
partamentales, se integrará con todos los Intendentes y Presi- 
dentes de las Juntas Departamentales. 


Art. 133. - Funcionará con los recursos que sus integrantes 
provean. 


Se dará su propio Reglamento y sesionará ordinariamente 
por lo menos una vez al año. 


Art. 134. - Compete al Congreso Nacional de Gobiemos 
Departamentales, 


a) Analizar periódicamente la legislación de los departa- 
mentos, procurando unificar normas, si ello se encon- 
trare conveniente. 


Promover la modernización administrativa de los Go- 
biernos Departamentales, mediante la aplicación de 
técnicas de racionalización administrativa y adminis- 
tración de personal, pudiendo requerir el asesoramiento 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


b 


pd 


Art. 135. - Podrán constituirse Grupos Regionales y/o 
Comisiones Especializadas, con delegados de dos o más de- 
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partamentos que tengan intereses comunes en el área determi- 
nada, para: 


a) Coordinar la prestación de servicios. 

b) Elaborar y ejecutar planes y proyectos de desarrollo. 

c) Realizar acuerdos con las Autoridades Nacionales u 
otros Grupos Regionales, para cumplir con sus cometi- 
dos. 


SECCION XII 
DISPOSICIONES GENERALES 
CAPITULO UNICO 


Artículo 136. - La fuerza pública prestará su concurso a 
las Juntas Departamentales, Intendencias Municipales y a las 
Juntas Locales, siempre que lo requieran para el cumplimien- 
to de sus funciones. 


La colaboración de la policía a esos fines, tendrá por obje- 
to asegurar el cumplimiento de los cometidos de los órganos 
del Gobierno Departamental. 


Art. 137. - Los Gobiernos Departamentales deberán expe- 
dir a los interesados que lo solicitaren, certificados haciendo 
constar si determinados inmuebles situados en el departamen- 
to están afectados por retiros o expropiaciones legalmente de- 
cretadas. 


Dicho certificado deberá expedirse dentro dei plazo de 
treinta días de solicitado, y si venciere dicho plazo sin entre- 
garse aquél, se considerará que el inmucble está libre de toda 
afectación, y la repartición municipal respectiva deberá entre- 
gar constancia de ello dentro del tercer día. 


SECCION XIV 
DISPOSICIONES ESPECIALES Y TRANSITORIAS 
CAPITULO UNICO 


Artículo 138. - Declárase que mantienen su vigencia la 
Ley N* 9.693, de 15 de setiembre de 1937, la Ley N* 9.707, 
de 5 de octubre de 1937, la Ley N* 10.016, de 21 de mayo de 
1941, la Ley N* 10.087, de 3 de diciembre de 1941, la Ley 
N? 12.809, de 13 de diciembre de 1990 y la Ley N* 13,457, de 
1? de diciembre de 1965, 


Las remisiones efectuadas en las leyes mencionadas en el 
inciso anterior a los artículos 35 y 36 de la Ley N?* 9.515, de 
28 de octubre de 1935, se entenderán efectuadas al artículo 39 
de la presente ley, a partir de la entrada en vigencia de la 
misma. 


Art. 139. - Declárase que las disposiciones de la presente 
ley, que directa o indirectamente se opongan a lo dispuesto en 
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la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, quedarán en sus- 
penso mientras se mantenga la vigencia de la ley mencionada. 


Art. 140. - Derógase la Ley N* 9.515, de 28 de octubre de 
1935. 


Art. 141. - Comuníquese, etc. 
Montevideo, 9 de octubre de 1991. 
Juan Carlos Raffo. Senador”. 


5) EDIL DON OCTAVIO DIAZ, Informe de la Comisión 
de Asuntos Administrativos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo ningún señor sena- 
dor inscripto para la hora previa, correspondería ingresar al 
orden del día. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra, para una consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - En el día de ayer se discutió el pedido 
de juicio político para un edil de la Junta Departamental de 
Paysandú y, por esa razón, deseo consultar a la Mesa -proba- 
blemente esto sea de trámite normal- si la versión taquigráfica 
de lo aquí debatido se envía a la Junta de ese departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La versión no es enviada, salvo 
pedido expreso de los señores legisladores. En caso de que se 
adopte cualquier resolución referente a un petitorio o planteo 
a un organismo público, sí se comunica la decisión adoptada, 
pero no la versión taquigráfica. 


SEÑOR ARANA. - En ese caso, solicito que sea enviada a 
la Junta Departamental de Paysandú la versión taquigráfica 
correspondiente. Asimismo, desearía que también fuera eleva- 
da a ANCAP, en la medida en que el edil en cuestión cumple 
funciones en esa institución del Estado, 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Consideramos que el procedimiento 
solicitado por el señor senador Arana, en el sentido de que la 
versión taquigráfica de lo expresado en Sala con motivo de la 
consideración de una solicitud de juicio político sea enviado a 
ta Junta Departamental de Paysandú, debe ser distinto, Dicha 
Junta Departamental inició el procedimiento de tipo jurisdic- 
cional que prevé la posibilidad de sancionar, a través del jui- 
cio político correspondiente, a un integrante de ese Cuerpo. 


Más allá del hecho de que todo lo que aquí se dice es 
público y aparece no sólo en la prensa, sino, también, en 
forma textual en el Diario de Sesiones de la Cámara, cstima- 
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mos que enviar lo actuado en un procedimiento de este tipo 
-que es un juicio político- al órgano que aparece como solici- 
tante, no condice con la estructura, conformación y forma que 
debe tener un juicio político, 


Por esta razón, entendemos que esa solicitud, que califica- 
mos como particularmente distinta, en nuestro concepto no se 
adecua a lo que es la conformación del juicio político. Este 
caso no es similar a otros en los que el Senado actúa como 
Juez y que refieren a problemas distintos que pueden suscitar- 
se en el país, o aún en la función legislativa, que es el cometi- 
do fundamental que tiene que cumplir este Cuerpo. 


Por todo esto, y a título personal, en principio vamos a 
expresar nuestra opinión contraria a este envío, porque esti- 
mamos que ello no se ajusta a lo que es juicio político, como 
procedimiento jurisdiccional, a nivel de los Cuerpos políticos 
de este país. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción de orden presentada por el señor 
senador Arana, en el sentido de que la versión taquigráfica de 
lo expresado en Sala, respecto a la solicitud de destitución por 
la vía de juicio político de un edil de la Junta Departamental 
de Paysandú, sea enviada a esa Junta y al Directorio de 
ANCAP. 


(Se vota:) 
-11 en 23, Negativa. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para otra cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Solicito que las palabra por mí expre- 
sadas en el Senado, en la tarde de ayer, se pasen al Directorio 
de ANCAP y a la Junta Departamental de Paysandú. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor senador Arana en el sentido de que la ver- 
sión taquigráfica de las expresiones por él vertidas, al consi- 
derarse este asunto en el día de ayer, se remitan al Directorio 
de ANCAP y a la Junta Departamental de Paysandú. 


(Se vota:) 
-13 en 23, Afirmativa. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra 
para una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - A efectos de hacer 
algunas consultas con la bancada solicito, en nombre de nues- 
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tro sector, la realización de un cuarto intermedio de 45 minu- 
tos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor senador de Posadas Montero. 


(Se vota:) 

-22 en 23. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por 45 minutos. 
(Así se hace. Es la hora 16 y 13 minutos) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, se levanta el 
cuarto intermedio. 


(Es la hora 17 y 18 minutos) 
SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Deseo plantear una cuestión de 
orden. 


Unos instantes antes de pasar a cuarto intermedio, se votó 
negativamente el envío de la versión taquigráfica discurrida 
con motivo de la resolución del Senado que no hizo lugar a un 
juicio político propuesto por ediles del departamento de Pay- 
sandú. Me permito, señor Presidente, solicitar la reconsidera- 
ción de esa decisión por las siguientes razones. En primer 
lugar, la resolución del Senado rechaza una solicitud presenta- 
da por cierto número de miembros de la Junta del citado 
departamento; dicha decisión fue adoptada consensualmente, 
pero no fundamentada. Entiendo que la moción de orden pre- 
sentada por el señor senador Arana tiene por objeto que se 
conozca que si este Cuerpo rechazó la propuesta de un grupo 
de miembros del mencionado órgano, ello ameritaría, aunque 
sea, un breve fundamento. Al no haber existido éste, parece 
de bastante sentido común que opere a modo de fundamento 
de csa resolución, el envío de la versión taquigráfica que 
transcribe las opiniones vertidas en tal oportunidad. 


En segundo término, el señor senador Santoro destacó que 
cuando ta Cámara de Senadores actúa en materia de juicio 
político, ejerce una función jurisdiccional. Sin entrar a discu- 
tir ese tema, que admite varias opiniones -no tengo inconve- 
niente en admitir dicha opinión, debo decir que toda providen- 
cia en materia jurisdiccional en principio, sobre todo en rela- 
ción con ésta que sería una especie de interlocutoria que no 
hace lugar a un juicio político, amerita una fundamentación, 
repito, aunque más no sea breve. 


Teniendo en cuenta lo manifestado anteriormente, solicito 
que se reconsidere la moción presentada por el señor senador 
Arana que obtuvo un resultado negativo. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la reconsideración 
tal como se ha propuesto. 


(Se vota:) 
-16 en 24, Afirmativa. 


La Presidencia quiere indicar que la finalidad perseguida 
por medio de la fundamentación de esta solicitud de reconsi- 
deración formulada por el señor senador Korzeniak, que pare- 
ce razonable, se puede cumplir remitiendo el informe de la 
Comisión dictaminante junto con la resolución respectiva. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción de 
orden formulada por el señor senador Arana, en el sentido de 
que junto con la resolución adoptada por el Cuerpo, se envíe 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas al tratarse 
la solicitud de juicio político tanto a los miembros de la Junta 
Departamental de Paysandú, como al Directorio de ANCAP. 


(Se vota:) 
-14 en 27. Afirmativa. 


6) INFORME DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLI- 
CA SOBRE LA OPERACION DE VENTA DEL BAN- 
CO COMERCIAL 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en primer término del orden del día: “Informe de la 
Presidencia de la República sobre la operación de venta del 
Banco Comercial. (Carp. N* 578/91 - Rep. N* 284/91)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 578/91 
Rep. N* 284/91 


PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY 


Montevideo, 3 de octubre de 1991. 


Señor 

Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 


Señor Presidente: 


Hacemos referencia a la moción aprobada en mayoría, por 
esa Cámara, en la sesión del 22 de agosto de 1991, en la cual 
“el Senado considera necesario que el Poder Ejecutivo ejerza 
las responsabilidades constitucionales correspondientes sobre 
quienes negociaron la operación (de venta del Banco Comer- 
cial)”. 


Efectuado, por los servicios jurídicos de la Presidencia de 
la República, el análisis de los cargos realizados en las sesio- 
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nes del 21 y 22 de agosto pasado, a la luz de las resultancias 
de las actas del Banco Central del Uruguay, del Banco de la 
República Oriental del Uruguay y de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo, el Poder Ejecutivo concluye, sin hesita- 
ción, que no corresponde ejercer, en la especie, las facultaues 
que otorgan los artículos 197 y 198 de la Constitución. 


No obstante pondrá en conocimiento del Directorio del 
Banco Central del Uruguay las conclusiones de la Asesoría 
Letrada de la Presidencia de la República, (las que, también, 
anexamos a la presente) para que tome debida nota y en lo 
que puede ser ajuste en los plazos de los trámites y consultas a 
los servicios competentes, para eventuales operaciones análo- 
gas. De ese modo sc recogerá positivamente la experiencia 
obtenida en una operación absolutamente novedosa en nuestro 
país. 


Saludamos al scñor Presidente, muy atentamente, 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA. Enrique Braga. Ministro de 
Economía y Finanzas 


MEMORANDUM 


A: Sr. Secretario de la Presidencia de la República 
Dr. Pablo García Pintos 


De: Asesoría Jurídica 

Asunto: Venta del Banco Comercial 
Fecha: 2 de octubre de 1991 

I. ANTECEDENTES 


1. - Los días 21 y 22 de agosto de 1991 la Cámara de 
Senadores realizó una Sesión extraordinaria a la cual asistió el 
Ministro de Economía y Finanzas, informando al Cuerpo so- 
bre la operación de venta del Banco Comercial y la ejecución 
del contrato en cuyo mérito se operó la enajenación de dicha 
entidad bancaria. 


2. - Al término de la Sesión, fue aprobada la siguiente 
moción: “Oídas las explicaciones del Señor Ministro de Eco- 
nomía y Finanzas, el Senado declara: 1%) que a la luz de los 
elementos incorporados a lo largo de la interpelación, se rati- 
fica la convicción de que la operación de venta del Banco 
Comercial resultó inconveniente para el país; 2%) que en méri- 
to a estos antecedentes y a la actuación que Je cupo al Dircc- 
torio del Banco Central del Uruguay, el Senado considera 
necesario que el Poder Ejecutivo ejerza las responsabilidades 
constitucionales correspondientes sobre quienes negociaron la 
operación”. (Diario de Sesiones N* 123 - Tomo 341, pág. 
292). 


3. - La moción contó con el voto afirmativo de 18 Senado- 
res, habiéndolo hecho por la negativa 13 Senadores. 
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IM. LA MOCION VOTADA. SU ALCANCE 


1. - Correspondería, por razones de método, deslindar pre- 
viamente el alcance de la referida moción para, de esa mane- 
ra, concretar el objeto de nuestro análisis. Para ello, se impone 
precisar debidamente no sólo el mecanismo constitucional que 
el Senado considere necesario que el Poder Ejecutivo ponga 
en funcionamiento sino, así también, su destinatario. 


2, - Al declarar el Parlamento Nacional “necesario que el 
Poder Ejecutivo ejerza las responsabilidades constitucionales 
correspondientes sobre quienes negociaron la operación” de 
venta del Banco Comercial, se hace referencia concreta “a la 
actuación que le cupo al Directorio del Banco Central del 
Uruguay”. Es pues, a dichas autoridades a quienes el Senado 
de la República consideró necesario que el Poder Ejecutivo 
ejerciera “las responsabilidades constitucionales correspon- 
dientes”. 


3. - En lo que refiere al mecanismo constitucional a apli- 
car los suscritos interpretan que el Senado, al considerar que 
“la operación de venta del Banco Comercial resultó inconve- 
niente para el país” (numeral 1* de la moción) estimó necesa- 
rio que el Poder Ejecutivo pusiera en funcionamiento cl meca- 
nismo de contralor respecto del Directorio del Banco Central 
del Uruguay, previsto en los artículos 197 y 198 de la Consti- 


tución de la República. 
Las citadas disposiciones establecen: 


“Art. 197. - Cuando el Poder Ejecutivo considere inconve- 
niente o ilegal la gestión o los actos de los Directorios o 
Directores Generales, podrá hacerles las observaciones que 
crea pertinentes, así como disponer la suspensión de los actos 
observados. En caso de ser desatendidas las observaciones, el 
Poder Ejecutivo podrá disponer las rectificaciones, los correc- 
tivos O remociones que considere del caso, comunicándolos a 
la Cámara de Senadores, la que en definitiva resolverá. Se 
aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en los incisos segundo 
y lercero del artículo 198”. 


“Art. 198, - Lo dispuesto en el artículo precedente es sin 
perjuicio de la facultad del Poder Ejecutivo de destituir a los 
miembros de los Directorios o a los Directores Generales con 
venia de la Cámara de Senadores, en caso de ineptitud, omi- 
sión o delito en el ejercicio del cargo o de la Comisión de 
actos que afecten su buen nombre o el prestigio de la institu- 
ción a que pertenezcan. 


Si la Cámara de Senadores, no se expidicra en el término 
de sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la 
destitución. Cuando lo estime necesario, el Poder Ejecutivo, 
actuando en Consejo de Ministros, podrá reemplazar a los 
miembros de Directorios o Directores Generales cuya venia 
de destitución se solicita, con miembros de Directorios o Di- 
rectores Generales de otros Entes, con carácter interino y has- 
ta que se produzca el pronunciamiento del Senado. Las desti- 
tuciones y remociones previstas en este artículo y en el ante- 
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rior, no darán derecho a recurso alguno ante el Tribunal de Jo 
Contencioso Administrativo”, 


4. - A juicio del Poder Legislativo, el referido mecanismo 
constitucional debería ponerse en funcionamiento por parte 
del Poder Ejecutivo al considerar que la gestión que le cupo a 
los Directores o Directorio del Banco Central del Uruguay en 
la venta del Banco Comercial resultó “inconveniente”, lo que 
descarta la aplicación del citado mecanismo constitucional 
por razones de ilegalidad. 


De lo expuesto precedentemente surge que, en síntesis, lo 
que el Senado de la República aprobó fue la necesidad de que 
el Poder Ejecutivo pusiera en funcionamiento los mecanismos 
previstos en los artículos 197 y 198 de la Constitución al 
considerar inconveniente la gestión que le cupo al Directorio 
del Banco Central del Uruguay cn la operación de venta del 
Banco Comercial. 


5. - Queda así debidamente delimitado el objeto de nuestro 
estudio, lo que no será óbice para que, como más adelante se 
verá, se vuelva a hacer una nueva precisión, en lo que refiere 
concretamente al aspecto de la negociación de venta del Ban- 
co Comercial por la que el Parlamento responsabiliza al Di- 
rectorio del Banco Central del Uruguay. 


Comenzaremos ahora por analizar las citadas disposicio- 
nes constitucionales y emitiremos nuestra opinión sobre la 
aplicabilidad en la especie de las mismas, 


TI. ANALISIS DE LOS PRECEPTOS 
CONSTITUCIONALES APLICABLES 


1. De acuerdo a lo preceptuado por las normas constitucio- 
nales citadas, el Poder Ejecutivo está facultado para adoptar 
diversas medidas cuando “considere inconveniente o ilegal la 
gestión o los actos de los Directorios o Directores Generales” 
de Entes Autónomos o Servicios Descentralizados. 

Puede haccr “observaciones” y disponer la “suspensión” 
de los actos observados. Puede, si sus observaciones son desa- 
tendidas, disponer, “las rectificaciones, los correctivos o re- 
mociones que considere del caso”, comunicándolo al Senado 
que es quien, en definitiva, resuelve (Art. 197). 


Y también puede “destituir” a los Directores con venia 
del Senado “en caso de ineptitud, omisión o delito en el ejer- 
cicio del cargo o de la omisión de actos que afecten su buen 
nombre o el prestigio de la institución a que pertenezcan” y 
“reemplazarlos” con carácter interino mientras se tramita la 
venia para la destitución (Art. 198). 


2. Del análisis de las citadas disposiciones constituciona- 
les, surge, como primera reflexión que las mismas regulan, cn 
principio, situaciones diferentes por lo que cabría preguntarse, 
en consecuencia cuál de ellas sería aplicable al caso. 


En tal sentido, coincidimos con Jorge Silva Cencio en que 
el campo de aplicación de los artículos 197 y 198 “no siempre 
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resultará claramente discernible” dado que, si bien la gestión 
o los actos se vinculan a la actuación de los Directorios o de 
los Directores Generales, y no a la ineptitud, omisión o delito 
de sus miembros considerados individualmente -situaciones 
estas que se rigen por el Art. 198- resulta obvio que la inepti- 
tud, omisión o delito de los miembros de los Directorios “pro- 
yecta consecuencias en la gestión o los actos” (La Descentra- 
lización por servicios en la Constitución de 1967” F.C.U. 
Montevideo 1969, págs. 98 y ss.). 


3. Ante lo resuelto en el caso por la Cámara de Senadores 
al término de la interpelación, el Poder Ejecutivo debe efec- 
tuar su propia apreciación y valoración sobre la gestión y los 
actos del Directorio del Banco Central del Uruguay en cuanto 
a la negociación de venta del Banco Comercial. 


Una vez realizada dicha evaluación, de acuerdo a su pro- 
pio criterio, cabe destacar que la observación, si correspondie- 
re, es una facultad discrecional del citado Poder. Si el Poder 
Ejecutivo considera que la gestión es legal y conveniente, 
obviamente, no puede observar. Pero si considera que la mis- 
ma es ilegal o inconveniente, puede observar, pero también 
puede no hacerlo (Horacio Cassinclli Muñoz “Funcionamicn- 
to del Art. 199 de la Constitución frente a la gestión de los 
órganos descentralizados”. Rev. D.J.A. - Año 56 - N* 3-4, 
págs. 82 y ss.). 


El citado jurista sostiene, criterio al que adherimos, que la 
observación por inconveniencia supone una “doble discrecio- 
nalidad: Primero, en la apreciación sobre si la gestión es o no 
conveniente, segundo, en la decisión de si se hace o no la 
observación. 


La observación por ilegalidad sólo es discrecional en la 
segunda fase, porque la apreciación de si la gestión es o no 
conforme al régimen legal sólo implica criterios jurídicos”. 
(Se advierte que el citado autor refiere al Art. 199 de la Cons- 
titución de 1951, pero sus conclusiones se pueden aplicar sin 
dificultad alguna al régimen establecido por la actual norma 
constitucional.) 


4. No obstante, la discrecionalidad de la Administración, 
entendida como la facultad de libre apreciación sobre la opor- 
tunidad y conveniencia de la acción administrativa, tiene lími- 
tes como ser el actuar razonablemente, Asimismo, la jurispru- 
dencia examina si la Administración actuó en base a motivos 
justos y legítimos, aunque posteriormente sus previsiones pu- 
dieran no ser confirmadas (Sayagués Laso, Enrique, Tratado 
de Derecho Administrativo, Tomo I, ps. 410 y ss. Montevi- 
deco, 1974). 


5. Realizaremos a continuación una breve reseña de los 
principales cuestionamientos formulados con motivo de la in- 
terpelación referida, como asimismo de las distintas etapas de 
la negociación y venta del Banco Comercial. Con ello, se 
procurará ilustrar al Poder Ejecutivo sobre el verdadero objeto 
cuestionando en función de las actuaciones cumplidas, para 
que el mismo, en virtud de las facultades discrecionales ya 
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mencionadas, decida sobre la puesta en funcionamiento de los 
mecanismos constitucionales premencionados. 


IV, PRINCIPALES IMPUTACIONES FORMULADAS 
POR EL SENADO DE LA REPUBLICA 


1. Del estudio que hemos podido realizar, en el exiguo 
lapso de que hemos dispuesto, del acta de la Sesión del Sena- 
do, podemos concluir en que los principales cuestionamientos 
realizados con motivo de la interpelación fueron fundamental- 
mente, los siguientes: 


a) En cuanto a la negociación previa al acuerdo, se 
objeta: a”) La no participación real de los propietarios del 
Banco Comercial, es decir, del Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay y la Corporación Nacional para el Desarrollo: 
a””) La no participación de los Servicios Técnicos del Banco 
Central del Uruguay. 


b) En cuanto al acuerdo y a su ejecución, se objeta que, 
al realizar los ajustes previstos en la claúsula octava del con- 
trato de 1% de octubre de 1990, el valor del patrimonio del 
Banco haya determinado, que, en definitiva, el precio de ven- 
ta se redujera en aproximadamente U$S 16:200.000 respecto 
de tos 30:000.000 originalmente previstos. (Diario de Sesio- 
nes citado, págs. 211 y ss.). 


2. A nuestro juicio esta última objeción fue el elemento 
determinante para que prosperara la moción de atribución de 
responsabilidad al Directorio del Banco Central del Uruguay. 
Para ello, nos basamos en las siguientes consideraciones: 


a) Con fecha 25 de julio de 1990 el Senado se reunió a fin 
de recibir, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 119 
de la Constitución de la República, informes del Sr. Ministro 
de Economía y Finanzas sobre la operación de venta del Ban- 
co Comercial; 


b) Si bien a esa fecha del negocio jurídico definitivo de la 
compraventa no se había concretado aún -el mismo es de 
fecha 1% de octubre de 1990- en el decurso de la citada 
interpelación trascendieron los términos del acuerdo que se 
había logrado con los compradores de la citada institución 
bancaria y ello no determinó una moción de responsábilidad; 


c) Ello se produce recién a raíz de la última interpelación, 
objeto de nuestro estudio, como consecuencia de un nuevo 
elemento que aparece en la venta del Banco Comercial -más 
propiamente en la ctapa de la ejecución del contrato- como lo 
es el de la reducción del precio de venta originalmente csti- 
mado, a raíz de los ajustes producidos; 


d) En tal sentido, se consigna, que las 14 preguntas que 
formula el miembro interpelante, Cr. Danilo Astori, al 
Sr. Ministro de Economía y Finanzas, apuntan directa o indi- 
rectamente a dilucidar este aspecto (Diario de Sesiones citado, 
págs. 217 y 218); 


CAMARA DE SENADORES 


9 de Octubre de 1991 


e) Además, cabe acotar que la discrepancia no radica, bá- 
sicamente en que se haya operado un ajuste -lo que por otra 
parte es común y natural en este tipo de operaciones y estaba 
previsto contractualmente- sino que lo cuestionado es el mon- 
to del mismo que asciende prácticamente a un 50% de la 
estimación original, 


V. RESEÑA DE LAS PRINCIPALES ETAPAS DE LA 
OPERACION 


1. De la documentación que los suscritos han tenido a la 
vista, surge que el operativo de venta del Banco Comercial 
supuso un largo proceso negociador que comienza a mediados 
de 1989 y continúa -acto electoral mediante- con la designa- 
ción por parte del Ministerio de Economía y Finanzas para 
conducir la negociación, el Sr. Subsecretario en aquel mo- 
mento, Dr, Nicolás Herrera y el Sr. Vicepresidente del Banco 
Central del Uruguay, Don Agustín De Urtubey. 


Esto último fue ratificado por el Sr. Ministro de Economía 
y Finanzas, en la interpelación de referencia, (Diario de Sesio- 
nes citado, pág. 241). 


También integró dicho grupo la Cra. Rosario Medero. 


Es de señalar, en lo que dice relación con la cotización de 
la operación, que fueron requeridos los servicios del Banco 
Roberts, representante en Argentina de la banca Morgan para 
este tipo de tareas, quien situó el precio razonable para la 
parte vendedora entre los U$S 28:000.000 y los 
U$S 30:000.000 de acuerdo a especificaciones. 


2. Esta primera etapa culmina con la firma de un pre- 
acuerdo el 1* de junio de 1990, que constituye meramente un 
sumario de términos y condiciones y que se titula “Entendi- 
miento alcanzado el 1? de junio de 1990”. Con respecto a este 
documento, cabe destacar que no contiene comparecencia al- 
guna aunque se haya firmado por las siguientes personas: Car- 
los A. Rohm, Fernando A. Polledo, Rosario Medero, Agustín 
de Urtubey. Tampoco surge que los dos últimos de los nom- 
brados hayan actuado en representación de los organismos 
que integraban. 


Dicho documento, a juicio de los suscritos, no generaba 
responsabilidad alguna para el Estado en el caso de que éste 
no procediera a la suscripción del contrato definitivo. 


Posteriormente a la firma del citado pre-acuerdo comenza- 
ron a intervenir los asesores y servicios financieros y legales 
de los entes involucrados (BROU, CND Y BCU) y se integra- 
ron a las negociaciones la Dra. Nury Rodríguez (CND) y el 
Dr. Rodolfo Sienra (BROU). 


3. Como resultado de las mismas, el 3 de agosto de 1989 
se celebra el convenio sobre las bases acordadas para la venta 
de las acciones del Banco Comercial, suscribiéndolo en carác- 
ter de vendedoras la CND y el BROU. 
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Previamente, el BCU había remitido al BROU y la CND 
sendas cartas fechadas el 2 de agosto y 31 de julio de 1990, 
respectivamente, recomendando a esos organismos la aproba- 
ción del citado convenio. 


En las sesiones del Directorio de las Instituciones mencio- 
nadas de fechas 2 y 3 de agosto de 1990 se aprobó el Conve- 
nio. 


4, El contrato definitivo de la compraventa de las acciones 
fue celebrado el 1% de octubre de 1990, con la previa aproba- 
ción de los Directorios de los organismos titulares de dichas 
acciones (BROU-CND). 


5. De la sintética relación que antecede surge que si bien 
la negociación no contó, al principio, con representantes de 
los titulares de las acciones del Banco (CND y BROU), con- 
cluido el pre-acuerdo del 1% de junio de 1990 se dio interven- 
ción a tales instituciones, a través de los jerarcas y servicios 
técnicos respectivos, antes de la suscripción de los documen- 
tos de 3 de agosto y 1% de octubre de 1990. 


Y. CONCLUSIONES 


1. En lo que refiere a la legalidad del procedimiento lleva- 
do a cabo para la concreción del negocio jurídico de compra- 
venta del paquete accionario del Banco Comercial y la poste- 
rior ejecución del contrato, examinados los antecedentes del 
caso, se concluye en que no surgen en principio, actos o ges- 
tiones que vulneren el régimen legal o constitucional y en 
consecuencia, no opera una de las causales de contralor pre- 
vistas en los textos constitucionales citados. 


2. Es dable destacar además que, entre los argumentos es- 
grimidos por quienes intervinieron en la interpelación y apo- 
yaron la moción que resultara aprobada, no surge ninguno que 
concretamente aluda a la transgresión de alguna norma legal o 
constitucional determinada. 


3. No se ha cuestionado la legalidad de la gestión del Di- 
rectorio del BCU en la venta del Banco Comercial, sino su 
conveniencia. Ello, por otra parte, se señala expresamente en 
el numeral 1? de la moción aprobada (“la operación de venta 


Pr 


del Banco Comercial resultó inconveniente para el país”), 


4. En cuanto al mérito (oportunidad y conveniencia), a 
nuestro juicio, dicho análisis excede, trasciende, el objetivo 
del presente memorándum, por cuanto no compete a esta Áse- 
soría Jurídica el ingreso a dicho examen. 


5. La consideración de la conveniencia o no del negocio 
jurídico realizado en cuanto a su aspecto económico-financie- 
ro, así como la apreciación de otros puntos que se tuvieron en 
cuenta, por ejemplo: el manejo de la deuda externa, o la 
regulación del sistema bancario nacional, escapa con creces, 
al presente asesoramiento. 


6. No obstante lo expuesto, se considera que corresponde a 
los cometidos de esta oficina el ilustrar debidamente al Poder 
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Ejecutivo sobre el aspecto de la negociación que determinó la 
moción de responsabilidad por parte del Senado, mediante 
una correcta delimitación del objeto cuestionado. 


En tal sentido se consigna, como se viera anteriormente, 
que el elemento superviniente con referencia a la anterior 
interpelación, lo constituye la disminución del precio estima- 
do de venta en virtud del ajuste operado, con la aclaración, de 
que no es el ajuste por sí lo que se cuestiona, sino cl monto 
definitivo del mismo, 


A los efectos de la valoración de estos extremos por parte 
del Poder Ejecutivo, se deberá tener en cuenta la justificación 
que del mismo realizan las autoridades del BCU, las que con- 
cretamente refieren en síntesis a que “los U$S 16 millones de 
capitalización final, consecuencia de ajustes necesarios para 
reflejar el patrimonio real del Banco Comercial de U$S 30 
millones, estaban dentro de las previsiones originales de los 
servicios del BCU en 1989 y confirmadas en mayo de 1990, 
ajustado por las pérdidas incurridas por el Banco Comercial 
hasta su entrega el 1? de octubre de 1990”. 


Además se agrega que: “a) Una integración de capital en 
una empresa refleja un aumento de su valor patrimonial, au- 
menta cl valor de la cosa (empresa), jamás puede considerarse 
como una rebaja del precio a pagarse por sus compradores que 
son conceptual y jurídicamente una persona distinta a la em- 
presa; b) de acuerdo a lo estipulado en el contrato de venta 
negociado y a diferencia de las integraciones anteriores que se 
hicieron fundamentalmente en efectivo, esa integración final 
de U$S 16.3 millones se realizó con documentos de adeudo 
del BCU a 12 años de plazo con cuatro años de gracia, nomi- 
nativos y no negociables”. 


Sin perjuicio de que a nuestro criterio, resulta el preceden- 
temente expuesto, el clemento determinante de la moción de 
responsabilidad y por tanto el que cuya conveniencia o no 
deberá evaluar el Poder Ejecutivo; no resulta ajeno a nuestro 
análisis el determinar la estrecha relación del mencionado ele- 
mento con las demás imputaciones formuladas por el Senado 
que como viéramos la constituyen la no participación real de 
los propietarios del Banco Comercial en la negociación y la 
no participación de los servicios técnicos del BCU desde el 
momento en que se puede argumentar -como se hizo en el 
Senado- que aquel haya bien podido ser la consecuencia de 
las demás imputaciones señaladas. 


7. En relación a la imputación de la no participación de los 
propietarios del Banco Comercial en la negociación de refe- 
rencia, esta Asesoría Jurídica concluye que la misma carece 
de asidero. En efecto, surge que si bien el BROU y la CND, 
no participaron desde un principio de las negociaciones, co- 
menzaron sí a hacerlo en momentos en que ninguna responsa- 
bilidad se había generado para el Estado en el caso de que el 
negocio jurídico no se concretara. 


Por ende, si se considera como inconveniente el resultado 
final de la operación no se explica la causa por la cual se 
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imputa exclusivamente la responsabilidad al Directorio del 
Banco Central del Uruguay. 


8. La intervención de los servicios técnicos del Banco 
Central del Uruguay merecen consideración aparte. 


Entre las interrogantes planteadas en la interpretación se 
incluyó la referente a los controles que habrían realizado los 
mencionados servicios en lo atinente al ajuste final del valor 
del patrimonio del Banco Comercial al 1% de octubre de 1990. 


De la documentación examinada, en especial actas del Di- 
rectorio del BCU N* 1747 y 1761 e informe del Gerente Ge- 
neral de la Institución, Cr. Juan A. Olascoaga, entre otros, 
surge la intervención de los servicios técnicos en el análisis de 
“los ajustes presentados por la Auditoría Externa del Banco 
Comercial (incluidos los formulados a las cifras al 31 de julio 
anterior) tanto conceptual como numéricamente, a la luz del 
contrato de compraventa de acciones del Banco Comercial 
celebrado el 1* de octubre de 1990”, 


En dicho dictamen se expresa que “En base a los informes 
elaborados por los servicios, se acordaron las cifras definitivas 
del patrimonio neto del Banco Comercial al 30 de setiembre 
de 1990”. 


Incluso, fue propuesto un plazo adicional, a solicitud de 
los servicios, para determinar las diferencias que pudieran 
surgir, en definitiva, sobre los ajustes del patrimonio neto del 
Banco, todo ello previo examen e informe de las respectivas 
partes (Acta N* 1747). 


Como corolario de lo que viene de expresarse, concluimos 
en que la interrogante ha quedado aciarada, suficientemente. 


9. Vinculado con la intervención de los servicios técnicos 
citados, de la discusión parlamentaria surgen dudas sobre la 
tramitación interna del BCU en la especie, particularmente 
con el expediente caratulado: “Banco Comercial - Balance al 
30 de setiembre de 1990. Cumplimiento de la cláusula octava 
del contrato de compraventa de acciones de fecha 1*.10.90”. 


Dicho aspecto formal cuestiona la transparencia y regulari- 
dad de los procedimientos cumplidos. 


Al respecto, se ha compulsado la información proporcio- 
nada por la Gerencia General del BCU de donde no surge la 
existencia de anomalía alguna. 


10. Cabe consignar una última puntualización acerca de la 
intervención de los servicios técnicos. Dichos servicios han 
manifestado carecer del “tiempo suficiente para examinar con 
detenimiento la documentación presentada en relación con los 
promitentes compradores para estar en condiciones de emitir 
una opinión fundada”. Sin embargo, alegando la existencia de 
consenso en las autoridades para autorizar las transferencias 
de las acciones del Banco Comercial a los promitentes 
compradores suponen que ya se ha verificado su idoneidad y 
su solvencia moral. 
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Asimismo, surge que desconocen si existe “alguna clase 
de compromiso o garantía otorgada por los futuros accionistas 
más acreditados, que aseguren el cabal cumplimiento de las 
obligaciones del Banco Comercial en la eventualidad que 
atravesara situaciones comprometidas en los próximos años”. 
(nf. BCU, Cr. J. M Braga). 


De lo anterior se concluye que los nombrados servicios no 
sólo carecieron del tiempo suficiente y el conocimiento nece- 
sario de los aspectos del negocio, sino que tampoco pudieron 
acompasar las diferentes etapas que insumió la concreción del 
mismo. 


11. En suma, a) a juicio de esta Asesoría Jurídica la mo- 
ción que fue aprobada por el Senado de la República “consi- 
dera necesario” que el Poder Ejecutivo aplique el mecanismo 
constitucional previsto en los Arts. 197 y 198, concretamente 
por razones de conveniencia, a los Directores del Banco Cen- 
tral del Uruguay. 


b) Del estudio de la documentación de que se dispuso, no 
surgen clementos de juicio que determinen la existencia de 
responsabilidad por razones de legalidad. 


c) Respecto de la evaluación sobre la conveniencia por 
parte del Poder Ejecutivo, correspondería tener presente la 
rebaja resultante del precio estimado en virtud del ajuste pro- 
ducido, por ser éste el elemento determinante de la moción de 
responsabilidad. 


d) La celebración del negocio jurídico contó con la previa 
evaluación y aprobación de los organismos titulares del pa- 
quete accionario. 


c) Existió efectiva intervención de los servicios técnicos 
del BCU previo a la firma de los contratos y en el ajuste 
final. 


Empero, en algunos casos, debió solicitarse su asesora- 
miento con mayor antelación a efectos de acompasar el ritmo 
de la negociación y evitar los desfasajes producidos. Se sugie- 
re tomar las previsiones del caso, para ulteriores actuaciones. 


f) No surge la existencia de anomalía alguna en la tramita- 
ción del procedimiento administrativo en el Banco Central del 
Uruguay. 


Por último, los abajo firmantes, desean señalar que el exi- 
guo tiempo de que se dispuso para el estudio del tema, de por 
sí intrincado, determinó que se consideraran los puntos más 
esenciales y destacables del mismo, 


En consecuencia, disponiendo de un término complemen- 
tario, acorde con la extensión y complejidad de la materia en 
examen, estaríamos en condiciones de ampliar el presente 
memorándum. 


Dr. César Alvarez Larraburu Director (1) de la Asesoría 
Jurídica, Dr. César L Aroztegui Ascsor, Dr. Roberto G. 
Infante Asesor”. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - A efectos de ordenar el debate, 
la Presidencia quiere puntualizar previamente que, de acuerdo 
con el artículo 67 de la Constitución, este es un asunto que se 
debate bajo la forma de discusión única, por lo que cada 
orador no puede hablar más de una vez por un lapso mayor a 
20 minutos. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Quisiéramos comenzar refiriéndonos 
al punto cuyo debate solicitamos, recordando la resolución 
que este Senado adoptó el pasado 22 de agosto y que dice lo 
siguiente: “Oídas las explicaciones del señor Ministro de Eco- 
nomía y Finanzas, el Senado declara: 


1% Que a la luz de los elementos incorporados a lo largo 
de la interpelación se ratifica la convicción de que la opera- 
ción de venta del Banco Comercial resultó inconveniente para 
el país. 


2%) Que en mérito a estos antecedentes y a la actuación 
que cupo al Directorio del Banco Central del Uruguay, el 
Senado considera necesario que el Poder Ejecutivo ejerza las 
responsabilidades constitucionales correspondientes sobre 
quienes negociaron la operación”. 


Cabe recordar, asimismo, que a esta resolución llegó el 
Cuerpo no sólo después de la interpelación realizada en las se- 
siones de 21 y 22 de agosto próximo pasado, sino de un ex- 
haustivo proceso de análisis que determinó la inconveniencia 
de la operación, realizado por medio de las tres interpelacio- 
nes efectuadas en la Cámara de Representantes y las dos lie- 
vadas a cabo en este Senado. 


En el último acto del citado proceso -sesiones de esta 
Cámara de los días 21 y 22 de agosto del presente año- existió 
un elemento determinante que, a mi juicio, fue el que tuvo 
mayor peso en el contenido de la resolución adoptada aquí. 
Me refiero a lo que tiene que ver con el precio de la operación 
y a los ajustes que él recibió, debido a disposiciones que 
también fueron analizadas en dichas sesiones. Lo demás -y 
cuando digo “lo demás” me refiero sucintamente al proceso 
del negocio, servicios técnicos intervinientes, plazos a cum- 
plir en el proceso- se vincula con este elemento determinante, 
pero operaba como un mecanismo lateral, 


Es más: todos recordamos que cuando el Senado comenzó 
a debatir sobre estos puntos lo hizo con la finalidad de buscar 
explicaciones al elemento central del problema, que era el 
relativo al precio y a los ajustes del mismo, o sea, la inconve- 
niencia que, en definitiva, tenía para el Uruguay. Ahí estaba 
centrado el clemento fundamental de la discusión y de la 
resolución tomada en consecuencia. Me atrevería a decir que 
a lo largo de todas las interpelaciones realizadas, en ningún 
momento se centró la discusión -y por supuesto tampoco en la 
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última realizada en el Senado, y digo esto enfáticamente- en 
una eventual o supuesta violación de la legalidad de las opera- 
ciones realizadas. Jamás se hizo referencia a este tema, más 
allá de alguna observación específica formulada, de alcance 
absolutamente limitado. 


Personalmente, recuerdo que no fue en la interpelación de 
los días 21 y 22 de agosto de 1991 sino en la del 24 de julio 
del año pasado, que aludí a que no se había respetado una 
cláusula contractual por la que se establecía que el señor Félix 
Iglesias -entonces Director del Banco Comercial- debía inter- 
venir en su Operación de venta. En lo que a mí respecta, esa 
fue la única observación de tipo formal; todas las demás fue- 
ron de tipo sustancial. Reitero: en la sesión cuya resolución 
motiva el tema que hoy estamos analizando jamás se cuestio- 
nó, directa o indirectamente, el tema de la legalidad. 


Ahora, el Poder Ejecutivo, con las firmas del señor Presi- 
dente de la República y del señor Ministro de Economía y 
Finanzas nos contesta, a nosotros los senadores, al Cuerpo, 
con una nota que se funda en un informe jurídico sobre -y cito 
textualmente- “los cargos realizados en las sesiones de los 
días 21 y 22 de agosto”. Esta cs la palabra que utiliza la carta 
del señor Presidente de la República: “informe jurídico sobre 
los cargos realizados en las sesiones de 21 y 22 de agosto”. 


Señor Presidente: antes de pasar a analizar este informe 
jurídico, creo que corresponde señalar que el Senado no pidió 
al Poder Ejecutivo que hiciera este análisis ni que solicitara 
este informe: lo que pidió al Poder Ejecutivo fue que removie- 
ra a los responsables de un mal negocio contra el país. Esto es 
lo que consta en la resolución del Senado. 


Naturalmente -¡cómo lo vamos a negar!- el Poder Ejecuti- 
vo tiene derecho a hacer y ordenar el análisis que le parezca y 
yo agrego que este Cuerpo, a su vez, tiene el derecho de 
examinar ese análisis, lo que seguramente vamos a hacer en la 
sesión de hoy, De este examen surgen varios elementos que 
trataré de enumerar. 


En primer lugar, se aprecia nítidamente su carácter suma- 
rio y superficial, fruto del “exiguo tiempo” que los propios 
autores del informe citan en su página 16. Como dispusieron 
de “exiguo tiempo”, ofrecen un informe que a todas luces es 
sumario y superficial. 


En segundo término, se refiere a la no comprobación de 
irregularidades legales. Lo dice tan claramente, como recono- 
ce que en las interpelaciones realizadas en este Cuerpo no 
habían sido planteadas. O sea que el informe dice explícita- 
mente las dos cosas: no se comprueban irregularidades lega- 
les, pero el Senado tampoco las planteó. 


En tercer Jugar -y esto lo quiero decir con el mayor énfasis 
posible- existe una ausencia absoluta de análisis del cargo 
central -utilizo la palabra de la nota del señor Presidente de la 
República- que fue efectuado en esta interpelación de los días 
21 y 22 de agosto. El Poder Ejecutivo nos remite una carta 
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que se funda -según dice- en un informe jurídico que analiza 
los cargos; pero ese informe jurídico no analiza el cargo cen- 
tral, que es el de “negocio inconvenicnte para el país”. No 
sólo no lo analiza, sino que se excusa de hacerlo diciendo 
explícitamente que ese cargo -reitero, el de inconveniencia 
del negocio para el país- excede con creces el alcance del 
informe. Esto se expresa en la página 12. 


Además, el informe dice que reconoce que este es el cues- 
tionamiento central, lo que reitera varias veces. Entonces, al 
mismo tiempo que reconoce que este es cl cuestionamiento 
central, dice que no lo puede analizar. Sin embargo, el Poder 
Ejecutivo no se inhibe de utilizar el informe para desconocer 
una resolución del Senado. En suma, el informe señala que 
esta es la causa determinante de la resolución del Senado, se 
excusa de opinar sobre ella, pero cl Poder Ejecutivo no sólo 
no se excusa de utilizarlo, sino que dice textualmente en su 
carta que “funda su resolución en el informe que acompaña”. 


Señor Presidente: en la búsqueda de explicaciones a la 
inconveniencia -y esto lo señalo en cuarto término- el Senado 
había considerado los defectos vinculados a la intervención de 
los servicios técnicos del Banco Central del Uruguay, no 
como cargo central -que está claro cuál fue- sino tratando de 
averiguar por qué se habían cometido tamaños errores en con- 
tra del país al negociar la operación de venta del Banco Co- 
mercial. Examinando este hecho, creo que no podemos, no 
debemos dejar de tener en cuenta, lo que incluye el informe 
en su página 15. Cito textualmente: “Los Servicios dijeron 
carecer de tiempo suficiente para examinar con detenimiento 
la documentación presentada en relación con los promitentes 
compradores para estar en condiciones de emitir una opinión 
fundada. Sin embargo” -sigue el informe- “alegando la cxis- 
tencia de consenso en las autoridades para autorizar las trans- 
ferencias de las acciones del Banco Comercial a los promiten- 
tes compradores suponen” -“*“suponen”, reitero, y es el informe 
el que lo subraya- “que ya se ha verificado su idoneidad y 
solvencia moral”. Asimismo, surge que desconocen si existe 
alguna clase de compromiso o garantía otorgada por los futu- 
ros accionistas más acreditados, que asegure el cabal cumpli- 
miento de las obligaciones del Banco Comercial en la even- 
tualidad de que atravesara situaciones compromctidas en los 
próximos años. Á continuación, cita un informe del Banco 
Central, firmado por el contador J. M. Braga. 


Señor Presidente: este es un hecho lateral, pero no quiero 
dejar de mencionarlo. Tampoco quiero dejar de expresar que 
esto jamás fue informado al Senado cuando aquí se realizó el 
análisis de la operación de venta del Banco Comercial. Hoy, 
por primera vez, nos enteramos de lo que los servicios técni- 
cos del Banco Central dijeron acerca de su intervención. 


Por lo expuesto, este informe no sirve para fundar el des- 
conocimiento del Poder Ejecutivo con respecto a la resolución 
del Senado, ya que versa sobre otros aspectos. En lo que 
podría servir, lateralmente, es favorable a dicha resolución y 
no a la actitud del Poder Ejecutivo. Y lo cs, porque refuerza 
los argumentos de inconveniencia en que se basaron las razo- 
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nes centrales que determinaron la resolución de este Cuerpo 
del 22 de agosto de 1991. 


No obstante, el Poder Ejecutivo afirma que, basándose en 
este informe, así como en las Actas del Banco Central, del 
Banco de la República y de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, donde obviamente tampoco hay un análisis de 
conveniencia del negocio -¡cómo va a haberlo! - no correspon- 
de poner en funcionamiento los artículos 197 y 198 de la 
Constitución de la República -especialmente el 197- en los 
que está claramente prevista la causal fundamental para el 
Senado, que es, a su vez -no debemos olvidarlo- el Cuerpo al 
que corresponde, en definitiva, resolver. 


Lo dicho anteriormente se complementa con una afirma- 
ción final del Poder Ejecutivo en su carta -lo digo midiendo 
las palabras y tratando de ser respctuoso- que no sé cómo cali- 
ficar. Puede ser un sarcasmo, tratarse de una falta de respeto 
al Senado o, quizá, producto de la no comprensión de la reso- 
lución del Senado. Espero que esto quede claro en el debate 
de hoy. 


Concretamente, me refiero al párrafo que expresa: “No 
obstante pondrá en conocimiento” -se refiere al Poder Ejecuti- 
vo- “del Directorio del Banco Central del Uruguay las conclu- 
siones de la Asesoría Letrada de la Presidencia de la Repúbli- 
ca, para que tome debida nota en lo que puede ser ajuste en 
los plazos de los trámites y consultas a los servicios compe- 
tentes, para eventuales operaciones análogas. De ese modo se 
recogerá positivamente la experiencia obtenida en una opera- 
ción absolutamente novedosa en nuestro país”, 


Para el Poder Ejecutivo esta ha sido, en primer lugar, una 
operación conveniente, discrepando, pues, con el Senado, En 
scgundo término, considera que es novedosa. En tercer lugar, 
nos dice que proyecta repetir este tipo de operaciones, ajus- 
tando plazos, trámites y consultas. Ánte esto, caben dos op- 
ciones: el Poder Ejecutivo no entendió la resolución del Sena- 
do o la está ignorando totalmente. En ambos casos, su rcs- 
puesta es inaceptable. Lo es para el Cuerpo, porque el Poder 
Ejecutivo no está contestando al miembro interpclante, a su 
partido ni a los dieciocho senadores que votaron a favor de la 
resolución del 22 de agosto de 1991, sino que le está contes- 
tando al Senado de la República. 


Me parece que el Poder Ejecutivo tiene que saber y debe 
tener en cuenta que la clara mayoría que votó dicha resolu- 
ción representa legítimamente a una evidente mayoría de la 
ciudadanía. 

Recuerdo que cuando debatimos el proyecto de ley de 
empresas públicas, al plantear que se estaba diciendo algo 
muy importante por una ajustada mayoría, se levantaron en- 
cendidas voces en defensa de la legitimidad de ella, que jamás 
habíamos puesto en tela de juicio. Espero oír nuevamente esas 
voces levantadas en forma encendida en defensa de la mayo- 
ría de la ciudadanía representada por los dieciocho senadores 
que apoyaron la resolución. 
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Además, el Poder Ejecutivo debe saber, y tener en cuenta, 
que el Senado, por medio de las ventas que debe conceder, es 
el que interviene decididamente en el nombramiento y en la 
remoción de jerarcas como los involucrados en este asunto, 
Es, en definitiva, este Cuerpo el que resuelve si designa O 
remueve jerarcas. Ello es fundamental en este tema que se ha 
planteado. 


Por otra parte, el Poder Ejecutivo tiene que saber y debe 
tener en cuenta que con la votación del 22 de agosto quedó 
claramente definido que esos jerarcas no gozan de la confian- 
za de este Cuerpo, porque de lo contrario no hubiera tenido 
lugar esa votación. 


En el informe que acompaña la nota del señor Presidente 
de la República se afirma que el Poder Ejecutivo puede actuar 
discrecionalmente en la apreciación de la conveniencia de la 
operación y en la toma de decisiones sobre eventuales remo- 
ciones de jerarcas. No voy a discutirlo; solamente diré que ailí 
se agrega que el límite de esa discrecionalidad es el actuar 
razonablemente. Me pregunto si la razonabilidad de esa ac- 
ción no tiene que ver, en este caso, con una armónica relación 
entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo, así como con la 
debida consideración y relevancia que debe asignarse a una 
resolución de este Senado. Reitero que este es el Cuerpo di- 
recta y preceptivamente vinculado a los nombramientos y re- 
mociones de los Directores de Ente Autónomos. 


Por la razón que sea -ojalá aclaremos cuál es la verdadera 
de las hipótesis que planteamos- la nota que remite el señor 
Presidente de la República no es razonable. No encuadra den- 
tro de los límites de la razonabilidad, que según su propio 
informe jurídico, limita la discrecionalidad. No sólo no lo es, 
sino que, en mi opinión, contribuye al deterioro de las relacio- 
nes de dicho Poder con el Parlamento y, en particular, con el 
Senado de la República. Esto le hace mal a la convivencia 
democrática y al papel que las instituciones deben jugar en el 
marco de ella, 


Señor Presidente: por último, quiero señalar que esta res- 
puesta es mucho peor que el silencio. Este, quizá, hubiera 
demostrado falta de sensibilidad; pero, a mi entender, esta 
nota es absolutamente inaceptable por las razones que he tra- 
tado de explicar. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor séna- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - Trataré de suprimir las adjetiva- 
ciones y procuraré que mi exposición sea lo más sobria posi- 
ble, más allá de la trascendencia que tiene este tema. 


Quiero decir, antes que nada, que tengo una discrepancia 
con algunas de las últimas expresiones del señor senador As- 
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tori, porque creo que es una suerte que hayamos tomado cono- 
cimiento del punto de vista del Poder Ejecutivo. 


Esta nota es del Poder Ejecutivo y no de la Presidencia de 
la República y, como advertimos -correspondía que fuera de 
esa manera- está firmada por el señor Presidente de la Repú- 
blica y por el señor Ministro de Economía y Finanzas. 


En ella se pone de manifiesto un hecho muy claro: luego 
del dictamen de los asesores letrados de la Presidencia de la 
República, el señor Presidente y el señor Ministro de Econo- 
mía y Finanzas concluyen “sin hesitación” diciendo -textual- 
mente- “que no corresponde ejercer en la especie la facultades 
que otorgan los artículos 197 y 198 de la Constitución”. Des- 
pués me voy a referir a esto, porque discrepo con el criterio 
del Poder Ejecutivo, pero creo que la importancia fundamen- 
tal que tiene el contenido de esta página de la Presidencia de 
la República, a la que se anexan los pareceres de su asesoría 
jurídica, es que aquí muy claramente se está insinuando -por 
no decir que se está anunciando- que se habrán de poner en 
conocimiento del Directorio del Banco Central del Uruguay 
las conclusiones de dicha Asesoría Letrada para que se tome 
“debida nota” -aclaro que aquí también estoy citando textual- 
mente- “en lo que puede ser ajuste en los plazos de los trámi- 
tes y consultas a los servicios competentes, para eventuales 
operaciones análogas”. La cita finaliza diciendo -reitero- 
“para eventuales operaciones análogas”. 


Creo que hay motivos más que suficientes para presumir 
que estas eventuales operaciones análogas deban tener en este 
momento algún principio de ejecución con relación a los Ban- 
cos que continúan siendo gestionados por el Estado. Entonces, 
me pregunto si, realmente, el parecer de la Asesoría Letrada 
de la Presidencia de la República -y lo digo con los debidos 
respetos hacia ella, como institución y hacia los profesionales 
que firman el informe- no significa que en esta nota hay un 
tema explícito, que es cl referido a la reacción dei Poder 
Ejecutivo frente al pronunciamiento del Senado, por la inter- 
pelación de los días 21 y 22 de agosto pasado; y un punto de 
vista implícito, vinculado con eventuales operaciones análo- 
gas, que involucran a los Bancos Pan de Azúcar y Caja Obre- 
ra. Esto significa, señor Presidente, que no estamos en una 
especie de círculo vicioso en torno al cual el Parlamento por 
tercera, cuarta o quinta vez discute, en una y otra Cámara, 
sobre la operación previa a la venta de las acciones del Banco 
Comercial y, juego, sobre la forma en que dicha venta se 
procesó. Ahora parece que el mal negocio que significó la 
venta del Banco Comercial puede ser seguido de otras nego- 
ciaciones, que esta vez esperamos y descamos resulten benefi- 
ciosas, porque mi sector político es de los que creen que los 
Bancos gestionados deben ser reprivatizados. Esto lo hemos 
dicho durante la interpelación del mes de agosto y lo reitera- 
mos ahora. Pero también exigimos que todo ello se haga con 
prolijidad y con un respeto escrupuloso por las normas corres- 
pondientes lo que, como quedó demostrado durante la interpe- 
lación, no se verificó en la operación de venta del Banco 
Comercial, como todos hubiéramos descado. 
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En esa interpelación el Senado ratificó, por una mayoría 
importante, la convicción de que la operación de venta del 
Banco Comercial era inconveniente para el país. Si de ratifi- 
caciones se trataba, esto quiere decir que el Senado por mayo- 
ría estaba confirmando opiniones tomadas previamente duran- 
te la negociación. En función de ello, el segundo punto de la 
resolución votada trasuntaba ci parecer del Senado en cuanto 
a que el Poder Ejecutivo tendría que ejercer las responsabili- 
dades constitucionales correspondientes sobre quienes nego- 
ciaron la operación. Naturalmente, todos sabemos que esto no 
significa, constitucionalmente, un compromiso jurídico para 
el Poder Ejecutivo. Significa, sí, un síntoma de lo que es cl 
parecer político de la mayoría del Parlamento y también signi- 
fica que, políticamente, hay un punto de vista del Parlamento 
que, ahora lo advertimos, es exactamente opuesto al del Go- 
bierno según se deduce del tenor de la carta que envía la 
Presidencia de la República al señor Presidente de la Asam- 
blea General. 


No quicro entrar a un análisis muy pormenorizado del 
informe de la Asesoría Jurídica, pero sí señalar -muy al pasar, 
porque el tiempo es breve- algunas expresiones que figuran en 
ese informe y que me parecen absolutamente erróneas. En el 
informe se afirma que las observaciones que el Poder Ejecuti- 
vo pudiere cfectuar a la mayoría del Directorio del Banco 
Central del Uruguay constituyen una facultad discrecional del 
citado Poder. En tal sentido, se cita la autorizada Opinión del 
profesor Cassinelli. Por supuesto que la facultad de observar 
es discrecional, señor Presidente. Pero también es cierto que si 
esa discrecionalidad se aplica de manera inadecuada -si se 
utiliza la flexibilidad que ella supone en una forma equivoca- 
da- quien la emplea mal puede incurrir -no digo que incurra- 
en responsabilidades que están previstas en la propia Constitu- 
ción de la República. 


Lo mismo sucede cuando la Administración Pública -que 
en muchos aspectos tiene discrecionalidad para dictar sus ac- 
tos- incurre cn lo que la doctrina denomina la desviación de 
poder. Entonces, no alcanza con decir que hay una discrecio- 
nalidad que permite o no observar o tomar determinadas me- 
didas respecto del Directorio de cierto Ente Autónomo -en 
este caso, el Banco Central del Uruguay- lo que hay que 
demostrar es que el hecho de no observar, solicitando o no la 
renuncia de la mayoría de los Directores de esta Institución, 
significa para algunos, lisa y Hanamente, haber empleado mal 
esa discrecionalidad que nadie discute que el Poder Ejecutivo 
tiene. 


Deseo referirme rápidamente a otros aspectos de este in- 
forme. Por ejemplo, el tema del precio razonable a pedir por 
la parte vendedora. En el informe se reconoce algo que señalé 
durante la interpelación: el Banco Central, que no tiene com- 
petencias legales para negociar la venta de lo que no es suyo 
-y no era suyo el Banco Comercial puesto que sus accionistas 
eran el Banco de la República y la Corporación Nacional para 
cl Desarrollo- contrató al Banco Roberts de la República Ar- 
gentina, cuyo informe leí durante la interpelación, como tam- 
bién leí la nota por la cual el Banco Central le presentaba cl 
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débito a la Corporación Nacional para el Desarrollo por los 
honorarios del Banco argentino mencionado. Según el señor 
Ministro de Economía y Finanzas, el Banco Roberts es uno de 
los dos organismos más capacitados de Latinoamérica para 
determinar cuál es cl precio de un banco que se vende. Y 
precisamente, ese Banco en su informe afirmó, no que el 
patrimonio del Banco era de U$S 30:000.000, sino que el 
precio de venta del Banco -que es algo distinto al patrimonio- 
no podía ser inferior a U$S 28:000.000 ni superior a 
U$S 30:000.000. ¡Sin embargo los vendedores pagaron a los 
compradores! 


En la interpelación anterior no hubo explicación del por- 
qué del apartamiento del dictamen del Banco Roberts, que fue 
designado por la mayoría del Banco Central, que realmente 
participaba en la negociación. 


Á continuación me voy a referir a un error sumamente 
grave en que incurre este informe. 


En el numeral 2 de la “Reseña de las principales etapas de 
la operación” se establece: “Esta primera etapa culmina con la 
firma de un preacuerdo el 1? de junio de 1990, que constituye 
meramente un sumario de términos y condiciones y que se 
titula “Entendimiento alcanzado el 1* de junio de 1990”. Con 
respecto a cste documento, cabe destacar que no contiene 
comparecencia alguna aunque sc haya firmado por las si- 
guientes personas: Carlos A. Rohm, Fernando A. Polledo, Ro- 
sario Medcro, Agustín de Urtubey”. 


Creo que en la interpelación anterior se demostró que este 
llamado “preacuerdo” es el verdadero contrato que establece 
la venta del Banco Comercial. Tan es así que hubo coinciden- 
cia en Sala en cuanto a que si luego no se hubiera firmado el 
contrato de compraventa del Banco Comercial el 1? de octu- 
bre de 1990, ello hubiera dado lugar a un incumplimiento 
contractual del Estado. Quien no integraba el Directorio al 
firmarse el preacuerdo -que repito que es tan contrato como el 
de compra-venta de acciones del Banco Comercial- concreta- 
mente el contador Lombardo, tuvo que firmar este último -en 
las Actas constan las razones por las cuales firmó- porque de 
lo contrario el Banco Central podía incurrir en incumplimien- 
to contractual. Entonces, no se puede decir que el preacuerdo 
constituye meramente un sumario de términos y condiciones. 


En la página 11 de este repartido, concretamente en la 
primera de las conclusiones, se distingue entre la concreción 
del negocio jurídico de compra-venta del paquete accionario 
del Banco Comercial y la posterior ejecución del contrato. 


St Icemos el artículo 19 del llamado “precontrato” -que 
repito, es un contrato como lo es una promesa de compra- 
venta de un inmueble- veremos que dice: “Contratación defi- 
nitiva. Salvo acuerdo en contrario entre las partes, las presen- 
tes bases se detallarán y completarán en un contrato de com- 
pra-venta de acciones con tas cláusulas de estilo para este tipo 
de contrato”. Bastaba con que una de las partes dijera que no 
estaba de acuerdo en modificar el preacuerdo para que hu- 
bicra que cumplir con él. 
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A partir de allí se desarrolla todo un proceso que culmina 
con la operación de venta de las acciones por parte de sus 
dueños, que necesariamente debían intervenir en el negocio. 
Estos últimos, con los servicios del Banco Central, intervie- 
nen luego de haber firmado el verdadero contrato, el que 
contiene la esencia del contrato de venta del Banco Comer- 
cial, es decir, participan a partir del 1% de junio, cuando ya 
estaba consumado el hecho jurídico y político de vender al 
Banco Comercial. Si esto es así, me parece que no se justifica 
el apoyo de este informe a los intervinientes en la negociación 
del Banco Comercial, porque los servicios del Banco no tu- 
vieron el tiempo suficiente para estudiar a fondo las operacio- 
nes de venta del Banco mencionado. La Asesoría Letrada de 
la Presidencia de la República reconoce que tampoco ella 
tuvo tiempo para estudiar a fondo el problema. 


Por otra parte, en la carta firmada por el señor Presidente 
de la República y el Ministro de Economía y Finanzas se 
recoge la evidente comprobación de que no fueron operacio- 
nes hechas con regularidad, con prolijidad, sino en una forma 
que todavía no conocemos bien, así como tampoco sabemos 
quiénes participaron efectivamente en esa operación y a qué 
título o en base a qué se contrata a alguien para que diga a qué 
precios se vende un Banco y, posteriormente, ignorando al 
tasador, se aporten U$S 16:000.000 en vez de cobrarse un 
precio entre U$S 28:000.000 y U$S 30:000.000. 


Además, tal como figura en la página 11 del informe, no 
es muy exacto afirmar que el contrato definitivo de compra- 
venta fue celebrado el 1% de octubre de 1990. En esa fecha se 
instrumentó, como correspondía, la venta de las acciones 
pero, repito, todo ello fue la consccuencia includible del lla- 
mado “preacuerdo” que es un verdadero contrato que tiene 
validez jurídica. 


En la primera conclusión se dice que “no surgen en princi- 
pio, actos O gestiones que vulneren el régimen legal o consti- 
tucional”. Me pregunto si es legal que cl Banco Central sea el 
que actúe, por sí y ante sí, disponiendo de bienes ajenos como 
son las acciones de propiedad de la Corporación y del Banco 
de la República. Creo que no se puede afirmar que allí no 
existe alguna forma, directa o indirecta, de vulnerar el régi- 
men legal o constitucional. 


En la tercera conclusión se expresa que “No se ha cuestjo- 
nado la legalidad de la gestión del Directorio del B.C.U. en la 
venta del Banco Comercial”. Eso es exactamente al revés: se 
cuestionó desde distintos puntos de vista. 


En la séptima conclusión se dice textualmente que “si bien 
el BROU y la CND, no participaron desde un principio de las 
negociaciones, comenzaron sí a hacerlo en momento en que 
ninguna responsabilidad se había generado para el Estado en 
el caso de que el negocio jurídico no se concretara”. Al res- 
pecto ya me expresé y repito que esta conclusión la atribuyo 
al apuro con que la Asesoría Jurídica de la Presidencia de la 
República reconoce que tuvo que trabajar. 
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Señor Presidente: no quiero extenderme más. Veo que se 
ha encendido la luz que indica que se acaba el tiempo de que 
dispongo. De todos modos vale la pena señalar que se recono- 
ce que algunos aspectos formales de la operación “cuestionan 
la transparencia y la regularidad de los procedimientos cum- 
plidos”, También se reconoce que “los servicios del Banco 
Central han manifestado que carecieron de tiempo para exa- 
minar con detenimiento toda la documentación presentada”. 


Pero además, la Asesoría Jurídica agrega que los servicios, 
alegando la existencia de consenso en las autoridades para 
autorizar la transferencia de las acciones del Banco Comercial 
a los promitentes compradores, suponen que ya se ha verifica- 
do su idoneidad y su solvencia moral”. 


Pensamos que lo que la Asesoría Jurídica de la Presidencia 
evidencia con esta frase es que la decisión fue tomada por la 
mayoría del Directorio del Banco Central, antes de efectuarse 
las consultas correspondientes -me refiero al famoso consenso 
de las autoridades- cuando es obvio que según el resultado de 
la interpelación, de la documentación que todos manejamos y 
de este informe surge que los estudios debieron haber ocurrido 
antes, y no después como aquí se ha dicho. 


Termino señalando que no advierto ninguna relación lógi- 
ca de causa a efecto entre lo que se dijo en la interpelación, la 
resolución que tomó el Senado, lo que manifiesta la Asesoría 
Jurídica de la Presidencia de la República y este apoyo “sin 
hesitación” -tal como se expresa en la carta firmada por el 
señor Presidente de la República y el Ministro de Economía y 
Finanzas- que se le da a quienes participaron en la operación 
de venta del Banco Comercial. Por estas razones, decimos que 
la explicación que se nos ha hecho Jlegar, y que valoramos 
como una prueba de sensibilidad política, no nos satisface en 
modo alguno. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia solicita al señor 
senador Araújo, quien es el Tercer Vicepresidente del Cuerpo, 
se sirva sustituir a su titular por unos minutos para hacer uso 
de la palabra. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Antes de que el señor Presidente haga 
uso de la palabra, a quien escucharemos con mucho gusto, 
quisiera que se diera lectura a una moción de orden que he- 
mos presentado con el señor senador Irurtia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desea aclarar al señor 
senador las razones por las cuales iba a postergar la lectura. 
En virtud de que hay varios señores senadores anotados para 
hacer uso de la palabra, entendió que cn primer lugar debería 
desarrollarse el debate. Pero si el señor senador lo solicita -y 
ello no implica la interrupción del debate- se procederá a dar 
lectura a la moción presentada. 
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SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite, señor Presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE. - Con mucho gusto. 


SEÑOR MILLOR. - De ninguna manera pensábamos inie- 
rrumpir el debate, pero como no nos gusta reiterar argumentos 
cuando ya han sido brillantemente expuestos y, además, nos 
sentimos realmente representados con las exposiciones de los 
señores senadores Astori y Ricaldoni, consideramos menester 
fijar nuestro punto de vista con esa moción. Simplemente, es 
una forma de renunciar al debate, pero planteando nuestra 
posición con respecto a este tema, 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para referirme a la 
cuestión de orden presentada por el señor senador Millor. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor senador Millor ha pre- 
sentado una moción a la Mesa en el entendido de que la 
misma no interrumpiría el debate. La Mesa sólo procederá a 
darle lectura y Juego se continuará con la discusión. 


SEÑOR SANTORO. - Pero ¿qué ocurrirá si la moción re- 
almente provoca la interrupción del debate? Ya será un hecho 
consumado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Debo informar que estoy anota- 
do para hacer uso de la palabra no bien lo hizo cl señor 
senador Ricaidoni; luego lo harán los señores senadores Sin- 
glet y de Posadas Montero. Sin duda, habrá otros integrantes 
de este Cuerpo que querrán fijar su posición. Si le damos 
lectura a esta moción, es en el entendido de que no se inte- 
rrumpirá el debate. 


Como el señor senador mocionante está de acuerdo se pro- 
cederá a dar lectura a la moción formulada. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Mocionamos para que, de acuerdo al artículo 119 de la 
Constitución y con los efectos previstos en los artículos 147 y 
siguientes de la misma se llame a Sala al titular del Ministerio 
de Economía y Finanzas, Cr. Enrique Braga, una vez que 
regrese al país, para informar sobre los siguientes puntos: 


PRIMERO. - Criterios aplicados por el Banco Central del 
Uruguay “en lo que puede ser ajuste en los plazos de los 
trámites y consultas a los servicios competentes, para eventua- 
les operaciones análogas” a las realizadas en ocasión de la 
venta del Banco Comercial, según se expresa en la nota del 
Poder Ejecutivo del 3 de octubre de 1991, firmada por el Sr. 
Presidente de la República, Dr. Luis Alberto Lacalle Herrera 
y por el Sr. Ministro de Economía y Finanzas, Cr. Enrique 
Braga. 


SEGUNDO. - Si se han llevado a cabo actuaciones desti- 
nadas a la reprivatización de los Bancos actualmente “gestio- 
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nados” y, en caso afirmativo, si en tales procedimientos se 
corrigieron los errores cometidos en ocasión de la venta del 
Banco Comercial. 


TERCERO. - Razones de la insistencia del Poder Ejecuti- 
vo para no responsabilizar a los actuales Presidente y Vice 
Presidente del Banco Central dei Uruguay, por todo lo rela- 
cionado con la venta del Banco Comercial, pese a que la 
misma fue declarada “inconveniente para el país” según reso- 
lución votada por el Senado durante su Sesión de los días 21 y 
22 de Agosto p. pdos. 


CUARTO. - En caso de resultar afirmativo, se designa 
como Miembro Interpelante al Senador Pablo Millor”. 


Pablo Millor, Dante Irurtia, Senadores”. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: estimamos que 
cuando se procede a presentar ante la Mesa una moción de 
esta naturaleza y, además, se solicita que se le dé lectura 
-como se ha procedido- cl Cuerpo no puede simplemente es- 
cucharla y, en tal condición, darse por enterado. Considera- 
mos que estas mociones tienen un solo trámite; si se presentan 
y se procede de acuerdo con lo solicitado en el sentido de que 
la misma sea icída, luego corresponde que el Cuerpo vote. 
Observo que nos encontramos en una situación muy particu- 
lar, porque hemos escuchado una moción de interpelación y 
vamos a continuar con el debate, analizando el tema relativo a 
la nota enviada por el Poder Ejecutivo acerca del problema 
del Banco Comercial. Por otra parte, las mociones de interpe- 
lación se votan prácticamente sin debate, porque es un dere- 
cho que tienen los miembros del Cuerpo. Si se cuenta con cl 
quórum que requiere la Constitución de la República, debe fi- 
jarse el día y la hora para la realización de la misma. Por ese 
motivo, insistimos en que corresponde votar la moción de 
interpelación, 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia quiere explicar 
el procedimiento que pensaba seguir, Asimismo, reconoce que 
desde el punto de vista reglamentario, el señor senador Santo- 
ro tiene razón. Cuando se presenta una moción de orden se 
trata sobre tablas y en el acto de su presentación. Esto es que, 
tal como lo expresa el Reglamento, debe votarse. Evidente- 
mente, se cuenta con la posibilidad de hacer uso de la palabra, 
de acuerdo con lo que establece el artículo 66 del Reglamcn- 
to, siempre y cuando se trata de una moción de orden que 
admite discusión, tal como la que se acaba de presentar. 


La Mesa consideraba que se debía proseguir con el debate 
y luego esta moción, como otras que pudieran presentarse, 
sería lcída. Como el señor senador mocionante requirió que se 
leyera, la Mesa no tenía otra opción. Si no había oposición 
por parte del Cuerpo, el debate sobre el tema de fondo podía 
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continuar. Como esto no ha ocurrido, no tenemos otra alterna- 
tiva que poner a consideración la moción de orden, sin perjui- 
cio de que cada señor senador pueda hacer uso de la palabra 
durante cinco minutos sobre la misma, tal como lo establece 
el artículo 66 del Reglamento. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Quiero manifestar que desde cl 
punto de vista reglamentario, tal como lo ha señalado el señor 
senador Santoro, debe procederse a resolver sobre la moción 
de orden a que se ha dado lectura. 


Inclusive, pensamos que en este caso no se trata de una 
medida que coarte la posibilidad de pronunciamiento de los 
señores senadores que ya estaban anotados, aunque segura- 
mente en un término más reducido, porque el tema de la 
moción de orden es una interpelación absolutamente vincula- 
da con la nota que el Poder Ejecutivo acaba de enviar al 
Senado. Por esta razón, no encuentro ningún inconveniente en 
que se proceda a cumplir con Jas dos alternativas. Por un lado, 
se actuará de acuerdo con el Reglamento votando este tema; 
por otro, se dará la posibilidad de que cada señor senador se 
exprese sobre la moción de orden presentada, aludiendo al 
punto que es objeto de debate. 


Este es el aporte que me he permitido formular, desde el 
punto de vista del procedimiento a seguir. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Lo que ocurre, señor senador, es 
que una cosa es expresarse sobre el punto durante cinco minu- 
tos por vía de referencia a una moción de interpelación y otra 
muy distinta es hacer uso de la palabra por 20 minutos acerca 
de los aspectos de fondo del tema. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pienso que la diferencia radica 
en el tiempo. 


SEÑOR BOUZA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra-el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZA. - Con respecto al argumento que acaba 
de expresar el señor Presidente debo decir que voy a plantear 
al señor senador Millor y al Cuerpo una alternativa. 


El señor senador Millor ha dicho que su moción no tiene 
intención alguna de limitar el debate iniciado. Por otra parte, 
el señor Presidente, con razón, y aplicando cl Reglamento, ha 
manifestado -como lo ha señalado cel señor senador Santoro- 
que, presentada la moción de orden de llamado a Sala, ésta es 
la que debe discutirse. Como entiendo que sería bueno que el 
Senado discuticra en primer término el tema planicado, tal 
como lo resolvió en la sesión de ayer -es decir, la nota prescn- 
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tada por el Poder Ejecutivo- me voy a permitir solicitar al 
señor senador Millor que retire por un lapso su moción, que la 
Mesa realice un repartido de ella para que conozcamos su 
tenor -que no es tan simple, pues contiene varios argumentos 
y señalamienios- y que, una vez finalizado el debate sobre la 
nota presentada por el Poder Ejecutivo se someta a la conside- 
ración del Cuerpo la moción del llamado a Sala formulada por 
el señor senador Millor. 


En ese sentido, simplemente efectúo esta solicitud al señor 
senador Millor; de ninguna manera se trata de una moción. 


SEÑOR ABREU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU. - Señor Presidente: confieso que me 
siento un tanto confundido porque, a mi juicio, el trámite 
normal habría sido que cada uno de los señores senadores que 
lo deseara, emitiera Su opinión acerca de la respuesta del 
Poder Ejecutivo. Además, en el discurrir de este intercambio 
de ideas, el Plenario podría formarse sus conclusiones y adop- 
tar una resolución al respecto. Por ese motivo, no me parece 
procedente interrumpir el debate -aunque luego podamos reto- 
marlo- con una moción que, de por sí, está emitiendo un 
juicio negativo sobre las eventuales explicaciones que puedan 
dar los integrantes de la bancada que defiende la posición del 
Poder Ejecutivo. 


Lamento profunda y políticamente que el señor senador 
Millor ya haya renunciado a la posibilidad de poder ser con- 
vencido por alguno de nosotros respecto de estos temas. Lo 
cierto cs que en este juego democrático, cada uno puede emi- 
tir su opinión. Admito la posibilidad de que, tanto el señor 
Presidente del Senado como cada uno de los integrantes del 
Cuerpo que sostienen una posición diferente, aporten argu- 
mentos convincentes como para que los señores senadores que 
ya han opinado cambien su parecer. Pero sí en el curso de la 
discusión -naturalmente, cada uno de nosotros está exponien- 
do respetuosamente su posición- intercalamos una propuesta 
en el sentido de que se interpele al señor Ministro de Econo- 
mía y Finanzas, solidarizándose -para emplear las palabras del 
señor senador Millor- completamente con las manifestaciones 
de los señores senadores Astori y Ricaldoni, por supuesto que 
estarán de más las explicaciones que podamos dar porque, 
evidentemente, esto se ha transformado en un tema que re- 
quiere una decisión política a fin de llevar a cabo la interpela- 
ción. Creo que por ahorro de carácter procesal y hasta verbal, 
lo que deberíamos hacer es votar directamente el pedido de 
interpelación para que se convoque al señor Ministro en su 
oportunidad. En su momento, habremos de asumir nuestras 
posiciones políticas. 


Rejtero que comenzar la discusión después de haber sido 
presentada una moción que supone que todos los argumentos 
que se realicen con posterioridad no van a hacer mella alguna 
en la posición del señor senador mocionante ni de quienes lo 
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apoyan, solamente significa una pérdida de tiempo para el 
Senado. Me parece que de una buena vez deberíamos olvidar 
este tipo de excesos dialécticos, señor Presidente. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Evidentemente, 
como integrantes de la bancada de Gobierno no deseamos una 
interpelación, sobre todo después de que el Parlamento ha 
pasado por cinco instancias de esta naturaleza. Además, no 
corresponde, y no le hace bien al Cuerpo, que nos enfrasque- 
mos ahora en un debate que, de antemano, sabemos va a ser 
inútil. 


Por lo tanto, entiendo que una vez presentada la moción, 
lo que corresponde es votarla. Si ella alcanzarc los votos sufi- 
cientes, no tendría sentido que el Senado continuara debatien- 
do por sexta vez -como una suerte de “canter” por la pista- lo 
que tendría que hacer por séptima vez dentro de 15 6 20 días. 


Si, por el contrario, la moción no llegara a contar con los 
votos suficientes, y algunos señores senadores quisieran luego 
continuar con el debate, no tendremos inconveniente en prose- 
guir; pero no estamos dispuestos a realizar otra suerte de ejer- 
cicio verbal con una moción de esa naturaleza ya presentada, 
sin votarla previamente. Creemos que esto, además, no le 
hace bien a la imagen del Cuerpo, independientemente del 
sector político a que puedan pertenecer los señores senadores. 


Repito, pues, que presentada la moción, tiene que ser vota- 
da, porque eso es lo que va a determinar si tiene o no sentido 
continuar con el debate. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor senador Millor ya se ha 
referido a este tema, pero como le ha sido solicitada una 
aclaración o se le ha preguntado si está dispuesto a retirar su 
moción, la Presidencia le va a dar el uso de la palabra. 


SEÑOR MILLOR. - Muchas gracias, señor Presidente. 


Reitero que no estuvo en nuestro ánimo -por esa razón lo 
explicitamos ante una requisitoria del señor Presidente del 
Senado- entorpecer el debate sobre el tenor de la carta remiti- 
da al Cuerpo por el Poder Ejecutivo. 


En lo que concierne a la solicitud del señor senador Bou- 
za, por supuesto que si la presentación de nuestra moción obs- 
taculiza el debate, no tendremos inconveniente en retirarla 
hasta que éste concluya. Debemos señalar, además, que tuvi- 
mos la precaución de entregar a la Mesa, junto con la moción, 
suficiente cantidad de copias para que todo el Senado fuese 
impuesto de su tenor. 
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Vamos a reiterar las razones por las que presentamos esta 
moción. Una vez más, destacamos que no fue con el ánimo de 
interrumpir el debate. Sucede que -y creo que lo habrán apre- 
ciado los compañeros del Cuerpo a lo largo de casi dos años 
de trabajo en conjunto- no nos gusta ser reiterativos con argu- 
mentos que han sido claramente expresados, como los que 
hoy hemos escuchado. Nunca hemos concurrido al Senado 
con preconceptos; en ese sentido, por supuesto, todo aquello 
que se diga puede obrar en nuestro espíritu e intelecto para 
convencernos en una dirección distinta a aquella a que había- 
mos arribado sobre la marcha. 


Quicro aclarar que en este caso, más allá de lo expresado 
por los señores senadores Astori y Ricaldoni -que se han ma- 
nifestado con mucha claridad, por lo que todo lo que nosotros 
pudiéramos decir sería reiterativo- lo que me ha convencido y 
mec ha llevado a presentar esta moción fue la carta del Poder 
Ejecutivo al Senado. No quiero discutir el pasado. Creo que el 
país y la paciencia de los uruguayos no merccen que se vuelva 
a discutir la venta del Banco Comercial; me parece que la 
salud de los uruguayos y de la República ameritan que se 
discutan las futuras ventas del patrimonio nacional. Como esta 
carta me ha convencido de que se van a efectuar nuevas ven- 
tas de bienes que pertenecen a todos, y como nada en la nota 
me insinúa que se van a variar los criterios de conveniencia 
con que ellas se efectúan -solamente se va a modificar algún 
criterio de procedimiento respecto a los plazos con que deben 
expedirse los departamentos técnicos- me permití presentar 
esta moción, pero para discutir el futuro y no el pasado. Ade- 
más, como no me gusta reiterar argumentos, renuncio a hablar 
sobre la carta del señor Presidente de la República y del señor 
Ministro de Economía y Finanzas. Pero, ¡vaya si me gustaría 
escuchar lo que el Senado tiene que decir sobre esta nota! Sin 
embargo, como el Cuerpo aún no ha logrado la aiquimia de la 
futurología, no podrá ilustramos acerca de la forma como el 
Poder Ejecutivo va a proceder en las próximas ventas del 
patrimonio de los uruguayos; sobre eso nos pueden informar 
solamente dos personas: los firmantes de las cartas. El prime- 
ro de ellos, cs el Presidente de la República, quien no puede 
concurrir al Senado; el otro, es el señor Ministro de Economía 
y Finanzas, que es quien debe venir a dar las explicaciones del 
caso. 


Por último, dejo constancia de que retiro la moción. 
SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - No sé si no sería conveniente que el 
Cucrpo volara primero si autoriza el retiro de la moción del 
señor senador Millor. Si ésta quedara sin efecto, no tendría 
sentido continuar hablando sobre el tema. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: estimamos que a 
nivel de tos Cuerpos legislativos -que además de las funciones 
que les son propias, cumplen las de contralor- es normal que 
se proceda a formular mociones que luego son postergadas o 
retiradas definitivamente de la consideración a solicitud del o 
de los legisladores mocionantes. 


Creemos que en esta moción presentada por los señores 
senadores lrurtia y Millor se plantea una situación particularí- 
sima y muy clara en lo que hace a la situación constitucional 
generada, ya que no se trata de un simple llamado a Sala. 


Normalmente, denominamos interpelación lo que es un 
llamado a Sala, una solicitud de informes que se hace en cel 
transcurso de una sesión y en forma verbal. Repito que la 
moción de los señores senadores anteriormente nombrados es 
distinta a un simple llamado a Sala, ya que se busca, de 
acuerdo con el artículo 119 de la Constitución y por medio de 
los efectos previstos en los artículos 147 y siguientes, llamar a 
Sata, repito, al titular del Ministerio de Economía y Finanzas. 
O sea, que se han puesto en funcionamiento los mecanismos 
altí establecidos. 


Eso se hizo procurando juzgar y, en su caso, censurar la 
gestión de un Ministro de Estado. 


Por tal razón estimamos -naturalmente respetando todas 
las opiniones- que esta moción no puede ser retirada, ya que 
no solamente ingresó al Cuerpo, sino que ha generado un 
efecto de carácter constitucional. 


En consecuencia, consideramos que corresponde proceder 
a que el Cuerpo se expida sobre dicha moción, lo que signifi- 
cará que lo haga sobre la puesta en marcha de los mecanismos 
anteriormente citados. 


Concluimos expresando que la moción no puede ser retira- 
da por los señores senadores mocionantes. 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - Creo que estamos discutiendo sobre 
un tema que reglamentariamente tiene, en mi concepto, una 
única salida y que, desde la Mesa, aplicamos más de una vez. 


Nosotros pensamos que el mocionante tiene derecho a 
plantear que la moción que hizo llegar a la Mesa se lea, así 
como también es dueño de pedir que se la vote en el momento 
en que do estime pertinente. Por tanto, opino que, en este caso, 
no es necesario autorizar el retiro de la moción, ya que si se 
tratara de una novela policial, estaríamos en el final y ya 
sabríamos quién es el asesino. 


Reitero que el mocionante tiene derecho, al respecto, a 
exigir la votación en el momento en que lo desee. En virtud 
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de ello, no considero necesario que se plantee el retiro de la 
moción; simplemente, debe permanecer en la Mesa, sin votar, 
mientras continuamos la discusión del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo con el artículo 66, 
literal H) del Reglamento, la asistencia de los Ministros de 
Estado a Sala es una cuestión de orden. Asimismo, el artículo 
66, en su primera oración, expresa que: “Las cuestiones de 
orden, serán consideradas cn el acto de presentarse. Ello no 
significará la interrupción del derecho del ocasional orador a 
finalizar su exposición”. Por lo tanto, habiéndose leído la mo- 
ción de orden, para la Mesa es imposible dejar de lado la 
posición de quienes reclaman que se cumpla el Reglamento, 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: deseo hacer 
una aclaración. 


Todos apreciamos los gestos de cortesía que se han susci- 
tado tendientes a que no se interrumpan las exposiciones que 
estaban previstas; sin embargo, parece obvio que, tratándose 
de una moción de orden, ella debe votarse. 


Sin entrar a decidir -Jo cual generaría otra polémica sobre 
el procedimiento- si una moción de orden de esta naturaleza 
puede o no ser retirada por los mocionantes, lo cierto es que, 
aunque se entienda que sí se puede, tácitamente se reitera esa 
misma moción de orden. De manera que opino que el Cuerpo 
debe pasar a votar la propuesta que ha sido Icída. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para ocuparme de la moción de 
orden, solicito al señor senador Araújo que pase a ocuparse de 
la Presidencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Araújo) 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Declaro que me voy a 
oponer a la moción de orden que se ha presentado por distin- 
tas razones. Antes que nada, por su texto, que es confuso en 
cuanto a su alcance constitucional, porque los mocionantes 
dicen: “Mocionamos para que, de acuerdo al artículo 119 de 
la Constitución y con los efectos previstos en los artículos 147 
y siguientes de la misma, se llame a Sala”, etcétera, etcétera. 
Sin embargo, el artículo 119 establece un mecanismo no nece- 
sariamente concatenado con el del artículo 147, El primero 
entraña la facultad de hacer concurrir a Sala al Ministro, para 
pedir y recibir los informes que se estimen convenientes, y lo 
que ocurra luego no se puede adelantar al efectuar esa mo- 
ción; asimismo, por el artículo 121, las Cámaras podrán for- 
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mular declaración, sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección 
VIIL. O sea, que en caso de que las explicaciones no satisfa- 
gan, se convoque a la Cámara y se proponga reunir a la Asam- 
blca General a efectos de sancionar al Ministro en cuestión 
En ese caso, la Cámara debe ser especialmente convocada con 
48 horas de antelación. Aquí, apurando los términos y prejuz- 
gando sobre lo que va a ocurrir, se adelanta, en ese llamado a 
Sala, la necesidad de aplicar el mecanismo establecido en los 
artículos 147 y siguientes. 


Pienso que eso no es correcto ya que, o bien se aplica el 
artículo 119 de la Constitución y se espera a ver si las explica- 
ciones son satisfactorias O no, o por el contrario, desde el 
primer momento se dice que se convoque a la Cámara a [in de 
presentar, ante la Asamblea General, una moción de censura. 
Esto, desde el punto de vista constitucional es algo absoluta- 
mente incorrecto, ya que no se pueden pedir las dos cosas al 
mismo tiempo. 


También quiero decir que la moción significa declarar, 
prejuzgar o llegar a la conclusión de que la respuesta del 
Poder Ejecutivo fue improcedente o indebida, porque no hizo 
jugar los mecanismos de los artículos 197 y 198 de la Consti- 
tución de la República. Sin embargo, considero que dichos 
mecanismos, de acuerdo con el contenido de la moción y con 
la naturaleza de los actos que se juzgan, que ya estaban consu- 
mados, no pueden ser puestos en funcionamiento. El artículo 
198, tal como lo expresa toda la doctrina -comenzando por 
Sayagués Laso y por Jiménez de Aréchaga- no se refiere a la 
gestión o a actos de los Directorios, sino a la conducta perso- 
nal de los Directores, los que pueden ser destituidos en caso 
de ineptitud, omisión o delito en el cumplimiento del cargo. 
En lo que se refiere a la gestión o a los actos, hay todo un 
procedimiento al respecto que inicia el Poder Ejecutivo. Aquí, 
el Senado, en la declaración que realizó al término de la 
interpelación anterior, invirtió los términos y asumió una tni- 
ciativa que no le correspondía, ya que ella corresponde al 
Poder Ejecutivo. Es este último Poder el que, cuando conside- 
ra ilegal o inconveniente la gestión o los actos de los Directo- 
res, puede iniciar el procedimiento y luego solicitar al Senado 
la remoción de los mismos o bien hacer las observaciones tel 
caso que, si son desatendidas, pueden llevar a la remocs. 
Ahora bien; ¿qué fue lo que ocurrió? Que el Senado dijo que 
había que remover a los miembros. Pero ¿cómo iba el Poder 
Ejecutivo a observar la gestión o suspender los actos si ya 
estaban consumados? El Banco Central del Uruguay -en el 
acierto o en el error, y admito esta última posibilidad- había 
autorizado al Banco de la República y a la Corporación Na- 
cional para el Desarrollo a vender el Banco Comercial. Sin 
embargo, el mismo se había vendido; las acciones habían sido 
transferidas e incluso, ya existían gestiones por parte de las 
nuevas autoridades de dicho Banco. Entonces, ¿cómo se iba a 
dar marcha atrás? Era algo absolutamente imposible, ya que 
estaba, como a veces de dice, “consumatum est”. Pienso que 
se podría haber emitido un juicio de valor sobre lo actuado 
por el Banco Central; pero, si se hubieran observado los actos, 
ese Banco hubiera dicho: “Observado estoy, pero la autoriza- 
ción que di ya produjo sus efectos”. 
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En consecuencia, vemos que los artículos 197 y 198 no 
podían funcionar en este caso. 


Por otra parte, ¿qué podía hacer el Poder Ejecutivo? El 
señor Ministro estuvo aquí y defendió la conveniencia de la 
venta del Banco Comercial, mientras que el Senado dijo que 
era inconveniente. Obviamente, eso lo puede decir; pero, ¿es 
lógico presumir que el Poder Ejecutivo podría reconocer aho- 
ra que la venta era inconveniente, porque se lo ha convencido 
de ello? Si así fuera, ¿qué otra cosa podía hacer? Absotuta- 
mente nada porque, reitero, los hechos ya estaban consumados 
y no existía posibilidad de observarlos, suspenderios o rectifi- 
carlos. 


Por estas razones y, fundamentalmente, en virtud de lo que 
mencioné al principio de mi intervención en cuanto a que no 
se puede mezclar el artículo 119 de la Constitución con el 147 
y siguientes -ya que estos deben aplicarse en una secuencia 
lógica- es que me opongo a esta moción de interpelación. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: aclaro que he escu- 
chado con mucha atención la autorizada opinión jurídica 
puesta de manifiesto por el señor Presidente del Senado. 


Si no entendí mal, el único motivo que ha expresado para 
oponerse a este llamado a Sala es el acápite de la convocato- 
ria. Siendo así -lo cual me congratula enormemente, ya que, 
entonces, nos estamos refiriendo a los artículos invocados y 
no a la conveniencia de llamar a Sala al señor Ministro- no 
tenemos ningún inconveniente en que se proceda a la convo- 
catoria del señor Ministro, pura y exclusivamente, de acuerdo 
con lo dispuesto por el artículo 119, si es que se entiende un 
obstáculo la mención que se hace al 147. Reitero que no 
tenemos ningún inconveniente en modificar la moción. 


Insisto, señor Presidente, que no está en nuestro ánimo in- 
terrumpir el debate sobre el tema de la carta, ni reiterar argu- 
mentos acerca de ella, y mucho menos es nuestro desco discu- 
tir algo que decidió el Senado de la República, que consideró 
inconveniente, que era la venta del Banco Comercial. Por el 
contrario, deseamos discutir el futuro a efectos de prevenir 
males mayores, es decir, para evitar futuras instancias en las 
que aquí tengamos que debatir, con o sin la presencia del 
señor Ministro, otros pésimos negocios. Es pura y exclusiva- 
mente con esa intención que hemos formulado nuestra mo- 
ción. Pero si lo que molesta es la mención que se hace al 
artículo 147, repito que no tenemos ningún inconveniente en 
modificar nuestra moción, ya que nos pareció que era eso a lo 
que se refería cl señor Presidente del Senado. En esta oportu- 
nidad, no nos oponemos a suprimir csa referencia cn esta 
convocatoria, lo cual no nos impide plantear esos mecanismos 
una vez que se esté llevando a cabo el llamado a Sala. 
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Muchas gracias, señor Presidente. 
(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desea aclarar que la 
mención que se hace al artículo 147 y siguientes no molesta; 
simplemente la Presidencia ha sostenido que constitucional- 
mente no procede en esta instancia. 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - Señor Presidente: la bancada herrerista 
desea una definición sobre este tema. Aquí ha sucedido un 
hecho político, que está dado por la presentación de una mo- 
ción de orden que ha sido considerada, y ahora se entreveran 
los hilos, puesto que algunos señores senadores se han pro- 
nunciado en contra de la misma, mientras que otros discuten 
sobre su retiro. En este sentido, nuestra postura es que tal 
moción de orden no puede ser retirada y, por ello, entendemos 
que debe votarse. Por supuesto, no la vamos a acompañar, ya 
sea de acuerdo con lo que establece el artículo 119 o por la 
vía de interpretación que ha hecho el señor senador Millor, es 
decir, suprimiendo la mención al artículo 147 y siguientes. 


Pensamos que aquí se ha producido un hecho político que, 
naturalmente, interrumpe el debate que el Senado de la Repú- 
blica estaba sosteniendo. El señor senador Millor -y los he- 
chos dirán si le asiste o no razón- ha considerado, junto con su 
compañero de bancada, el señor senador Irurtia, que había 
motivos suficientes como para finalizar esta discusión y pro- 
ceder de inmediato a convocar al señor Ministro de Economía 
y Finanzas, a fin de que informe, una vez más, sobre cl tema 
de la venta del Banco Comercial y acerca de lo que puede 
ocurrir. 


Me pregunto, pues, señor Presidente, ¿de qué vamos a se- 
guir hablando aquí? ¿De si las relaciones entre el Poder Eje- 
cutivo y el Poder Legislativo en función de la nota enviada 
por aquél, mejoraron o empeoraron? ¿De si esa nota es ina- 
ceptable, no convence o si se puede calificar de una u otra 
manera? No, señor Presidente. Aquí hay un sector parlamenta- 
rio de este Senado que pretende llevar adelante una moción de 
interpelación. Obviamente, no estamos en este ámbito para 
hacer las veces de “payasos en un circo”; estamos dispuestos a 
seguir adelante y a llevar a cabo la interpelación, siempre y 
cuando la moción presentada cuente con los votos necesarios. 
Reitero, señor Presidente, ¿qué es lo que podemos seguir dis- 
cutiendo aquí? ¿Qué sentido tiene continuar debatiendo sobre 
el tema de la nota enviada por el Poder Ejecutivo? En este 
sentido, pensamos que la misma muestra un cambio de actitud 
del Poder Ejecutivo en su relación con el Poder Legislativo 
respecto de la Administración anterior. Durante cinco años 
hemos asistido a declaraciones del Senado y de la Cámara de 
Representantes que no eran contestadas en su momento por el 
Poder Ejecutivo de la época. Eso cra interpretado como un 
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mal relacionamiento entre ambos Poderes. El hecho de que el 
Poder Ejecutivo solicite las versiones taquigráficas vinculadas 
con la decisión adoptada por el Senado en torno a este tema, y 
que, posteriormente, nos envíe una contestación, obviamente, 
no puede molestar a los señores senadores que aquél sea cohe- 
rente consigo mismo y que si un día le pareció aceptable la 
venta del Banco Comercial, hoy continúe creyendo que es 
conveniente para el país. Hay que tener en cuenta que si bien 
18 señores senadores interpretaron que dicha venta era incon- 
veniente para el país, hubo 13 senadores que no votaron esa 
moción. En ese momento fueron minoría; pues, de cualquier 
manera, quienes responden a la orientación del Poder Ejecuti- 
vo votaron contra la posición que resultó mayoritaria en el 
Senado. 


En consecuencia, parece totalmente razonable y lógico 
que la nota enviada por el Poder Ejecutivo, que demuestra su 
sensibilidad ante cl planteamiento formulado por el Senado, 
sea congruente con la intención inicial de proceder a la venta 
del Banco Comercial. Por otra parte, diría que abre la posibili- 
dad de que si hubo un error, éste se rectifique en futuras 
operaciones. Al respecto, no tengo dudas de que la mayoría de 
los integrantes del Senado descan futuras operaciones y repri- 
valizaciones de Bancos. Es más: el señor senador Ricaldoni, 
que estuvo en contra de la operación de venta del Banco 
Comercial, no se opone -y así lo manifestó hace unos momen- 
tos- a que el resto de la banca gestionada sea reprivatizada, 


En síntesis, señor Presidente, entendemos que aquí se inte- 
rrumpió el curso normal del desarrollo de esta sesión del Se- 
nado y se ha presentado una moción de orden absolutamente 
clara. Ya sea en virtud de lo que establecen los artículos 118 y 
119, o en función de lo dispuesto por el artículo 147 de la 
Constitución de la República, se intenta llamar a responsabili- 
dad a un Ministro. Entonces, pasemos a votar a fin de evitar 
que en la tarde de hoy continuemos argumentando en tomo a 
esta moción, y llegado el momento de la interpelación, vere- 
mos qué es lo que sucede. 


SEÑOR BOUZA. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZA. - Señor Presidente: descaría saber en 
qué estado estamos. 


Como se recordará, quien habla preguntó al señor senador 
Millor si estaba dispuesto a retirar momentáneamente su mo- 
ción, frente a lo cual se me respondió afirmativamente. Sin 
embargo, el Senado continúa discutiendo la moción presenta- 
da por el señor senador Millor. 


Por otro lado, no entiendo las afirmaciones que ha hecho 
el señor senador Raffo. Aparentemente, la bancada herrerista 
no desea discutir en torno a la nota enviada por el Poder 
Ejecutivo. ¿Acaso es que no tiene la confianza como para 
discutir esto? 
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SEÑOR RAFFO. - Eso no es así, señor senador. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa ruega a los señores 
senadores que se mantenga orden en la Sala. 


Puede continuar el señor senador Bouza. 


SEÑOR BOUZA. - Pienso que, de pronto, por la falta de 
orden hay mucha confusión. Es más: pienso que ha habido 
confusión desde el comienzo de este proceso, es decir, en la 
intención de quienes propiciaron la primera interpelación al 
señor Ministro de Economía y Finanzas, al decir que se trata- 
ba de un llamado a Sala para impedir una posible interpela- 
ción. En la segunda interpelación se cometió un nuevo error al 
reclamar al Poder Ejecutivo que aplicara disposiciones consti- 
tucionales que son facultad exclusiva de él. Por otra parte, 
creo que también el Poder Ejecutivo ha incurrido en un error 
al enviar esta nota. 


Dado que se trata de temas muy importantes en lo que 
tiene que ver con el punto de vista institucional, entiendo que 
los debemos discutir hoy y no rehuirlos con esta actitud de 
decir que se vote la moción de interpelación, para que cuando 
concurra el señor Ministro, el tema sea aclarado. Digo esto 
porque hay muchos aspectos que no corresponde sean discuti- 
dos cuando el señor Ministro concurra al Senado a brindar 
explicaciones. Entonces, reitero, si la bancada herrerista apo- 
ya al Gobierno, no debería rehuir esta discusión; por el contra- 
rio, tendría que aprovechar la actitud del señor senador Millor 
de retirar momentáneamente su moción a fin de que pueda ser 
considerada la nota enviada por el Poder Ejecutivo y luego, 
cuando culmine cse debate, el pedido formulado por el señor 
senador Millor, será juzgado por el Senado. Por lo tanto, si se 
hace de otra manera, adelanto que voy a solicitar un cuarto 
intermedio a fin de realizar consultas políticas, porque no 
estoy dispuesto a pronunciarme sobre la moción del señor 
senador Millor, sin que haya existido un debate previo acerca 
de la nota del Poder Ejecutivo y las motivaciones de la mis- 
ma, a través de las actuaciones anteriores del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia quiere puntuali- 
zar, en cuanto a su manejo del debate, que en su concepto el 
señor senador Millor no ha retirado su moción, lo que está 
habilitado a hacer; hay múltiples precedentes en el sentido de 
que las mociones se retiran o se aplazan en su consideración. 
Lo que dijo el señor senador Millor fue que estaba dispuesto a 
que el debate prosiguicra; la moción ha sido presentada pero 
no retirada. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite, señor Presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa advierte al señor sena- 
dor que ya ha hablado en infinidad de oportunidades, y sobre 


las mociones de orden se puede intervenir sólo una vez, 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - El señor senador 
Bouza hizo una alusión muy clara a la bancada herrerista y 
pienso que fuc con el ánimo de ilustrar esa confusión que dijo 
padecer. En ese mismo ánimo es que quisiera responderle, 


SEÑOR BOUZA. - No yo, señor senador, sino el Senado. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Si es de todo el 
Senado, con más razón corresponde hacer el esfuerzo de acla- 
rarla. 


Debemos señalar que la bancada herrerista no rehúye el 
debate de la respuesta brindada por el Poder Ejecutivo; aun- 
que considera que incurrir por sexta vez en el tema es un tanto 
excesivo y, a la postre, poco fructífero. Por lo tanto, planteado 
el tema, la bancada, de ninguna manera, rehúye discutirlo, Sin 
embargo, no está dispuesta a prestarse a un debate cuando ya 
hay un punto final -un asesino, como dijera el señor senador 
Batalla- presentado. Este es un hecho político irreversible, 


Asimismo, debo manifestar que no juzgo las intenciones 
del señor senador Millor al presentar la moción, y tampoco 
dudo de que cuando solicita su retiro, lo anima la mejor buena 
voluntad, pero el hecho político ya se produjo. Por lo tanto, no 
tienc ningún sentido que hagamos un ejercicio intelectual de 
seguir adelante con el sexto debate sobre el tema, que va a ser 
una suerte de gimnasia preparatoria acerca de una séptima 
discusión sobre lo mismo. 


Repito que no rehuimos el debate, pero no estamos dis- 
puestos a prestarnos a una discusión reiterativa, con un desen- 
lace conocido de antemano, para tener que volver a ella nue- 
vamente dentro de quince o veinte días. Creemos que lo que 
se planica es una actitud totalmente lógica y ello no depende 
de que quien lo haga sea o no la bancada de gobierno, ya que 
es del más elemental sentido común. 


Entonces, lo lógico es que el hecho político que ya se 
produjo se dilucide en un sentido u otro y, por lo tanto, lo 
discutimos hoy o, si se aprueba la moción presentada por el 
señor senador Millor, lo haremos en ocasión de realizarse la 
sesión correspondiente. Reitero que no tiene ningún sentido 
que hagamos hoy el sexto o séptimo ejercicio intelectual, pura 
y exclusivamente para divertimento de los señores senadores, 
y después repetirlo con el señor Ministro presente. Pienso que 
este razonamiento es del más elemental sentido común y to- 
talmente independiente de lo que plantee la bancada de go- 
bierno. Por supuesto que cada uno tiene derecho a razonar 
como se le ocurra pero, desde mi punto de vista, el que plan- 
teamos es totalmente lógico, aplicable a cualquiera de jos 
señores senadores. 


Además, debemos precisar que no tuvimos la iniciativa de 
este debate que hoy se está llevando a cabo, pero no la rehui- 
mos, tampoco fuimos nosotros quienes presentamos la mo- 
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ción, aunque no la rehuimos, pero se debe tomar una resolu- 
ción antes de continuar hablando, ya que lo estaríamos ha- 
ciendo sin ningún sentido. 


SEÑOR BOUZA. - Pido la palabra para contestar una alu- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene Ja palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿El señor senador ya había he- 
cho uso de la palabra para referirse a la moción de orden? 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Ante el cariz que 
ha tomado cl debate, no lo recuerdo, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para contestar una alusión, tiene 
la palabra el señor senador Bouza. 


Estamos fuera del Reglamento pero, en fin, prosigamos. 


SEÑOR BOUZA. - Seré muy breve a fin de no molestar al 
señor Presidente. 


Simplemente digo que si se entiende por divertimento dis- 
cutir las responsabilidades institucionales del Poder Ejecutivo 
y del Parlamento, no sé qué puede ser importante en este país, 
Si la bancada de gobierno no quiere discutir cuáles son las 
competencias que cl Poder Ejecutivo tienc que ejercer en ex- 
clusividad, y cuáles son las que el Parlamento tiene frente a la 
actuación de dicho Poder, pienso -si eso es divertimento- que 
tampoco la bancada de gobierno sabe lo que ticne que hacer. 


SEÑOR ARAUJO. - Pido la palabra. 
SEÑOR SANTORO. - Siguen las alusiones. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sí, señor senador; hay alusiones 
de todas partes y en todos los sentidos, porque hace rato que 
se está hablando cuando no debía hacerse. 


Tienc la palabra el señor senador Araújo para ocuparse de 
la cuestión de orden. 


SEÑOR ARAUJO. - Señor Presidente: en este estado de 
confusión, que va en aumento, creo que cabe recordar cómo 
se procesó todo esto. Habían hecho uso de la palabra los 
señores senadores Astori y Ricaldoni; en el momento en que 
el doctor Aguirre Ramírez iba a abandonar la Presidencia del 
Cuerpo para hacer uso de la palabra, los señores senadores 
Millor e [rurtia presentan la moción. En cse instante la Mesa 
estableció con claridad que esa moción podría interrumpir el 
debate, a lo que el señor senador Millor aclaró que de ninguna 
manera ello iba a suceder. En este entendido fue que la Mesa 
hizo que se diera lectura a la nota. Así fue como comenzó 
todo esto. Por lo tanto, nadie cuestionó el procedimiento de la 
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Mesa. Es decir que la discusión no quedó interrumpida, sino 
que se dio lectura a la nota. Luego, cada señor senador o ban- 
cada es dueño de establecer si desca o no hacer uso de la pala- 
bra. Por lo tanto, si la bancada oficialista determina que a esta 
altura y luego de conocer la nota elevada al Cuerpo, no debe 
hacerlo, cs, pues, una decisión política de la bancada de go- 
bierno que, naturalmente, debemos aceptar. Si nadie quiere 
hacer uso de la palabra, entonces se debe poner a votación la 
moción. En consecuencia, creo que el debate no quedó inte- 
rrumpido por decisión de la Mesa y tácita confirmación por 
parte del Cuerpo; el diálogo quedó abierto, todos podemos 
hacer uso de la palabra, podemos referimos a la carta remitida 
por el Poder Ejecutivo en la persona del señor Presidente de la 
República y del señor Ministro de Economía y Finanzas. Rei- 
tero que si no se desca hacer uso de la palabra, se pondrá a 
votación la moción presentada por los señores senadores Mi- 
llor e Irurtia, representantes de la “Cruzada 94”. Por lo tanto, 
creo que esto es lo que corresponde. 


Por último, me alegro que cl señor senador Bouza haya 
solicitado la palabra para hacer una aclaración. Pienso que su 
preocupación es la nuestra y, seguramente, la de todo el Cuer- 
po. 


Debo manifestar que tengo la clara sensación de que aquí 
en ningún instante he venido -ni vendré- en actos de diverti- 
mento; cuando concurrimos al Parlamento lo hacemos en re- 
presentación de quienes nos han elegido y con la responsabili- 
dad que corresponde. Por lo tanto, no diría de ningún legisla- 
dor que concurre al Parlamento en actos de divertimento. 


Quería dejar sentada esa aclaración por la cuota parte que 
pueda corresponderme. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por supuesto que la Mesa no 
quiso interrumpir el debate; tan así es que quiso intervenir en 
él. Lo que sucedió es que ante la solicitud de que se leyera la 
moción de orden -que la Mesa no podía desconocer- procedió 
a hacerlo y acto seguido hubo señores senadores -principal- 
mente el señor senador Santoro- que reclamaron que se vota- 
ra. Como reglamentariamente ello es lo que corresponde, la 
Mesa entendió que se tenía que votar y Cs, precisamente, lo 
que va a hacer, si el Cuerpo no resuelve lo contrario. 


SEÑOR IRURTIA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR IRURTIA. - Como firmante de la moción, junto 
con el señor senador Millor, solicito a la Mesa nos autorice el 
retiro momentánco de la misma. Realizamos este pedido cn 
virtud de la solicitud realizada por el señor senador Bouza y 
de esa forma poder proseguir con la discusión del tema de 
fondo, o sea, la nota enviada por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Disculpe, señor senador, pero la 
moción acaba de ser retirada por uno de los mocionantces, y 
eso no lo puede impedir la Mesa. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Lo que sucede, señor 
Presidente, es que ha habido alusiones políticas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Señor Presidente: simple- 
mente, desco manifestar que a la bancada herrerista le resulta 
inaceptable que se afirme que ella no desca ocuparse del 
tema. En realidad, disponemos de suficientes argumentos y de 
personas con experiencia como para ocuparse de esta moción 
o de cualquier otra. 


La bancada de gobierno entiende -y en esto ha sido muy 
clara- que es absolutamente inútil todo lo que pueda decirse 
desde ahora hasta el momento en que se proceda a la vota- 
ción, ya que la moción es muy clara. Si en ella se expresa que 
se va a interpelar al señor Ministro, significa que los señores 
senadores que la formularon -y quienes están de acuerdo con 
ella- se niegan a ser convencidos. Por lo tanto, no hay argu- 
mento posible que los haga cambiar de idea. Entonces, me 
pregunto con qué sentido los integrantes de la bancada de 
gobierno o cualquier otro señor senador van a ocuparse de un 
tema, respecto del cual ya se ha decidido que se va a proceder 
de determinada manera. Al pedir que se dé lectura a la mo- 
ción, en realidad, se estaba diciendo que, más allá de lo que se 
argumente, se iba a votar de dcierminada manera. 


Reitero que la bancada de gobierno no se niega a discutir 
este tema ni ningún otro. Considero que cuando ya se sabe 
cuál va a ser el resultado de una votación, se está perdiendo 
inútilmente el tiempo. Insisto en que más allá de las razones 
que expongamos, de todos modos, no vamos a convencer a 
nadie. Por ese motivo, pensamos que no es conducente conti- 
nuar refiriéndonos a este tema, por lo cual proponemos que se 
proceda a votar ahorrándole al Senado, diez, doce o catorce 
discursos que no van a ser productivos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia no puede impe- 
dir que uno de los mocionantes retire la moción. Si el debate 
prosiguicra, cl que hahla estaba anotado para hacer uso de la 
palabra, pero resigna ese derecho porque lo que iba a expresar 
-si bien a toda velocidad y telegráficamente- ya lo manifestó. 


SEÑOR SINGLET. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SINGLET. - Señor Presidente: voy a formular 
algunas consideraciones a título personal, en virtud de que 
nuestro sector no adoptó posición sobre este tema, Además, 
como cs notorio, el señor senador Pereyra -que preside el 
Movimiento Nacional de Rocha- no se encuentra en el país. 
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Me parece que este asunto es lo suficientemente importante 
como para que asuma responsabilidad, fijando la postura que 
tenemos sobre el asunto planteado. 


Creo que no corresponde centrar el análisis en detalles 
meramente formales o jurídicos. Este es un asunto eminente- 
mente político. El Poder Ejecutivo dispuso investigar, a su 
iniciativa -y no a solicitud del Senado- la gestión del Banco 
Central, seguramente, para analizar la aplicación de los meca- 
nismos de remoción. Para nosotros, esta es una parte del pro- 
blema. 


A nuestro juicio, este informe no es demasiado concluyen- 
te, ya que hace referencia a lo exiguo del plazo que tuvieron 
los informantes y porque, además, en principio, señala que no 
surgen actos que vulneren el régimen legal. Nos parece que la 
importancia de] tema era suficiente como para que dicho pe- 
ríodo no hubiera sido escaso y el informe hubiera sido profun- 
do. Asimismo, pienso que se debe aceptar que no es forzado 
porque, desde nuestro modesto punto de vista, tiene argumen- 
tos que van precisamente en contra de la posición que se 
pretende defender, 


Tal como se ha señalado, cn la página 15 del Informe de la 
Presidencia de la República, se expresa que se ha determinado 
de manera fehaciente que los servicios del Banco Central han 
indicado carecer del tiempo suficiente para examinar con de- 
tenimiento la documentación presentada; que desconocen si 
existo alguna clase de compromiso o garantía otorgada por los 
futuros accionistas más acreditados, y que suponen que se ha 
verificado su idoncidad y solvencia moral. 


En definitiva, creemos que en el Banco Central, por lo 
menos, no se ha actuado con la debida prudencia. Por eso no 
podemos entender que entre las conclusiones, concretamente 
en el literal e) que figuran en la página 16, se manifieste que 
existió efectiva intervención de los servicios técnicos del Ban- 
co Central des Uruguay. Si esta es una efectiva intervención, 
me pregunto cómo habría sido si no tuviera estas característi- 
cas. 


Por su parte, en el literal c) se indica que respecto de la 
evaluación sobre la conveniencia del Poder Ejecutivo, corres- 
pondería tener presente la rebaja resultante del precio estima- 
do en virtud del ajuste producido, por ser éste el elemento 
determinante de la moción de responsabilidad. 'Vaya impor- 
tancia que tiene el literal c)! 


Asimismo, este informe hace hincapié en la no constata- 
ción de irregularidades. En cl numeral 4) de las conclusiones, 
se agrega que el análisis de oportunidad y conveniencia excc- 
de las facultades de la Asesoría Jurídica, Nosotros creemos 
que, precisamente, se trata de esto. A nuestro criterio, bastaría 
esta sola frasc para señalar que nada cambia el pronuncia- 
miento dci Senado, porque su declaración ratifica la convic- 
ción de la inconveniencia de la operación. Si el informe de la 
Asesoría Jurídica incursiona en una serie de aspectos, pero no 
en el de la conveniencia, no introduce nada nuevo en la decla- 
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ración de este Cuerpo, a pesar de que en el literal c) se expre- 
sa que no se puede desdeñar la importancia de la rebaja resul- 
tante del precio. 


Ej Senado no esperó otra instancia ya que, cn base a sus 
propias conclusiones, ya se pronunció sobre la inconveniencia 
de la operación que ha considerado totalmente perjudicial. Por 
lo tanto, dejando a un lado los aspectos formales o jurídicos, 
nos preguntamos si los señores Directores crecen que es impor- 
tante seguir contando con el aval que este Cuerpo les otorgó 
en el momento de aprobar sus venias. Estamos seguros que al 
Poder Ejecutivo le Interesa que ellos cuenten con él, pero si 
no tiene los mecanismos jurídicos para provocar la remoción, 
el Senado debería saberlo porque, seguramente, existen los 
instrumentos políticos para superar esta instancia. 


Desde nuestro punto de vista, estos componentes son esen- 
ciales en este panorama; incluso, más que las razones jurídi- 
cas. 


En el día de ayer tuve ocasión de escuchar las declaracio- 
nes de un señor legislador que destacaba la sensibilidad del 
Poder Ejecutivo -que también nos place reconocer- al dispo- 
ner esta investigación, Concretamente, señalaba que este no es 
un tema aislado, sino que se inscribe en un contexto. Sin 
perjuicio de la importancia que pueda tener para nuestro país 
la venta de un Banco como el Comercial, creo que podemos 
admitir que es imposible analizar cl hecho fuera de su entor- 
no. Dentro de ese contexto, no debemos olvidarnos, funda- 
mentalmente, de su Presidente -que siempre ha sido factor de 
polémica- de los problemas que han existido con el Banco de 
la República -al que se ha pretendido anular en su rol de 
institución de fomento- del Banco Hipotecario -al que se le 
imponen topes mientras se reclaman mayores recursos- y de 
las discusiones en torno a la venta del oro. Cabe acotar que el 
señor Presidente del Banco Central -lo sé porque tuve ocasión 
de asistir a la Comisión de Hacienda cuando se trató este 
tema- brindó una información no ajustada a la realidad. Es 
más; los datos que proporcionó el señor Presidente del Banco 
Central no resultaron avalados por los documentos que, poste- 
riormente, se remiticron a la Comisión de Hacienda, ya sea en 
lo que tiene que ver con la cantidad de oro utilizado como con 
supuestas resoluciones de Directorios que autorizaban un ma- 
nejo personal del asunto, ya que éstas tampoco existían. 


En consecuencia, esto se ha convertido en un factor irrita- 
tivo del clima político, así como cn un motivo permanente de 
polémica. Se trata de un aspecto que, a nuestro juicio, no 
puede estar ausente en la dilucidación de este problema. 


Por otra parte, pensamos que al Poder Ejecutivo, natural- 
mente, le interesa canalizar estas actuaciones, de forma tal 
que cllo contribuya al clima político que necesita el país y al 
mejor funcionamiento institucional del Banco Central del 
Uruguay que acusa una situación de total deterioro en la rela- 
ción personal entre los Directores, lo que ha sido unánime- 
mente reconocido. 
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Por todo esto, señor Presidente, y sin perjuicio de no estar 
habilitado para cxpresar la posición del Movimiento Nacional 
de Rocha, en el día de hoy -en consecuencia no vamos a 
acompañar la moción a que se ha dado Jectura- dejamos cons- 
tancia de nuestra preocupación porque todos los hechos que se 
dicen que forman parte de este contexto, son agravantes y, 
ninguno atenuante. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pienso que cl tema 
que hoy nos ocupa, quizás, haya generado ciertas confusiones 
y por ello no se alcancen a ver algunos aspectos jurídicos y 
políticos que, a mi juicio, son importantes, Incluso, estos pue- 
den llegar a constituir precedentes nesgosos en la vida institu- 
cional del país. 


Por otra parte, tal como se ha manifestado aquí, en reitera- 
das oportunidades, cl Parlamento, a través de sus dos Cáma- 
ras, debatió, se pronunció en cinco ocasiones sobre este tema 
y siempre mantuvo una constante que fue la de no censurar al 
Ministro del ramo. El último pronunciamiento tuvo lugar 
aquí, en el Senado, y revistió, a mi juicio, algunas característi- 
cas especiales que vale la pena recordar. 


En primer lugar, esa sesión del Senado se Hevó a cabo con 
posterioridad a la ejecución y venta del Banco. Quiere decir, 
que la resolución del Senado que motivó la contestación del 
Poder Ejecutivo y, por tanto, este debate, se produjo una vez 
que la ejecución de la venta del Banco Comercial estaba abso- 
lutamente terminada y no había nada que nadie pudiera hacer 
al respecto. 


En segundo término, cabe señalar que en esa quinta opor- 
tunidad el Senado siguió la misma línea de los cuatro pronun- 
ciamientos anteriores, resolviendo no censurar al Ministro por 
esa operación. Asimismo, demás está decir que la posición del 
Poder Ejecutivo, en las cinco instancias -por ende también en 
esta última que, reitero, se produjo cuando la operación ya 
había sido consumada- fue exactamente la misma. En todos 
los casos el Poder Ejecutivo mantuvo la misma postura y la 
consideró conveniente. 


Por su lado, el Senado, en la quinta ocasión emitió una re- 
solución que en su segundo punto tiene un contenido, a mi 
criterio, un tanto inédito porque dudo que haya existido otra 
instancia jurídica similar en la historia del país. Me refiero al 
punto en que se declara necesario que el Poder Ejecutivo 
ejerza las responsabilidades constitucionales correspondientes 
sobre quienes negociaron la operación. Pienso que vale la 
pena detenerse un minuto para analizar esa resolución desde 
el punto de vista jurídico, ya que tiene un contenido de esa 
naturaleza que no se puede ignorar, y que se vincula con el 
aspecto constitucional. 
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Quizás se pueda interpretar -tal como lo hizo un señor se- 
nador preopinante- que lo que el Senado estaba haciendo era 
ordenar y solicitar al Poder Ejecutivo la remoción de determi- 
nados Directores. Creo que desde el punto de vista jurídico e 
institucional, esta interpretación jamás puede caber. El Sena- 
do o el Parlamento en general no tienen facultades, ni para 
ordenar, ni siquiera para pedir la remoción de Directores de 
Entes Autónomos, cuya iniciativa, de acuerdo a la Constitu- 
ción corresponde en forma exclusiva al Poder Ejecutivo. 


Por otro lado, valdría la pena que meditáramos un segundo 
sobre qué hubiéramos hecho nosotros si la situación hubiera 
sido a la inversa, es decir, si algún otro Poder del Estado le 
hubiera señalado al Parlamento, dentro del ámbito de sus 
competencias, qué era lo que debía o no hacer. 


Por olra parte, pienso que esto puede constituir un prece- 
dente sumamente peligroso porque, con el mismo criterio, en 
cl día de mañana el Parlamento podría señalarle a cualquier 
otro Poder del Estado -dentro del ámbito de las competencias 
de éste- lo que una de las Cámaras, o el Parlamento en con- 
junto, considera que debe ser el ejercicio de sus facultades. A 
mi juicio, todo esto vulnera claramente un principio nítida- 
mente establecido en el sistema constitucional uruguayo como 
es el de separación de Poderes. 


Pienso que también existe otra confusión y es la de creer 
-aun Suponiendo que el Senado tuviera facultades constitucio- 
nales para dictar ese tipo de orden o pedido- que jurídicamen- 
te el Poder Ejecutivo podía ejercer las competencias -aparte 
del hecha de que le son privativas- estipuladas en los artículos 
197 y 198 de la Constitución de la República. Tal como lo ha 
explicado el señor Vicepresidente de la República, ninguno de 
los dos artículos encaja -aun cuando el Poder Ejecutivo hu- 
bicra querido tomar la iniciativa- en este caso. Concretamen- 
tc, el artículo 197 está referido no a Directores individuales 
sino a los Directorios y es inaplicable desde el momento en 
que la venta estaba consumada. Más aún; sí hubiera sido posi- 
ble aplicar el artículo 197 y segun jurídicamente esa declara- 
ción del Senado, a mi juicio, el Poder Ejecutivo habría estado 
obligado a ejercer esa responsabilidad ya no sólo sobre los 
Directores, o el Directorio entero del Banco Central, sino tam- 
bién sobre los Directores de los dos accionistas que, en defini- 
tiva, firmaron la venta del Banco Comercial. Es decir, que esa 
responsabilidad hubiera recaído sobre el Directorio de la Cor- 
poración para el Desarrollo y sobre el del Banco de la Repú- 
blica, en su calidad de accionistas. 


Por otro lado, tal como lo explicara el señor Vicepresiden- 
te de la República, cl artículo 198 no era aplicable en este 
caso, aun cuando el Senado hubiera tenido la facultad consti- 
tucional de ordenarle al Poder Ejecutivo que lo aplicara. 


Ánte esta situación jurídica que es muy clara, cabría pre- 
guntarse cuál fue la reacción del Poder Ejecutivo. Una de las 
posibilidades podría haber sido la de ignorar la declaración 
del Senado porque, desde el punto de vista jurídico, tenía todo 
el derecho y facultades para hacerlo. Inclusive, podríamos 
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discutir si no tenía el deber de hacerlo en salvaguarda de sus 
competencias que van más allá de las personas que ocupan los 
cargos. Sin embargo, no lo hizo. 


Aquí se ha reconocido, por parte de los señores senadores 
pertenecientes a otras tiendas que el Poder Ejecutivo en un 
acto de sensibilidad, sin detenerse en los aspectos constitucio- 
nales a los que hice referencia anteriormente, tomó esa decla- 
ración del Senado, instruyó una suerte de investigación y 
tuvo, a mi juicio, la gentileza de responderle a este Cuerpo. 
Reitero, que procedió de esta forma sin estar, jurídicamente, 
obligado a ello, 


Ante esta respuesta del Poder Ejecutivo he observado aquí 
manifestaciones de desagrado. Frente a ello, pensé que en esta 
materia no podía haber sorpresas en cuanto al fondo del asun- 
to ya que en cinco oportunidades, el Poder Ejecutivo, a través 
de su Ministro de Economía y Finanzas reiteró en el Parla- 
mento que consideraba que la venta era conveniente y, en la 
última instancia, lo hizo cuando esa venta ya había sido ejecu- 
tada. Entonces, ¿qué se podía esperar del Poder Ejecutivo? No 
hubo hechos supervenientes, por lo que ¿con qué asidero se 
podía suponer que el Poder Ejecutivo iba a considerar ahora, 
terminados todos los hechos y transcurridas las cinco instan- 
cias parlamentarias, que la venta no era conveniente? Siguien- 
do adelante con este razonamiento, ¿en qué puede basarse 
para sostener que esta respuesta del Poder Ejecutivo -con la 
que, evidentemente, se podrá no estar de acuerdo en cuanto a 
Su contenido; no lo hubo en cinco instancias parlamentarias- 
agravia al Senado o al Parlamento en su conjunto? De esa 
manera, ¿no estaríamos sentando el precedente de que todas 
las instituciones y todo el resto del país está obligado a acep- 
tar las manifestaciones de deseo de una de las Cámaras fuera 
del ámbito de su competencia? Pero, además, ¿cómo puede 
aceptarse el razonamiento que se ha hecho aquí en el sentido 
de que las manifestaciones del Parlamento son, de alguna 
manera, jurídicamente distintas a las de los demás Poderes por 
el hecho de que aquí haya una mayor representación del elec- 
torado? Constitucionalmente, todos sabemos que csto no es 
así, ya que la Carta otorga a cada uno de los Poderes su 
ámbito de competencia y ninguno puede agraviar a los otros 
por el hecho de ejercerla legítimamente. 


Con relación al hecho político superveniente en esta se- 
sión, que fue la presentación de la moción que efectuaran los 
señores senadores Millor e Irurtia, es necesario preguntarse 
qué actitud, analizada desde el punto de vista jurídico, puede 
tomar este Cuerpo. Si se produce el llamado a Sala del señor 
Ministro, ¿podría el Cuerpo censurarlo basándose en la opera- 
ción del Banco Comercial? Después de que el Parlamento en 
cinco oportunidades se expresó en el sentido de que no era 
censurable -la última tuvo lugar meses después de que la 
operación había terminado- ¿puede éste decir que ha cambia- 
do de opinión -siendo que no ha habido hechos supervenien- 
tes- y en contradicción a todo lo resuelto anteriormente deci- 
dir que aquel ahora sí tiene responsabilidad? Entiendo que, si 
el Senado tomara esa decisión, estaría -reitero- sentando un 
peligroso precedente al decir que cuando otro Poder del Esta- 
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do no cumple con sus deseos -aun cuando se manifiesten en 
áreas ajenas a su competencia- lo va a censurar. Con el mismo 
criterio, si el Senado discorda en el futuro con la decisión de 
un Juez, ¿no podría manifestar su voluntad de que la Suprema 
Corte de Justicia lo destituya porque en este Cuerpo hay más 
votos que los que llevaron a los Ministros de la Corte al 
ejercicio de sus cargos? 


Creo claramente, señor Presidente, que estamos ante un 
tema con ribetes jurídicos serios y graves que, reitero, pueden 
sentar precedentes peligrosos para el futuro del país. Conside- 
ro que hay que ser muy cuidadoso en esta materia y que, más 
allá de los aspectos políticos que muchas veces ocupan el 
centro de nuestra atención, el Cuerpo tiene que prestar parti- 
cular interés a estos temas jurídicos que son inseparables de 
los anteriores. Ei Senado no puede hacer una manifestación 
que sea jurídicamente neutra, dada la historia de este aconte- 
cimiento. Ya sucedió en una oportunidad. Parte del problema 
que hoy se genera nace en esa decisión del Senado a la que 
hice referencia al término de la quinta interpelación o llamado 
a Sala al señor Ministro por el tema del Banco Comercial. El 
segundo punto de esa resolución tergiversó claramente el fun- 
cionamiento constitucional en materia de remoción de Direc- 
tores de Entes Autónomos y significó una invasión a las com- 
petencias del Poder Ejecutivo, vulnerando el principio de se- 
paración de Poderes. A mi juicio, eso trajo aparejado el pro- 
blema que hoy nos ocupa. Creo que el Cuerpo tiene que cui- 
dar de no agravar todavía más esa Situación y no permitir que 
aspectos políticos -muchas veces de corto plazo- primen sobre 
asuntos de carácter institucional, que tienen una trascendencia 
mucho mayor y permanente en la historia del país. 


Por esos motivos, señor Presidente, consideramos no sólo 
que no puede haber razones de agravio a la actitud, a mi 
juicio, de sensibilidad política del Poder Ejecutivo en respon- 
der al Parlamento, sino que tampoco cabe que el Cuerpo tome 
decisiones sobre este tema que, reitero, está concluido desde 
meses atrás, sobre el que no ha habido hechos supervenientes 
y acerca del cual el Parlamento, por medio de sus dos Cáma- 
ras, ya se pronunció en cinco oportunidades de manera cons- 
tante, resolviendo que no había responsabilidad del señor Mi- 
nistro en la referida operación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Como tengo entendido que hay varios 
señores senadores anotados para hacer uso de la palabra y 
como nosotros, después de haber retirado la moción, la hemos 
vuelto a presentar con el texto corregido, solicito que se pro- 
rrogue el término de la sesión hasta que todos se expresen y se 
pueda votar nuestra propuesta. 


SEÑOR RAFFO. - Si hay otra moción, debe lecrse. 
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SEÑOR MILLOR. - La moción no se ha presentado para 
que se lea, salvo que haya un ánimo de entorpecer el debate, 


SEÑOR PRESIDENTE. - En ias sesiones de interpelación 
o de llamado a Sala es muy común que haya mociones en la 
Mesa y que no se lean hasta que se termine la lista de orado- 
res inscriptos para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - No dudo de que la Mesa administra de 
muy buena manera el Reglamento del Senado, pero si hubiera 
llegado a ella una moción de similar tenor o calibre que la 
anterior en que sólo se diferenciara por algún artículo de la 
Constitución a que se hiciera alusión, parecería una burla al 
Cuerpo que se haya procedido a su reliro para luego presentar 
otra similar. Entonces, resulta que la moción que se había 
retirado está latente mientras nosotros seguimos discuticpdo 
otra cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Señor senador: todos sabemos 
cuál es la situación; la moción fue retirada para habilitar la 
prosecución del debate, pero sabemos que iba a presentarse 
nuevamente. Quien Ja formula no ha solicitado que se lea, de 
manera que no entiendo correcto hacerlo porque se volvería 1 
la discusión circular que mantuvimos anteriormente. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena 
dor, 


SEÑOR KORZENIAK. - Sin pronunciarme sobre el “cali- 
bre” de la moción de orden que acaba de presentar el señor 
senador Millor, me parece que es sin duda clarísima. No re- 
cuerdo si es de las que admite o no discusión, pero lo que 
acaba de solicitar el señor senador Millor es que se protrogm 
el término de la sesión hasta que se agote la lista de oradores 
inscriptos. Entonces, pienso que debe yotarsc, a menos que 
alguien quiera oponerse a dicha prórroga, para lo que tendría 
que fundamentar su posición. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se prorroga e! 
término de la scsión hasta que se termine la discusión dei 
tema. 

(Se vota:) 

-22 en 28. Afirmativa. 


SEÑOR BOUZA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor. 
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SEÑOR BOUZA. - Señor Presidente: como bien se ha 
señalado, estamos en una nueva etapa de un proceso que lleva 
ya bastante tiempo y que, como nació mal, seguramente ter- 
minará en la misma forma. Digo que nació mal teniendo en 
cuenta que mi preocupación es la misma que ha manifesiauo 
el señor senador Astori, es decir -reproduciré más o menos sus 
palabras- la de que debemos evitar el deterioro de relaciones 
entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento. Creo que, a fin de 
evitar ese deterioro, lo que el Parlamento debe hacer es cum- 
plir con sus obligaciones constitucionales, a igual que lo debe 
hacer el Poder Ejecutivo. Cuando no se cumple con las dispo- 
siciones constitucionales, aparece el deterioro de las institu- 
ciones y cl riesgo de su desprestigio. 


Este proceso nació mal, además, porque si recordamos la 
primera interpelación realizada en el Senado, sobre la venta 
del Banco Comercial, el miembro interpelante, señor senador 
Astori, dijo en reiteradas ocasiones que su intención era la de 
evitar que cl Poder Ejecutivo, por medio del Banco Central o 
de las autoridades correspondientes, pudiera culminar las ges- 
tiones relativas a dicha venta. Recuerdo asimismo que, en 
determinado momento de esa interpelación, le señalé al señor 
senador que eso no era de competencia específica del Parla- 
mento. El Poder Legislativo tiene por misión juzgar la políti- 
ca, la gestión del Poder Ejecutivo y, para poder hacer un 
juicio al respecto, debe actuar “a posteriori” de la gestión 
realizada por aquel Poder. Sin embargo, cuando el Poder Le- 
gislativo pretende señalar conductas a lo que será la gestión 
del Poder Ejecutivo de forma anticipada, no está ejerciendo lo 
que son sus obligaciones constitucionales y, además, como 
consecuencia de ello interfiere cn lo que es el deterioro del 
otro Poder, ya que no espera el momento indicado y posterior 
para hacer el juicio respectivo a favor o en contra. 


Así se inició este proceso que, repito, nació mal. A esto 
sobrevino una segunda interpelación realizada el pasado mes 
de agosto, culminándose en ella con una moción que obtuvo 
la mayoría de votos que la acompañaron y en la que se vuelve 
a reincidir en cl mismo error, Por aquel entonces la venta del 
Banco Comercial ya se había realizado y, en vez de que el 
Senado se dedicara exclusivamente a juzgar la conducta de la 
Administración y la del señor Ministro responsable, pretendió 
decir al Poder Ejecutivo algo que ya está previsto en los 
artículos 197 y 198 de la Constitución, relativos a las compe- 
tencias exclusivas de ese Poder, de esta forma, volvió a me- 
terse en lo que no le correspondía. Volvimos a colocar la 
carrcta delante de los bueyes y, por consecuencia, creamos 
una situación constitucional anómala. El Poder Ejecutivo 
cuenta con facultades a texto constitucional expreso para ob- 
servar los actos de los Directores de los Entes Autónomos y 
para proponer a este Cuerpo su remoción; esa es su iniciativa 
exclusiva, reconocida por la Constitución. El Senado, que en 
la instancia de la remoción puede ser el juez final concedien- 
do la venia solicitada, se adelanta y le dice a ese Poder que 
haga la remoción y que observe los actos, que luego este 
Cuerpo se los convalidará. Ese es un antejuicio, es como si un 
Juez le dijera a un Fiscal que primero acuse y que luego él 
aceptará su acusación como condena. ¡Qué mal opinaríamos 
de un Juez que actúa de esa forma! 
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Entonces, estuvo mal el Senado en la primera interpela- 
ción y volvió a estarlo en la segunda por medio de ese pro- 
nunciamiento; ahora estamos ante una discusión debido a una 
nota enviada por el Poder Ejecutivo. Compartimos algunas de 
las afirmaciones que las distintas bancadas han hecho sobre 
ella; creemos que el Poder Ejecutivo debió haber ahorrado 
esta discusión al Senado defendiendo lo que son sus compe- 
tencias, celoso de la Constitución y debió haber ignorado lo 
que fue una invasión de esas competencias por parte del Par- 
lamento. No debió haber enviado esta nota, ni poner en fun- 
cionamiento los mecanismos establecidos por los artículos 
197 y 198 de la Constitución, si consideró que no correspon- 
día aplicarlos, según su libre arbitrio; su comunicación a este 
Cuerpo nada agrega y, además, lo único que hace es generar 
-como bien lo señaló el señor senador de Posadas Montero- 
una sexta discusión para que luego en una séptima se vuelva a 
debatir. De esa manera, asimismo, el Poder Ejecutivo contri- 
buye al desprestigio de las instituciones y a la poca considera- 
ción que ya tenemos frente a la opinión pública al caer reite- 
radamente en el mismo error, reincidiendo en los mismos 
episodios y hartando definitivamente a quien ya nos está juz- 
gando que es el pueblo de la República. 


Por todas estas razones creo que debemos reflexionar y 
preocupamos; ya ven los señores senadores que no voy a 
utilizar los veinte minutos que me corresponden. 


Podría referirme, lateralmente, a las manifestaciones del 
señor senador Millor y decir que en ellas se vuelve a caer cn 
lo mismo; se llama al señor Ministro de Economía y Finanzas 
para advertirle que si existen otras eventuales negociaciones 
no deben tomarse los caminos por los que se transitó en la 
venta del Banco Comercial. Lo que corresponde, repito, es 
que esta Cámara luego de producida la venta de los Bancos 
La Caja Obrera y Pan de Azúcar, o la de alguno de ellos, se 
juzgue la conducta del Poder Ejecutivo por medio de la ges- 
tión cumplida por los Directores del Banco de la República, 
de la Corporación Nacional para el Desarrollo y del Banco 
Central dci Uruguay, a favor o en contra, según comparta o no 
los criterios aplicados. 


Por lo expuesto, señor Presidente, pienso que iniciamos 
mal el camino, que lo desarrollamos en igual forma y que, por 
lo que veo, continuaremos haciéndolo en el futuro y cada vez 
peor. Me parece que en esos términos es en jos que nos debe- 
mos ubicar, dando además una respuesta a la ciudadanía. No 
creo que sea perder el tiempo tratar de que cada uno se ubique 
en el lugar donde debe estar; considero que eso, por el contra- 
río, es ganar tiempo y jerarquizar al Parlamento y a las institu- 
ciones. Á la vez, me parece que esto es lo que corresponde 
hacer. 


Teniendo en cuenta todo lo manifestado es que no compar- 
timos la primera interpelación, ni tampoco la segunda, así 
como no nos parece bien la actitud adoptada por el Poder 
Ejecutivo al enviar esta nota. Asimismo, no daremos nuestro 
voto afirmativo a la moción presentada por el señor senador 
Millor, ya que ella constituye otro error más que puede partir 
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de una nucva interpelación al señor Ministro de Economía y 
Finanzas. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - El señor senador Bouza señala errores 
cometidos en las dos interpelaciones que en este Senado se 
realizaron sobre el asunto, además de otros a los que no me 
voy a referir, puesto que me concreto al objeto de la alusión, 


Ya hemos tenido oportunidad de contestar acerca del 
eventual primer error señalado por el señor senador Bouza en 
la madrugada del 25 de julio de 1990. Hoy quiero reiterar 
aquella respuesta, discrepando claramente con la postura del 
señor senador Bouza, diciendo que a nuestro juicio el texto 
del artículo 119 de la Constitución de la República expresa 
“Cada una de las Cámaras tiene facultad por resolución de un 
tercio de votos del total de sus componentes, de hacer venir a 
Sala a los Ministros de Estado para pedirles y recibir los 
informes que estime convenientes, ya sea con fines legislati- 
vos” -lo que no era del caso- “de inspección o de fiscaliza- 
ción” -que sí era del caso- “sin perjuicio de lo dispuesto en la 
Sección VIP”, que es la que alude a los mecanismos de la 
censura. Este artículo en ningún momento exige que esté con- 
sumado un proceso de actos que culminarán en la venta de 
una Institución para que el Senado de la República ejerza sus 
funciones de inspección o fiscalización. A nuestro entender, 
los actos preparatorios de esa venta son tan objeto de inspec- 
ción y de fiscalización como el resultado final de la misma. 
En función de esto, en julio del año pasado llamamos a Sala al 
señor Ministro de Economía y Finanzas y lo volveríamos a 
hacer en un situación similar, porque nos sentimos totalmente 
amparados jurídicamente por el artículo 119 de la Constitu- 
ción. 


También quiero referirme al eventual segundo error, que 
fue el de la resolución tomada en el Senado de la República 
en agosto de 1991. En este caso, señor Presidente, voy a citar 
el artículo 121 de la Constitución, que dice: “En los casos 
previstos en los tres artículos anteriores” -incluido el 119, que 
acabo de lecr- “cualquiera de las Cámaras podrá formular 
declaraciones, sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección 
VIIT”, Nuevamente se alude a la Sección relativa a los meca- 
nismos de la censura. Por consiguiente, el Senado de la Repú- 
blica se manejó absolutamente dentro de sus competencias al 
tomar dicha resolución, que es una típica declaración -com- 
prendida en el artículo 121- en la que se ratifica la inconve- 
niencia de una operación y se le dice al Poder Ejecutivo que 
se considera necesaria la remoción de sus responsables. 


Entonces, no hay ningún error; el Senado se manejó dentro 
de los poderes que le asigna la Constitución y no se extralimi- 
tó en ningún momento. Sin duda, a partir de esa declaración 
se genera un problema de relacionamiento de Poderes. No 
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vamos a volver a los argumentos ya expuestos al comienzo de 
la sesión de hoy pero, por lo que acabo de exponer, nos per- 
mitimos discrepar claramente con la postura que señaló hace 
unos instantes el señor senador Bouza. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR BOUZA. - Pido la palabra para contestar una aJu- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene Ja palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZA. - En el tono más amable y respetuoso, 
debo decir que no tengo ningún inconveniente en reconocer 
que el señor senador Astori sigue sosteniendo lo mismo que 
sostuvo hace más de un año; él tendrá que reconocer que 
ocurre lo mismo con quien habla. Creo que el artículo 119 de 
la Constitución le permite al Parlamento investigar la gestión 
del Poder Ejecutivo con el fin de juzgarla. En oportunidad en 
que el señor senador Astori fuera miembro interpelante, pedía 
al Poder Ejecutivo que no hiciera algo que todavía no había 
hecho. A mi juicio eso no es posible. 


En agosto de este año, el Senado resolvió recomendar al 
Poder Ejecutivo que aplicara los artículos 197 y 198 de la 
Constitución de la República. Eso no es una declaración sino 
una incitación, violatoria de la Constitución. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa entiende que el señor 
senador no ha sido aludido. Si lo desea, puede solicitar la 
palabra y expresar su criterio sobre este interesante tema cons- 
titucional. Quien habla también se siente tentado de manifes- 
tar su opinión. 


SEÑOR KORZENIAK. - Entiendo que sí he sido aludido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor senador Bouza ha ex- 
presado su criterio sobre un problema de carácter constitucio- 
nal relativo a la actuación del Senado. Como el señor senador 
Astori fue el interpelante en ambas ocasiones, desde que se 
juzgó negativamente lo actuado, legítimamente se consideró 
aludido. Al responder a esas alusiones, hizo referencia a las 
opiniones del señor senador Bouza y éste contestó. Considero 
que no hubo más alusiones, ni personales ni políticas. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: no vamos a in- 
cursionar en forma extensa en los temas constitucionales o 
jurídicos que han surgido a partir de la nota enviada por el 
Poder Ejecutivo al Senado de la República a raíz del plantca- 
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miento que éste le hiciera en el mes de agosto, a efectos de 
que dicho Poder actuara de acuerdo con lo que establecen los 
artículos 197 y 198 de la Constitución de la República, Tex- 
tualmente se decía: “que en mérito a estos antecedentes y a la 
actuación que le cupo al Banco Central del Uruguay, el Sena- 
do considera necesario que el Poder Ejecutivo ejerza las res- 
ponsabilidades constitucionales correspondientes sobre quie- 
nes negociaron la operación”. 


(Ocupa la Presidencia cl señor senador Araújo) 


-Al término de la sesión de los días 21 y 22 de agosto, en 
que se realizó la interpelación al señor Ministro de Economía 
y Finanzas, contador Enrique Braga, expresamos que se cqui- 
vocaba cl camino cuando se procedía a proponer una moción 
como la que posteriormente fuc votada. Señalábamos textual- 
mente: “Queremos dejar constancia de que no participamos 
del concepto en el sentido de que se puede separar la actua- 
ción de la mayoría del Directorio del Banco Central de la del 
señor Ministro de Economía y Finanzas. La responsabilidad 
en el sistema político uruguayo se ejerce a través de los Mi- 
nistros de Estado y del Cuerpo Legislativo. Por csta razón, 
estimamos que cuestionar la forma como los Directores de la 
mayoría del Banco Central llevaron adelante esta operación es 
poner en tela de juicio la conducta que al respecto ha asumido 
el Ministro de Economía y Finanzas. Ese es nuestro concepto, 
esa es nuestra razón y esa es, a nuestro juicio, nuestra verdad. 
La responsabilidad política no puede deslindarse a los efectos 
de que quien es responsable resulte en definitiva ajeno a la 
situación generada por la actuación de integrantes de un Ente 
Autónomo”. 


SEÑOR RAFFO. - ¡Apoyado! 


SEÑOR SANTORO. - Luego de un tiempo, cuando el 
Poder Ejecutivo procede a responder la solicitud del Senado 
de la República en la nota que motiva esta sesión, vemos que 
se plantea la solicitud de interpelación. Es decir que se vuelve 
atrás en el camino recorrido y se procede a orientar el análisis 
de esta situación a través del llamado a Sala del señor Minis- 
tro de Economía y Finanzas. 


Queremos resaltar el respeto más absoluto que el Poder 
Ejecutivo y el señor Presidente de la República han tenido con 
la conducta observada por el Senado de la República. Ya ha 
sido expuesta en forma extensa y con importante acopio de 
razonamientos la solicitud efectuada que, naturalmente, no 
puede ser compartida por todos los integrantes de este Cuerpo, 
ya que se dice al Poder Ejecutivo que se considera necesario 
que ejerza las responsabilidades constitucionales correspon- 
dientes con respecto a la actuación de los miembros del Direcc- 
torio del Banco Central en lo relativo a la venta de dicha 
Institución. Entendemos que el Poder Ejecutivo ha actuado 
con diligencia y, en el ejercicio pleno de sus competencias 
constitucionales, ha contestado con rapidez al planicamiento 
formulado por este Cuerpo. 


Esta actitud del Poder Ejecutivo debe marcarse en todo el 
valor y la trascendencia que ella tiene, puesto que él en su 
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nota, no procede a cuestionar las potestades del Senado ni lo 
enfrenta en las comunicaciones que éste realiza, sino que, 
simplemente, expresa que de acuerdo con los asesoramientos 
que ha recibido y con su criterio de razonamiento, considera 
-lo dice sin hesitación- que no corresponde ejercer en la espe- 
cic, las facultades que otorgan los artículos 197 y 198 de la 
Constitución de la República. Señalemos, pues, esta posición 
del Poder Ejecutivo; indiquemos el alcance que tiene una con- 
ducta que no puede ser de ninguna manera cuestionada en la 
nota que el Poder Ejecutivo envía, dando una respuesta. Deci- 
mos que esa actitud está enmarcada en una línea que cl señor 
Presidente de la República ha mantenido permanentemente y 
que ha expresado en palabras, en discursos, incluso en su 
presencia en el Parlamento nacional. Concretamente, cuando 
asistió a la Asamblea General el 15 de marzo de este año, 
manifestó -y vamos a citarlo, porque a pesar de que su discur- 
so está incorporado a las versiones taquigráficas de la Asam- 
blea General, es conveniente que en una sesión como la de 
hoy, en que se está enfrentando al Senado de la República con 
el Poder Ejecutivo, se señale cuál es el sentir y el proceder de 
dicho Poder- lo siguiente: “En el día de hoy y retomando una 
práctica que por última vez fue ejercida por el Presidente don 
Claudio Williman” -¡cuántos años han pasado!- “a principios 
de siglo, concurro en forma personal ante el Poder Legislativo 
para hacer llegar de viva voz el Mensaje del Poder Ejecutivo. 
Nos ha parecido que, sin perjuicio de la remisión de la corres- 
pondiente Memoria que obra en poder de los señores legisla- 
dores, la presencia física del Presidente de la República en el 
Poder Legislativo una vez por año y con la finalidad de dar 
cuenta de su actuación, resulta conveniente y aun diría que 
necesaria, puesto que, de acuerdo con nuestro régimen consti- 
tucional la acción de gobierno solamente puede ser realmente 
eficaz en la medida en que ambos Poderes encuentren puntos 
de coincidencia, de concordancia que se concreten en normas 
transformadoras de nuestra realidad”. 


No solamente señaló esto y expresó estos propósitos, sino 
que en cl mismo discurso, más adelante manifestó que estaba 
dispuesto a procurar el logro de las mayorías consiguientes 
para la aprobación de las leyes. Dijo cesto en forma enfática y 
lucgo agregó: “somos y seremos partidarios del diálogo con 
los cuerpos intermedios de la sociedad”. Después añadió: 
“Ante temas de trascendencia, señores legisladores, hemos 
convocado al Consejo de Ministros, cuya composición biparti- 
dista es conocida. Este mecanismo de colegialización del Po- 
der Ejecutivo fue empleado toda vez que el tema a tratar o el 
Mensaje a enviar al Poder Legislativo cra de trascendencia 
nacional”. Además de todo esto, debemos destacar que en 
todos los asuntos de importancia, el señor Presidente de la 
República procedió a convocar a todas las fuerzas políticas. 
Lo hizo con relación al MERCOSUR; así cesta procediendo 
actualmente con respecto a ese asunto tan complejo y trascen- 
dente que es la seguridad social; y de esta manera ha actuado, 
en todas las oportunidades que se han presentado, en una 
postura abicrta, de diálogo, de intercambio de opiniones y de 
búsqueda de concordancias y de las mayorías necesarias, No 
lo ha hecho con el ánimo de ejercer el poder más allá de las 
atribuciones que ticne, en una actitud desafiante, sino que ha 
asumido una posición de total respeto. 
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Esta nota firmada por el señor Presidente de la República 
y por el señor Ministro de Economía y Finanzas es una cxpre- 
sión clarísima de respeto y consideración hacia el Parlamento. 
El doctor Lacalle podía haber recibido la nota del Senado y 
haberle dado un trámite lento, entrando en un laberinto, de 
manera que fuera imposible determinar cuándo pudiera tener 
fin. No procedió así, sino que actuó con diligencia, buscó 
asesoramiento, investigó y contestó de acuerdo con el criterio 
que entendió adecuado. Eso, de ninguna manera, puede ser 
cuestionado. No puede llevarnos a considerar que el Poder 
Ejecutivo esté en una actitud de enfrentamiento, que desco- 
nozca al Senado de la República. Por el contrario, es una 
posición de dignidad, democrática, que es la que corresponde 
a quien tiene respeto por los valores esenciales de nuestro 
sistema. Por lo tanto, señalamos que esos elementos deben ser 
tenidos en cuenta porque, además, el señor Presidente de la 
República ha enviado junto con esta nota cl informe técnico 
jurídico que recabó de sus asesores. No tenía la obligación de 
hacerlo; sin embargo, actuó de esta forma y fue amplio ya 
que, incluso, puso en conocimiento del Senado esa informa- 
ción tan valiosa. 


Hemos visto en el transcurso de esta sesión que se hicieron 
algunas referencias a esta nota, pero fundamentalmente se han 
analizado en forma extensa y técnica las expresiones que los 
juristas firmantes han realizado en la que viene acompañando 
la comunicación del Poder Ejecutivo. Creemos que resulta 
imposible imaginar una actitud más amplia que esa. 


Naturalmente, no vamos a reiterar argumentos que ya se 
dieron. El Senado de la República no ticne la facultad, la 
potestad de decirle al Poder Ejecutivo qué debe hacer. Sí tiene 
la posibilidad de pedir toda la información, de llamar a los 
Ministros y de poner en funcionamiento todos los mecanismos 
constitucionales; pero no puede cometer la inconstitucionali- 
dad de indicarle cómo debe proceder en el ejercicio de sus 
facultades que, en el caso, hacen referencia a la conveniencia 
o no de una operación de venta de una institución bancaria, 
Creemos que en este caso se está incurriendo en una violación 
constitucional y no sabemos si en la historia de la República 
se han dado situaciones como ésta. Naturalmente, esto ameri- 
taría a que se hiciera juicio político a los señores senadores 
que han ingresado en cese camino. ¿Tienen potestades para 
proceder a exigirle al Poder Ejecutivo que ejerza sus respon- 
sabilidades? Esta es una actitud que está disponiendo, orde- 
nando, excitando a tomar una conducta para la que el Senado 
no tiene facultades. En todo lo que tiene que ver con los Entes 
Autónomos, el Senado actúa, concediendo venias, tanto para 
designar como para destituir a sus autoridades; siempre es el 
juez y, como ha dicho el señor senador Bouza, no es posible 
que quien juzga disponga cómo se deben realizar los actos 
correspondientes, a los efectos de emitir su juicio posterior- 
mente. Creemos que ahí se está incurriendo en graves viola- 
ciones. Entonces, nosotros consideramos que esta situación 
política debe ser examinada en todo su alcance y en todas sus 
dimensiones. Si lo que aquí se procura es un enfrentamiento 
de Poderes, naturalmente en alguna forma habrá que dilucidar 
esta situación. No creemos que esto pase por una nueva inter- 
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pelación al señor Ministro de Economía y Finanzas, puesto 
que ya se le han hecho varias por el mismo tema, es decir, por 
la venta del Banco Comercial. Tampoco creemos que existan 
elementos nuevos por más talento para aportarlos que puedan 
tener los señores senadores que intervengan en la interpela- 
ción. En el país ya no hay capacidad de investigación como 
para encontrar hechos nuevos relativos a la operación del 
Banco Comercial. Por lo tanto, el tema no puede quedar en un 
simple llamado a Sala ni en una interpelación, puesto que 
tiene otro alcance cual es, naturalmente, el enfrentamiento de 
Poderes. 


Ante esa situación, creemos que el Senado debe tener ple- 
na conciencia acerca de la responsabilidad que entre todos 
estamos asumiendo. Frente a un Poder Ejecutivo celoso, cum- 
plidor de sus obligaciones constitucionales y legales, no es 
posible conducir al Cuerpo por un camino de enfrentamiento 
con ese Poder, que sólo colocará al Senado de la República en 
una situación comprometida y difícil, hecho que ninguno de 
sus integrantes tienc interés en que ocurra. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 
(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR GARGANO. - No pensaba intervenir en el curso 
del debate esta noche, en atención a que hemos debido prorro- 
gar la hora de finalización de la sesión y en mérito a que 
muchos señores senadores han recogido lo esencial de nues- 
tras opiniones. Pero me parece que la interpretación que el 
señor senador Santoro hace de la actitud del Senado, al emitir 
el pronunciamiento en ocasión de la interpelación al señor 
Ministro de Economía y Finanzas, es profundamente equivo- 
cada. 


Como aquí ha sido dicho, creo que dentro de las compe- 
tencias de este Cuerpo está la de emitir pronunciamientos y 
declaraciones sobre la gestión de Gobierno. A su vez, sea en 
el ámbito de los Ministerios o de los Entes Autónomos, la 
gestión de Gobierno es pasible de ser cxaminada por el Sena- 
do y amerita que éste emita una variedad de pronunciamien- 
tos, desde la censura a los Ministros, hasta declaraciones 
como las que formuló en oportunidad de la última interpela- 
ción al señor Ministro de Economía y Finanzas, 


Para situar lo esencial de nuestra interpretación sobre el 
episodio político que hoy estamos analizando, debemos recor- 
dar el procesamiento que tuvo la interpelación pasada. Lo 
trascendente es que no hubo consenso o acuerdo mayoritario 
desde el punto de vista político para obtener los votos a los 
efectos de censurar al señor Ministro de Economía y Finanzas. 
Esa es la realidad. Además, en función de no obtener lo más 
-que era esto- el Senado acordó -por tres quintos de los inte- 
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grantes, es decir, 18 señores senadores, los mismos que se 
necesitan para otorgar las venias para designar miembros de 
los Entes Autónomos- comunicar al Poder Ejecutivo que la 
operación de venta del Banco Comercial era inconveniente 
para el país. Opino que este pronunciamiento es perfectamen- 
te legítimo. Ahora el Poder Ejecutivo, a través del contenido 
de la nota, ha expresado que a su juicio es conveniente la 
operación llevada adelante, que respalda enfáticamente, desde 
el punto de vista político, a los señores Presidente y Vicepre- 
sidente del Banco Central del Uruguay y que no los va a 
remover. Lo esencial es que le dice al Parlamento que va a 
sostener su posición, manteniendo en sus puestos a los referi- 
dos jerarcas. Precisamente, ese conjunto de fuerzas, constitui- 
do por los 18 senadores que votaron esa decisión en oportuni- 
dad de la última interpelación, solicitaba que el Poder Ejecuti- 
vo se pronunciase al respecto, lo que cabe perfectamente den- 
tro de las facultades que el Cuerpo tiene y dentro de los 
poderes que le asigna la Constitución de la República. Por 
consiguiente, no erco que esto amerite que se le pueda inter- 
poner un juicio político a los señores senadores que votaron 
esa resolución, que es lo que uno concluye luego de escuchar 
la exposición del señor senador Santoro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor sena- 
dor Santoro. 


SEÑOR ABREU. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto, señor senador, 
pero sólo por un minuto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU. - Brevemente quiero acompañar la posi- 
ción que está desarrollando el señor senador Santoro y, en 
particular, también tratar de ratificar su posición, discrepando 
de manera clara y rotunda con las expresiones que se tian 
vertido en uso de una interrupción. 


Resulta claro que el Poder Legislativo no puede corregir 
los actos que ha dictado un Ente Autónomo. Tan claro es, que 
el propio profesor Casinelli lo afirma cuando expresa que el 
Poder Legislativo no se puede dirigir directamente a los Entes 
Autónomos, sino a los Ministros respectivos. Por ejemplo, si 
el Poder Legislativo llega a la conclusión de que está suce- 
diendo algo inconveniente, no podrá corregir esa situación y, 
naturalmente, deberá hacer jugar la responsabilidad política, 
llamando a Sala al señor Ministro -en este caso al de Econo- 
mía y Finanzas- para que dé sus explicaciones. 


La moción aprobada por los 18 legisladores refiere a que 
se ejerzan las competencias constitucionales sobre los que 
adoptaron la resolución relativa a la venta del Banco. Pero 
ellas dependen exclusivamente de la iniciativa del Poder Eje- 
cutivo, dado que se establece claramente “cuando el Poder 
Ejecutivo considere inconveniente e ilegal”. Como decía hoy 
el señor Presidente del Senado, el Poder Legislativo se está 
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arrogando la competencia del Poder Ejecutivo, que es de ca- 
rácter privativo. 


Por otra parte -para que quede claro que aquí estamos 
hablando de responsabilidades exclusivamente políticas, no 
jurídicas; y lo acepto así porque forma parte del juego políti- 
co- nos estamos refiriendo a una facultad de la que el Poder 
Ejecutivo no ha hecho uso, como es la posibilidad de formular 
observaciones. Más allá de esto y reconociendo inclusive en 
el propio informe que pudieron haber existido elementos acla- 
ratorios y corregibles para el futuro, el Poder Ejecutivo pudo 
haber ejercido perfectamente su competencia constitucional 
formulando observaciones de carácter verbal al Directorio del 
Banco Central, expresándoles que en el futuro deberían ajus- 
tarse los procedimientos con lo cual estaría cumpliendo con la 
Constitución de la República y también con la resolución que 
votó el Senado. Pero, como aquí se trata de hacer jugar la 
responsabilidad política, estoy seguro de que quienes presen- 
taron la moción no la van a retirar, sino que la van a ratificar. 
Ni siquiera se mostrarán convencidos por esta explicación, 
porque aquí no estamos tratando de basar nuestras afirmacio- 
nes en razones jurídicas, sino manejando posiciones políticas 
que de ninguna manera nosotros compartimos aunque sean 
legítimas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Pucde continuar el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Muchas gracias, señor Presidente. 


Se nos ha terminado el tiempo y, para no exagerar, simple- 
mente queremos señalar que quienes integramos el Parlamen- 
to y quienes ejercen la función ejecutiva -el señor Presidente 
de la República y los señores Ministros- hemos jurado, todos, 
por nuestro honor el cumplimiento de la Constitución y de las 
leyes y la defensa del régimen político que rige en la Repúbli- 
ca. ¡Cumplamos con ese juramento! ¡No violemos la Consti- 
tución! Actuemos de manera acorde con sus preceptos y en 
cada oportunidad ejerzamos nuestros derechos, pero sin inva- 
dir las competencias de los otros Poderes del Estado. Reitero 
que esas situaciones resultan violatorias de la Constitución de 
la República. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. - Voy a realizar una breve exposición, 
dividiéndola en los siguientes puntos: en primer lugar haré 
algunas precisiones, luego me referiré a la cuestión planteada, 
continuaré con las llamadas operaciones análogas de futuro y, 
finalmente, aludiré brevemente a la moción presentada por el 
señor senador Millor. 


Con relación al primer punto -precisiones- creo que es im- 
portante recordar una vez más que el tema de fondo que esta- 
mos considerando fue extensamente analizado por ambas 
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Cámaras y que, concretamente en el Senado, hubo un pronun- 
ciamiento, que fue el emitido el 22 de agosto. De todas estas 
actuaciones no surge que hayan habido situaciones de ilicitud 
y tampoco fue alegada -y menos probada- ninguna falta de 
carácter moral o ético. A esto debemos agregar que las actua- 
ciones del Banco Comercial, antes de que el Estado asumiera 
su gestión, fueron también analizadas en el Parlamento y lue- 
go trasladadas a consideración de la Justicia. Posteriormente 
al pronunciamiento del Senado del día 22 de agosto, el Poder 
Ejecutivo ordenó investigaciones adicionales. Menciono estos 
hechos, señor Presidente -o sea un extenso tratamiento parla- 
mentario en ambas Cámaras, un pronunciamiento expreso del 
Senado, el hecho de que no se hayan detectado, alegado ni 
comprobado ilicitudes ni fallas de carácter moral o ético, el 
traslado a la justicia de los antecedentes anteriores y la inves- 
tigación adicional ordenada por el Poder Ejecutivo- para seña- 
lar que, cuando se plantea un tema de tanta sensibilidad en 
este ámbito político, de gran resonancia nacional, con eviden- 
tes repercusiones en todos los medios de comunicación, aun- 
que ello sea con el propósito sano, loable, constructivo y ne- 
cesario de esclarecer los hechos, es inevitable que se deslice 
también la sombra de situaciones irregulares, y no es bueno 
para las instituciones ni para las personas que eso quede pen- 
diente. Es por ello que considero que es bueno que, hasta con 
exageración, hayamos estudiado el tema, 


Ello permite afirmar en el día de hoy, a esta altura del 
debate, que esté claro -y quiero reafirmarló- que la cuestión 
planteada, no es una de ilicitud o de cuestionamiento -que 
nadie la alega- y en este sentido, hay una transparencia total. 
Lo que se cuestiona es un aspecto de conveniencia y ahora la 
actitud del Poder Ejecutivo frente a la moción aprobada por el 
Senado el 22 de agosto. 


Quiero reafirmar pues, que, junto con lo fatigoso de algu- 
nos de nuestros debates y deliberaciones, en tono a este asun- 
to surge un subproducto importante ya que la discusión permi- 
tió despejar cualquier posible sombra en esta materia tan sen- 
sible. Esto se ha hecho bien y, aunque me sumo a quienes nos 
lamentamos del excesivo tratamiento, a veces circular del 
tema, quiero rescatar este subproducto positivo y muy impor- 
tante que se refiere a la transparencia y claridad de las actua- 
ciones. 


La cuestión planteada, por lo tanto, es que el Senado, el 
día 22 de agosto, definió que era inconveniente para el país la 
operación de venta del Banco Comercial y esta Cámara consi- 
deró que cra necesario que el Poder Ejecutivo ejerciera las 
responsabilidadcs constitucionales correspondientes sobre 
quienes negociaron la operación. O sea que el único pronun- 
ciamiento que hubo se refería a la conveniencia de la venta de 
un banco que no es lo mismo que la de cualquier otro bien por 
su complejidad y su delicadeza. Pero no quiero detenerme en 
ese punto. 


La declaración del Senado es procedente, como se ha ma- 
nifestado aquí, según el artículo 121. Sin embargo, también es 
claro que la sesión que culminó el día 22 de agosto con esta 
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declaración fue realizada según el artículo 119, y las declara- 
ciones que se efectúan al cabo de los llamados a Sala en 
función del 119, no tienen cfecto jurídico obligatorio. En este 
sentido, soy consecuente con la posición invariable de mi 
sector político y del Partido Colorado durante toda la adminis- 
tración anterior, y señalo que las declaraciones de este carác- 
ter, bajo el artículo 119, no obligan al Poder Ejecutivo. 


Además de considerar el hecho de que no tienen efecto 
obligatorio como tal, a mi juicio, debemos analizar -como ya 
se ha hecho aquí en el Senado por parte de varios señores 
senadores- el contenido de la resolución que hemos tomado. 
Ella señala que considera necesario que el Poder Ejecutivo 
ejerza las responsabilidades constitucionales. Según esto, el 
Senado se inmiscuye en el ejercicio de las facultades del Po- 
der Ejecutivo. Advierto con no poca alarma que este tipo de 
situaciones se está multiplicando. En el transcurso de la Ren- 
dición de Cuentas debí señalar -como también lo hicieron 
otros señores senadores- ciertas salvedades con respecto a al- 
gunos artículos que disponían que el Poder Ejecutivo en el 
plazo de un año enviaría una ley al Parlamento. 


La resolución tomada por el Senado cl 22 de agosto es de 
la misma “naturaleza” que la norma de la Rendición de Cuen- 
tas que ordena que el Poder Ejecutivo ejerza su facultad de 
iniciativa en el proceso legislativo -conforme a la Sección VI- 
en el plazo que el Parlamento le fije. Evidentemente, esto 
excede las competencias del Parlamento e invade las del Po- 
der Ejecutivo al indicarle preceptivamente la forma de ejercer 
facultades que le son propias y, al hacerlo así, se vulnera la 
separación de Poderes. 


Una última consideración que deseo realizar sobre este 
tema tiene que ver con las facultades y competencias del 
Parlamento que es importante defender y asegurar que se 
mantengan incólumes. ¿Por qué digo esto? ¿Cuál es el conte- 
nido de la resolución que hemos tomado nosotros -con el voto 
contrario de quien habla y de otros señores senadores- el 22 
de agosto? ¿Esta indicación de que el Senado considera nece- 
sario que cl Poder Ejecutivo ejerza las responsabilidades cons- 
titucionales correspondientes qué significa desde el punto de 
vista jurídico? ¿Es una expresión de deseo, una esperanza, una 
exhortación o una orden? Si es una expectativa, una expresión 
de desco o una esperanza, no debió haber sido hecha por el 
Senado, porque es una regla de oro en el funcionamiento de 
las instituciones públicas que éstas no deben dictaminar sobre 
aquellas cosas para las que no tienen competencia y respecto a 
las cuales no podrán exigir luego su cumplimiento de acuerdo 
con la Constitución y la ley. De lo contrario, se desgasta el 
propio organismo que emite la orden. Es por ello que, con- 
gruente con esta posición, aun en pequeños temas como de- 
claraciones y exhortaciones de carácter político, siento que su 
ejercicio, por el hecho de que el Senado no tendrá la fuerza 
jurídica para determinar su cumplimiento obligatorio, de algu- 
na manera menoscaba su propio funcionamiento y sus actua- 
ciones. Ahora, volviendo a la resolución del Senado, si no 
fuera ésta una expresión de desco, una esperanza, una exhor- 
tación, una impetración o una invocación al Poder Ejecutivo, 
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sino una orden, un mandato, esto último no sería procedente 
desde el punto de vista de la separación de Poderes ni del 
orden constitucional. Por lo tanto, no creo que el Poder Ejecu- 
tivo esté obligado, de ninguna manera, por la declaración del 
jurado, ni que se pueda hablar del desconocimiento de dicho 
Poder de la decisión del Senado. 


Quiero referirme ahora a las operaciones análogas. Creo 
que es bueno y saludable que la Asesoría Jurídica de la Presi- 
dencia de la República demuestre en su informe lo que de 
todas maneras se puso de manifiesto en nuestra deliberación 
del Senado o sea, la necesidad de mejorar y ajustar los trámi- 
tes y las consultas técnicas a los servicios. Esto surgió en el 
debate de esta Cámara y así lo señalamos en nuestro funda- 
mento de voto. Este informe lo reconoce y eso deberá presidir 
la gestión de operaciones análogas en el futuro. Aspiramos a 
que a ellos se añadan medios adecuados de información y 
exista en ella transparencia. Se trata de medios adecuados en 
el sentido de que aquí no estamos vendiendo a través de la 
sección clasificada de un periódico, No estamos negociando 
chatarra sino un banco, una institución que requiere seriedad, 
responsabilidad y discreción en su manejo. Pero aunque ello 
sea así, se necesitan mecanismos que den tranquilidad en toda 
la línea del proceso. Repito que si algo saludable ha tenido 
nuestro debate ha sido, justamente, cl poner de manificsto la 
necesidad de que esto sea así. Creo que es importante para 
que las Operaciones análogas sigan adelante. Y es fundamen- 
tal que éstas culminen. Si pensamos que la gestión del Banco 
Comercial le costó al Estado algo equivalente al 40% de toda 
la inversión pública de un año y que La Caja Obrera y el 
Banco Pan de Azúcar significan hoy algo equivalente a los 
aumentos que hemos dado a la Universidad de la República y 
a ANEP, concluiremos que se trata de egresos de gran magni- 
tud que €s necesario y forzoso terminar cuanto antes. 


El cuarto punto que quería mencionar era el relativo a la 
moción presentada por el señor senador Millor -tal vez con 
mis palabras esté prejuzgando, porque no conozco su formula- 
ción actual- la que votaré negativamente. 


En sus dos primeros párrafos -tal como lo recuerdo de la 
primera lectura que se le dio- se hace referencia a Operaciones 
análogas a efectuarse en el futuro. Pienso que no sería perti- 
nente Hlamar a Sala al señor Ministro exigiéndole responsabi- 
lidades por actos que aún no han ocurrido. Quizás correspon- 
dería un pedido de informes o un jlamado a Comisión para 
una consulta informal. Si a esto se le agregara la aplicación de 
la Sección VIII de la Constitución de la República, sería una 
actitud absolutamente desproporcionada, ya que estos hechos 
no han acontecido. 


En cuanto al tercer párrafo, que se refiere a los hechos 
vinculados con la resolución del 22 de agosto, habiendo sido 
largamente tratados por el Parlamento y habiéndose éste pro- 
nunciado en la materia, no considero justificada una nueva 
instancia legislativa. 


Es cuanto quería expresar. 
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SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BATALLA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: observo que 
con gran regocijo, Casi primaveral, se ha manejado una idea 
central que no puedo dejar pasar por alto, en el sentido de que 
el Senado -y por lo menos los 18 senadores que votamos esa 
resolución- invadió competencias, violentó la separación de 
poderes y, hasta se ha insinuado, que ha habido una violación 
muy grave de la Constitución de la República. Asimismo, 
hemos escuchado, también primaveralmente, una exhortación 
para que nos mantengamos dentro de lo que ella establece. 


Comparto totalmente la afirmación del señor senador 
Blanco en el sentido de que las declaraciones a que se refiere 
el artículo 121 de nuestra Carta, no obligan jurídicamente al 
Poder Ejecutivo. Creemos que se trata de una afirmación muy 
vieja -no digo como Matusalén, porque no era constituciona- 
lista- en la cátedra uruguaya y esto todo el mundo lo sabe. Se 
trata de una declaración política que no obliga al Poder Ejecu- 
tivo. Eso significa que el Senado de la República examina la 
actitud política que toma el Poder Ejecutivo frente a una de- 
claración de esa naturaleza. El Senado entendió que esta ope- 
ración cra inconveniente y así lo afirmó a través del artículo 
121 -inclusive, cl señor senador Gargano explicó las razones 
por las cuales no se llegó a determinar la responsabilidad del 
señor Ministro, y una de ellas refería al hecho de que faltaban 
dos o tres votos para esa instancia- limitándose a destacar las 
responsabilidades de los Directores de los Entes Autónomos. 


Se ha dicho que el Poder Ejecutivo no estaba obligado a 
removerios. Al respecto, debo decir que aquí nadie ha dicho 
lo contrario, pero también es cierto que el Senado tiene la fa- 
cultad de juzgar políticamente si esa actitud del Poder Ejecu- 
tivo de no removerlos merece o no una censura. Considera- 
mos que ése es el sentido de la moción que ha planteado cel 
señor senador Millor. Reitero que la moción del señor senador 
Mulor dice que interpcla al señor Ministro porque el Poder 
Ejecutivo en lugar de remover al Presidente y Vicepresidente 
del Banco Central, no lo hizo y no expresa que estuviera 
obligado a hacerlo. 


Nuestro país ha estado desbordado hasta la Administración 
pasada -cuando se cambió, dentro de la Constitución, una téc- 
nica jurídica- de declaraciones que no obligaban a renunciar a 
los Ministros, pero que a través de la historia y por razones de 
sensibilidad política, cuando se producía una declaración des- 
favorable, el Ministro renunciaba a su cargo. De manera que 
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todo ese edificio montado sobre un cartón húmedo se desmo- 
rona cuando se trata de sostener la afirmación de que se violó 
la Constitución y de que se invadieron los fucros del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar, el señor sena- 
dor Batalla. 


SEÑOR BATALLA. - Creemos que esta discusión que se 
ha abierto en el día de hoy es el resultado de la comunicación 
enviada por el Poder Ejecutivo. Á nuestro juicio, se trata de 
un acto positivo y que en cierto sentido ticne un valor mayor 
en ia medida en que quien habla fue uno de los 18 senadores 
que votamos la resolución del Senado que dio lugar a la nota 
del Poder Ejecutivo. En este momento, sigo pensando exacta- 
mente lo mismo que entonces, ya que discrepo desde la A a la 
Z con el informe elaborado por los abogados; desde el princi- 
pio hasta el final. Esto lo digo con el mayor respeto, pero creo 
que en definitiva este documento establece únicamente verda- 
des de Perogrullo y no examina ni siquiera aquello que les 
solicitó el Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, también estimo que “debemos dar por el 
pito, lo que el pito vale”. El negocio en torno al Banco Co- 
mercial fue profundamente opaco y lo único que resulta trans- 
parente es, precisamente, la opacidad de todo el proceso. 


Si alguien tenía alguna duda sobre este tema, los letrados 
firmantes de este informe señalan claramente que no maneja- 
ron ni la décima parte de los elementos que podrían haber 
dado lugar a un juicio de valor profundo sobre la venta del 
Banco Comercial. 


Asimismo, pensamos que en esto debemos tener en cuenta 
la relación natural entre los Poderes. Cuando votamos como 
lo hicimos, con el convencimiento pleno, éramos y somos 
conscientes de que es facultad del Poder Ejecutivo la aplica- 
ción de lo previsto en los artículos 197 y 198 de la Constitu- 
ción de la República. Nadie pretendió imponer al Poder Eje- 
cutivo que tomara una decisión, sino hacerle saber cuál era el 
parecer del Senado, y el Poder Ejecutivo, en uso de sus facul- 
tades, podía compartirlo o no. 


Todo aquello que podría resultar lógico en el proceso ante- 
rior, señalaba esta consecuencia. No me refiero a la respuesta 
del Poder Ejecutivo -que podría no haber comunicado nada y, 
por ende, esta discusión no se hubiera dado- sino que, por el 
contrario, iba a ratificar su confianza en los hombres que 
habían sido cuestionados en el seno de este Cuerpo. 


Creemos que este proceso debe verse con absoluta lógica y 
sencillez dialéctica. Por otra parte, pienso -esta es una opinión 
muy personal y polémica- que no debemos transformar este 
hecho en un enfrentamiento entre los dos Poderes, que puede 
concluir en un juicio político o que implicaría algo distinto al 
libre juego de las instituciones democráticas. 


Debemos recordar que el Senado emitió una opinión, a 
través de una mayoría absoluta de sus senadores, en un senti- 
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do y el Poder Ejecutivo no la ha compartido. Debemos asumir 
todos esa responsabilidad. 


Confieso que lo que me preocupa es el anuncio de even- 
tuales operaciones análogas o la superficialidad del informe 
de los letrados. Reitero que esto lo digo con el mayor de los 
respetos, sin hacer formulaciones de carácter jurídico y políti- 
co. Esto me hace sentir que no se ha realizado ningún estudio 
que pueda modificar la situación en el futuro, Creo que ha 
quedado claro que hubo una decisión política en cl sentido de 
vender el Banco Comercial y que los servicios técnicos fueron 
absolutamente accesorios. No entiendo cómo se puede soste- 
ner que no habiendo comparecencia en un acta de entendi- 
miento, lo firman representantes importantes del Gobierno sin 
establecer ninguna obligación. ¿Acaso se trata de un papel de 
estraza? Consideramos que es un documento muy profundo en 
una cantidad de aspectos que luego fueron ajustados en otro, 
fechado el 30 de setiembre. 


Fue un largo proceso en el cual hubo una discrepancia 
sustancial del Parlamento con el Poder Ejecutivo, y no me 
refiero solamente al Senado, sino también a la Cámara de 
Representantes. 


No tengo temor a discutir cinco o diez veces sobre un 
mismo tema, siempre que, a mi juicio, resulte realmente posi- 
tivo para tratar de modificarlo para el futuro o para determinar 
responsabilidades políticas. 


En todo este proceso me he visto ratificado plenamente, 
tanto en lo que sostuvimos como Partido como en la posición 
que, por mayoría, adoptó el Senado con respecto a la venta 
del Banco Comercial. No quiero que esos hechos se repitan y 
por ello me parece que estamos en todo nuestro derecho -me 
refiero a quienes en su momento votamos aquella decisión en 
el Senado- de confirmar nuestra voluntad ante el Poder Ejecu- 
tivo en el sentido de que la venta del Banco Comercial fue 
inconveniente y que, como consecuencia, debió haberse pro- 
cedido a la remoción de Jos Directores intervinientes en ese 
proceso. De todas maneras, respeto la decisión del Poder Eje- 
cutivo, porque está dentro de lo que son sus facultades institu- 
cionales el no aceptar la manifestación de voluntad del Sena- 
do. Creo que sobre este punto también deberemos trabajar en 
Comisión porque, a pesar de que ha concluido en un aspecto 
-el relativo al Banco Comercial- en la medida en que en su 
nota el Poder Ejecutivo manifiesta la posibilidad de que se 
den situaciones análogas, tenemos que encarar mecanismos 
para impedir que se repitan estos hechos. 


Como saben los señores senadores, con respecto a las in- 
terpelaciones siempre hemos tenido posiciones muy claras; 
hemos votado todas las que se plantearon sobre el tema. Sin 
embargo, hoy entendemos que el instrumento que se debe 
utilizar para evitar la repetición de estas situaciones no es la 
interpelación; el más adecuado sería cl trabajo en Comisión, 
convocando a todos los que tuvieron participación en el tema 
a fin de conocer los mecanismos que se aplicaron y exigir la 
adopción de nuevas medidas. Sobre esa base, estarían dadas 
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las coordenadas que, eventualmente, pudieran dar lugar a una 
responsabilidad política. 


Cuando en la mitad del debate se dio lectura a la moción 
de llamado a Sala, decíamos -un poco en broma- que ya está- 
bamos conociendo el final de la novela. Creo que eso es 
inconveniente, tanto para nosotros como para lo que queremos 
evitar. Comprendo que éstas son decisiones y afirmaciones 
polémicas. También sabemos que la interpelación es un ins- 
trumento comúnmente utilizado para demostrar una discre- 
pancia política con ci Poder Ejecutivo, y lo respetamos. En 
determinadas oportunidades lo hemos compartido, y en otras 
no, como es el caso presente. Podríamos haber ocultado esta 
afirmación, pero por encima de todo consideramos que el 
funcionamiento del Parlamento debe adecuarse a la naturaleza 
de cada uno de los temas. 


Reitero que en asuntos de esta naturaleza, una vez que se 
han aclarado ante la opinión pública las diversas posiciones - 
lo que pretendemos realmente cs rectificar conductas- el ám- 
bito más adecuado para estudiarlos es el de una Comisión, 
donde se trabaja en forma serena, y no el de una interpelación 
como espectáculo, más allá de la voluntad de los propios 
interpelantes, del Senado, o aun del Ministro de que se trate. 


Por estos motivos, señor Presidente, entendemos que cabe 
dar cuenta al Poder Ejecutivo en el sentido de que, a nuestro 
juicio, el informe remitido resulta profundamente insuficiente 
y nada tiene que ver con lo que en su momento había planica- 
do el Senado. En suma, deberíamos ratificar nuestra decisión 
en cuanto a la inconveniencia de la operación de venta del 
Banco Comercial y pasar el tema a Comisión para que ésta lo 
estudie en profundidad. 


Es lo que quería decir. 
SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor Presidente: a esta altura de la 
sesión, como es mi costumbre, voy a ser muy breve.. 


Intervengo en el debate, y sin tener antecedentes al respec- 
to -generalmente, estos temas se resuelven con el acuerdo de 
los grupos políticos, y cl nuestro ya habló por intermedio del 
señor senador Ricaldoni- porque podría pensarse que cesto 
constituye un hito o un jalón en la historia política contempo- 
ránea de la República. Lo que ha ocurrido con el Banco Co- 
mercial es insólito y desusado; no sé cuántas veces se ha 
tratado ya en el Parlamento. Pienso que esto es así porque el 
asunto Banco Comercial no está claro. No es posible que el 
Parlamento considere cada cierto tiempo, como un hecho re- 
currente, lo relativo al Banco Comercial; si esto estuviera 
solucionado, conocido y fuera asequible para todos, no segui- 
ríamos hablando del tema. 
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En la última interpelación al señor Ministro de Economía 
y Finanzas por el asunto del Banco Comercial, el Senado - 
como ya se ha aclarado aquí- no logró mayoría de votos para 
una solución política determinada, sino para otra. Después de 
mencionar la forma en que se puede llamar a Sala a los Minis- 
tros y establecer con quiénes pueden venir acompañados para 
tratar los temas objeto de la interpelación, la Constitución de 
la República expresa: “En los casos previstos en los tres 
artículos anteriores” -es decir, cl llamado a Sala, la formación 
de Comisiones Parlamentarias de Investigación, etcétera- 
“cualquiera de las Cámaras podrá formular declaraciones, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la Sección VIIT”, que es la refe- 
rente a la remoción de los Ministros. Lo que hizo el Senado 
en su sesión del 22 de agosto de 1991 fue una declaración, 
porque su texto decía: “Oídas las explicaciones del señor Mi- 
nistro de Economía y Finanzas, el Senado declara”. Cabe se- 
ñalar que esta declaración constaba de dos puntos: en cl pri- 
mero, el Senado expresaba que no fue conveniente la opera- 
ción de venta del Banco Comercial, y en el segundo, que 
consideraba necesario que el Poder Ejecutivo ejerciera las res- 
ponsabilidades constitucionales correspondientes sobre quie- 
nes negociaron la operación. Esta es la nota que se envió al 
Poder Ejecutivo. El Senado expresó públicamente su voluntad 
-que conoce todo el país- por intermedio de esta declaración, 
en la que se involucra al Presidente de la República en virtud 
de que se considera inconveniente la operación de un Ente 
Autónomo, que sólo puede ser sancionado por el Presidente 
de la República quien, de acuerdo con la Constitución, tiene 
iniciativa privativa para remover a sus miembros. 


No creo que se haya producido fricción alguna entre los 
Poderes Políticos del Estado por esa declaración. Es más; el 
Presidente de la República tampoco lo consideró así. En lugar 
de decir que entendía avasallada su hegemonía política y sus 
derechos constitucionales, contestó definiendo su posición y 
expresando que, a su juicio, la venta del Banco Comercial no 
había sido un error. Sin embargo, con muy buen gusto, no 
planteó un problema de competencias constitucionales porque 
no consideró que en esa declaración había una agresión a sus 
facultades ni un exceso por parte del Senado al exigir algo al 
Presidente de la República. Esto es algo similar a cuando un 
senador presenta una moción ante el Senado para solicitar, por 
ejemplo, que el Presidente de la República se encargue de la 
construcción o no de una determinada carretera. 


Me parece que, en ese sentido, el señor Presidente de la 
República interpretó bien la situación. Pudo no contestar; 
también pudo haber dicho que el Senado no es quién para 
decirle lo que tiene que hacer. Sin embargo, no hizo tal cosa; 
simplemente expresó que no estaba bien que se interpretara 
que la venta del Banco Comercial había sido un error. 


¿Qué pasa ahora en el Senado? La respuesta del señor 
Presidente de la República no le deja más que un camino; no 
el de la Comisión ni el de esta deliberación; le deja el camino 
de invitar al señor Ministro para que concrete la situación 
porque, por un lado, se ha cometido un error en la venta del 
Banco Comercial, que perjudicó al país y, por otro, se puede 
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llegar a dar una situación similar con los Bancos Pan de Azú- 
car y La Caja Obrera, que también pueden perjudicar al país. 


Entonces, ¿qué puede hacer el Senado? ¿Cruzarse de bra- 
zos? No; tiene que Hamar a responsabilidad política al Minis- 
tro correspondiente que, en este caso, es el de Economía y 
Finanzas, ya que es quien tuvo participación en todas las ope- 
raciones cumplidas en torno a la venta del Banco Comercial y 
en lo que se anuncia como preparación para la venta de los 
Bancos Pan de Azúcar y Banco La Caja Obrera. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CIGLIUTI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Lo que voy a decir está en consonan- 
cia con lo que el señor senador señalaba en el sentido de que 
lo que votó el Senado en la interpelación anterior, no exorbitó 
las facultades del Poder Legislativo, contraviniendo lo expre- 
sado por el señor senador Santoro en cuanto a que el Cuerpo 
había incursionado en un terreno gue le estaba vedado. 


Debo decir que no contesté antes al señor senador Santoro 
porque la documentación a la que quería remitirme recién 
acaba de llegar a mi banca. 


En un todo de acuerdo con el señor senador Cigliuti, quie- 
ro recordar otra interpelación en la que participamos tanto el 
señor senador Santoro como quien habla, el 1% de diciembre 
de 1987, en nuestro carácter de representantes, En ese mo- 
mento, y con motivos de sucesos acaecidos en el Consejo del 
Niño del departamento de Treinta y Tres, a pedido del Partido 
Nacional se llamó a la Ministra de Educación y Cultura de la 
época. En aquella oportunidad, los representantes del Partido 
Nacional -con la firma del entonces representante Santoro- 
presentaron algunas mociones en una sesión en la que, final- 
mente, se incluyeron cinco. Recién la quinta logró la mayoría 
necesaria, 


La moción que presentó el Partido Nacional fue la siguien- 
te: “Oídas las explicaciones de la señorita Ministro”, etcétera, 
etcétera, “la Cámara de Representantes declara que las mis- 
mas no han sido satisfactorias en cuanto a la actuación de la 
señora Presidenta del Consejo del Niño, por lo que correspon- 
de hacer efectivas las responsabilidades políticas consiguien- 
tes”, etcétera. 


La moción se retira, porque no se logra la cantidad de 
votos necesaria. Posteriormente, y también con la firma del 
señor representante Santoro, se presenta otra moción que sí 
logra la mayoría. Entre otras cosas, en ella se expresa: “A) 
Que en el transcurso del debate ha quedado suficientemente 
probada la gravedad de los hechos acaecidos en las dependen- 
cias del Consejo del Niño, que dio mérito al presente llamado 
a Sala. B) Que corresponde al Poder Ejecutivo adoptar, en el 


CAMARA DE SENADORES C.S.-95 


más breve plazo, las medidas tendientes a regularizar dicha 
situación, determinando las responsabilidades que correspon- 
dan. C) Que esta Cámara de Representantes permanecerá 
atenta a la adopción de las mismas”. 


La única diferencia entre lo que votó el Senado en ocasión 
de la interpelación solicitada por el señor senador Astori y lo 
que votó la Cámara de Representantes, a instancias del Parti- 
do Nacional, es el hecho de que el Senado no agregó que iba a 
permanecer atento al cumplimiento de la recomendación que 
le hacía al Poder Ejecutivo. En lo demás, ambas recomenda- 
ciones parecen un calco, salvo algún detalle de redacción. 


Respecto de este tema, quiero decir que en aquel momento 
compartí la posición sustentada por el Partido Nacional. Pese 
a que gobernaba mi Partido, yo voté esta moción. incluso, 
presentamos otra moción -que sólo contó con los seis votos de 
los integrantes del sector al que yo pertenecía en aquel mo- 
mento- que, directamente, pedía la remoción del titular del 
Consejo del Niño en aquella época. Entiendo -puedo estar 
equivocado- que quien nombra puede recomendar la separa- 
ción del cargo. Si los cargos son otorgados con la venia del 
Poder Legislativo, es este Poder el más indicado para solicitar 
la remoción cuando considera que los designados no se han 
hecho merecedores de la confianza que se les otorgó. 


Agradezco al señor senador Cigliuts el haberme concedido 
esta interrupción. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR CIGLIUTI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Creo que entre los 
dos casos a que se ha hecho mención, hay una diferencia 
importante y considero que ello hace al razonamiento que 
venía desarrollando el señor senador Cigltuti. 


Debo decir que el tema de la venta del Banco Comercial 
se debatió, a nivel parlamentario, en cinco oportunidades. En 
todas ellas, el Parlamento consideró que no había responsabi- 
lidad por parte del señor Ministro. También quiero recalcar 
que la última instancia ocurrió cuando ya la venta había sido 
perfeccionada, o sea, el lema estaba, en los hechos, liquidado. 
También en esa oportunidad el Senado consideró que no había 
motivo para llamar a responsabilidad al Ministro. Sin embar- 
go, ahora se propicia otro llamado. Pienso que, coherentemen- 
te, el Ministro no puede ser llamado a responsabilidad por 
dicha venta que, reitero, se debatió en cinco oportunidades y, 
en todas ellas, se exoneró al Ministro de responsabilidad. 


Si se cree que aquí hay una responsabilidad, ella sólo pue- 
de emerger de la creencia de que el Poder Ejecutivo actuó mal 
y, por lo tanto, se le llamaría a responsabilidad, por no acatar 
la manifestación de desco del Senado. 
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Este razonamiento tiene una lógica implacable. No hay 
hechos nuevos. Reitero: en cinco oportunidades, se exoneró al 
Ministro de responsabilidades; si se le llama de nuevo, debe 
ser por otro motivo y ése sólo puede ser la manifestación del 
Senado expresándole al Poder Ejecutivo que retire de su cargo 
a determinada persona. He visto, en el curso de la discusión, 
que con gran habilidad se lc ha querido dar una vuelta a esa 
manifestación diciendo que es puramente declarativa. Pero, en 
ese caso, no hay responsabilidad y, si la hay, ello significa que 
cl Senado se extralimitó en sus funciones. 


Considero que los hechos son así y, al respecto, no hay 
otra salida. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor sena- 
dor Cigliuts. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor Presidente: la costumbre ha 
sido que se formulen declaraciones. Después, el Senado tiene 
que realizar una sesión especial donde pide que se convoque a 
la Asamblea General, la que puede sancionar al Ministro. Sin 
embargo, ello depende de lo que haga el Cuerpo luego de oír 
las declaraciones que formule el Ministro llamado a Sala. 
Nadie puede considerar que sea una ofensa o un agravio cl 
promover una interpelación, una más por un asunto que no 
está claro. Además, en la misma moción del señor senador 
Millor se expresa que hay otras instituciones en similar situa- 
ción, o sea que están por ser vendidas. Son hechos nuevos. 
Que yo sepa todavía no se han vendido ni el Banco Pan de 
Azúcar ni La Caja Obrera, pero están para venderse. 


Agrego que por algo la Constitución de la República con- 
sagra esta facultad de las minorías de los Cuerpos legislativos 
de llamar a Sala. 


Por otra parte, en el período de Gobierno anterior cl Parti- 
do Nacional realizó muchísimas imterpelaciones -y está bien 
que las haya hecho- y ninguno de nosotros protestó porque se 
llamara a un Ministro del Partido Colorado, por parte de un 
senador del Partido Nacional, a Sala. 


El propio actual señor Presidente de la República se inscri- 
bió muchas veces en la hora prevía y en las interpelaciones, 
como todos lo sabemos. 


Eso pasó en todas las épocas. Yo mismo estaba aquí senta- 
do cuando el señor Wilson Ferreira Aldunate interpeló a algu- 
nos señores Ministros que todavía no habían hecho nada y 
que, sin embargo, tuvieron que renunciar, 


No estoy haciendo una crítica, simplemente digo que el 
interpelante actuó antes que el suceso se produjera. Asimismo 
el doctor Rodríguez Larreta interpeló al doctor Demichelli, en 
marzo de 1933, antes de producirse el golpe de Estado. El 
doctor Demichelli se retiró de Sala, en una instancia que re- 
sultó la antesala, políticamente hablando, de lo que ocurrió 
después, 
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En consecuencia, el llamado a Sala de un Ministro no 
puede escandalizar a nadie y hasta creo que es algo aconseja- 
ble. Considero que a nadie más que al Poder Ejecutivo le 
puede interesar que se aclare esta situación. 


¿Acaso con los Bancos Pan de Azúcar y La Caja Obrera se 
va a hacer lo mismo que se hizo con el Banco Comercial? ¿Es 
que acaso nos tendremos que cruzar de brazos y esperar que 
se vendan? 


En consecuencia, si se corrige la moción, en cuanto a que 
no se invoquen los artículos 147 y siguientes de la Constitu- 
ción de la República, declaro que voy a votar -por primera 
vez en este período- una interpelación a un Ministro, y que lo 
voy a hacer con plena conciencia. El juramento que realicé al 
asumir este cargo, no tiene nada que ver con esta actitud que 
voy a asumir, así como tampoco hay contradicción entre esta 
posición y otras anteriores. La política es algo vivo, cambian- 
te, dinámico y tas realidades son siempre distintas. 


El legislador tiene la obligación de atenderlas y proceder 
en consecuencia. En este caso creo que es de gran inconve- 
niencia para el país que no se aclare esta situación; pero mu- 
cho más lo es que no sepamos qué es lo que se va a hacer con 
esos dos bancos que están a la venta, No dudo de que se 
proceda correctamente, pero tengo el derecho a saber, reitero, 
qué es lo que se piensa hacer. Es por esta razón que soy 
partidario de propiciar una reunión pública en el Senado que 
cuente con la presencia del señor Ministro de Economía y 
Finanzas a fin de que informe acerca de todos estos hechos. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra, para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de conceder el uso de la 
palabra al señor senador Santoro para contestar una alusión, la 
Presidencia desea señalar al señor senador Cigliuti que su 
recuerdo de la interpelación llevada a cabo por el doctor 
Eduardo Rodríguez Larreta al entonces Ministro del Interior, 
doctor Demichelli, no es exacta en lo cronológico: no fue en 
el mes de marzo, sino el 9 o el 12 de enero del año 1933. 


Además, quiere agregar que, según recuerda el profesor 
Pivel Devoto, ese día hacía mucho calor y el doctor Demiche- 
li tenía el chaleco desabrochado. En determinado momento, 
cuando se acaloraron los ánimos -aparte de la temperatura- 
ambos bajaron dispuestos a enfrentarse, se pudo ver el revól- 
ver saliendo del cinturón del doctor Demichelli, lo cual no 
amilanó al doctor Rodríguez Larreta, quien igual avanzó hasta 
que interpelante e imerpelado fueron separados por los ujie- 
res. 


SEÑOR CIGLIUTI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Con mucho gusto. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Cuando yo estaba como Vicepresi- 
dente en el lugar que hoy ocupa el doctor Aguirre, y en el que 
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se encuentra hoy el Secretario se hallaba el doctor Pastor 
Salvañach, quien fue testigo presencial de csa interpelación, 
me comentó que cuando el doctor Demichelli reveló el ánimo 
de empuñar su revólver, el doctor Rodríguez Larreta continuó 
mirando con indiferencia. Y cuando aquél lo enfrentó y sacó 
su revólver, el doctor Rodríguez Larreta lo miró sin contestar 
absolutamente nada, luego de lo cual el doctor Demichclli se 
retiró de Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Lamento decir al señor senador 
Cigliuti que su recuerdo no coincide con el del profesor Pivel 
Devoto. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Como dije, esto me lo contó el doc- 
tor Pastor Salvañach. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De cualquier manera, creo que 
en la próxima interpelación no se van a repetir hechos de csa 
naturaleza. 


Para contestar una alusión, tiene la palabra el señor sena- 
dor Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Puesto que se ha aludido a uno de 
los golpes de Estado -que nosotros denominamos “Revolución 
de Marzo”- en nuestra condición de herreristas podríamos ha- 
cer mención al golpe de Estado del 21 de febrero de 1942 que, 
según se recordará, desde esta misma banca cl doctor Luis 
Alberto de Herrera enfrentó manifestando expresiones que tu- 
vimos oportunidad de reiterar en Ocasión del otro golpe de 
Estado que vivimos directamente en este ámbito, el 27 de 
junio de 1973. 


(Interrupción del señor senador Cigliuti que no se oye) 
(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa solicita al señor sena- 
dor Cigliuti que mantenga el orden. 


Puede proseguir el señor senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Obviamente, no es nuesira inten- 
ción entrar en la historia de los golpes de Estado, pues no 
queremos hacer premoniciones ni nada por el estilo. 


Sin embargo, en relación con las alusiones formuladas por 
los señores senadores Korzeniak y Millor -digo esto sin ánimo 
de aludirlos- deseo señalar que en lo que hace a la violación 
constitucional creemos que por más que se insista en decir 
que tanto el Senado como la Cámara de Representantes pue- 
den culminar una interpelación con una declaración, ello no 
invalida la actitud que hoy manifiesta el Cuerpo cuando a raíz 
de la nota de respuesta enviada por el Poder Ejecutivo, plan- 
tea una solicitud de interpelación. 


En lo que tiene que ver con las expresiones del señor 
senador Millor en cuanto a la actitud que mantuvimos en 
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oportunidad de la interpelación que realizara el recordado y 
lamentablemente fallecido, gran valor parlamentario de este 
país, doctor Martín Sturla -interpelación memorable por la 
capacidad desarrollada por aquel eximio parlamentario- a la 
señora Ministro de Educación y Cultura, doctora Reta, afirma- 
mos que las circunstancias eran distintas en virtud de la situa- 
ción que se planteaba y por el organismo al que se le exigía 
responsabilidad desde el punto de vista constitucional y legal. 
Concretamente, se cuestionaba la conducta de quien ocupaba 
la Presidencia del Consejo del Niño. Pero, además, hay que 
tener en cuenta que en esa oportunidad, a pesar de que la 
Cámara de Representantes aprobó una declaración exigiendo 
que se determinaran las responsabilidades del caso, no se pu- 
sieron en práctica los mecanismos que hoy se desca que apli- 
que el Senado por el no cumplimiento de la declaración a la 
que se ha aludido. Para conocimiento del señor senador Mi- 
llor, nos sentimos en la obligación de decir que tuvimos parti- 
cular intervención a los efectos de que el Partido Nacional no 
propusicra -y, por ende, no se habilitara a la posterior aproba- 
ción- una moción que declarara insatisfactorias las explicacio- 
nes brindadas por la señora Ministro de Educación y Cultura. 
Y lo hicimos, porque durante todo el período mantuvimos 
estrictamente la política delincada por Wilson Ferreira Aldu- 
nate, en el sentido de posibilitar la “gobernabilidad”. Puesto 
que participamos de esto, recordamos al entonces señor repre- 
sentante Sturla, quien estaba profundamente convencido de 
que había que formular moción señalando que resultaban insa- 
tisfactorias tales explicaciones. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Simplemente, desco hacer un par de 
puntualizaciones. 


He traído a colación y Icído esta documentación en Sala 
por compartir el criterio con que procedió en aquel momento 
la bancada interpelante, que era la del Partido Nacional. Re- 
cuerdo que en esa oportunidad y contestes con una línea de 
conducta que nos hemos trazado, acompañamos el llamado a 
Sala de un Ministro perteneciente al Partido Colorado, porque 
partimos de la base de que las imterpelaciones son una herra- 
mienta muy importante que debe cuidarse. Por esa razón es 
que nos arrogamos el derecho de votar a favor o en contra, 
según nuestro leal saber y entender y sin importar quién go- 
bierna. Quien habla votó esa moción y no duda que el señor 
senador Santoro haya bregado para que no se declarasen insa- 
tisfactorias las explicaciones brindadas por la señora Ministro 
de Educación y Cultura. 


Precisamente, en la página 629 del Diario de Sesiones de 
la Cámara de Representantes. correspondiente a la sesión del 
martes 1* de diciembre de 1987, se dice: “la Mesa da cuenta 
que ha llegado una quinta moción, presentada por los señores 
diputados Santoro” -quien, precisamente, encabeza las firmas- 
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“Sturla, Fuentes, Rodríguez Labruna, Fau, Porras Larralde, 
García y Goñi Castelao”. En el literal A) de dicha moción, se 
expresa: “Que cn el transcurso del debate ha quedado sufi- 
cientemente probada la gravedad de los hechos acaecidos en 
dependencias del Consejo del Niño que dieron mérito al pre- 
sente llamado a Sala”. Por su parte, en el literal B), se estable- 
ce lo siguiente: “Que corresponde al Poder Ejecutivo adoptar 
en el más breve plazo las medidas tendientes a regularizar 
dicha situación, determinando las responsabilidades que co- 
rrespondan”. 


Aquí lo que estamos discutiendo es si el Poder Legislativo 
puede o no indicar, sugerir o recomendar un camino al Poder 
Ejecutivo. En aquel momento, el Partido Nacional entendió 
que eso se debía hacer; pero, además, consideró -cosa que no 
hizo este Senado- que era tan procedente esa prerrogativa, que 
determinó lo siguiente: “Que esta Cámara de Representantes 
permanecerá atenta a la adopción de las mismas”, es decir, de 
las medidas correctivas y del llamado a responsabilidades que 
se recomendaba. 


Es cierto que posteriormente la Cámara de Representantes 
no tuvo que hacer un nuevo llamado a Sala a la señora Minis- 
tro de Educación y Cultura, Pero así sucedió, porque el Presi- 
dente de la época actuó con sensibilidad, escuchó la recomen- 
dación de la Cámara de Representantes y separó de su cargo a 
la titular -en realidad, ésta presentó renuncia- cuya confianza 
se le retiraba en ese momento. Por supuesto, habida cuenta de 
que el señor Presidente de ese entonces había aceptado la 
sugerencia formulada por la Cámara de Representantes, mal 
podía haber una nueva interpelación. 


Puedo garantizar al Cuerpo que si en lugar de la carta que 
obra en nuestro poder, nosotros tuviésemos una actitud de 
condescendencia del Poder Ejecutivo hacia lo que recomenda- 
ron dieciocho señores senadores, hoy estaríamos planteando 
públicamente no una nueva interpelación sino, por el contra- 
rio, nuestro beneplácito por la sensibilidad demostrada por cl 
Poder Ejecutivo. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desca señalar al señor 
senador que el Poder Ejecutivo separó de su cargo a la señora 
Presidente del Consejo del Niño tres o cuatro meses más tar- 
de. 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - Señor Presidente: en la noche de hoy 
hemos escuchado las más diversas argumentaciones y hemos 
ido al vaivén de la existencia o no de mociones en la Mesa. 


Recientemente escuchamos una ardorosa argumentación 
por parte del señor senador Cigliuti diciendo que va a votar 
determinada moción, que nosotros desconocemos. Por lo tanto 
si “rebobinamos el 'cassette'” nos encontramos con que la 


CAMARA DE SENADORES 


9 de Octubre de 1991 


decisión que anteriormente tomó nuestra bancada, en el senti- 
do de que se votara la moción correspondiente, era correcta. 
Decimos esto porque al final se produjo, por una vía un tanto 
sibilina, lo que en aquel momento se pretendió hacer y luego 
se eludió; es decir, que se hablara sobre este tema y que todo 
terminara en una moción, al parecer, de interpelación. Esta 
moción, desconocida por todos nosotros es, sin embargo, ar- 
dorosamente defendida por el señor senador Cigliuti que pre- 
sume intenciones del Gobierno diciendo que se pretende ven- 
der los Bancos La Caja Obrera y Pan de Azúcar, en las mis- 
mas condiciones en que se llevó a cabo la del Banco Comer- 
cial. 


Por lo tanto, queremos efectuar algunas consideraciones 
sobre lo que aquí se ha dicho porque esta noche aquí ha 
habido de todo; desde la afirmación de que la contestación del 
Poder Ejecutivo era inaceptable -realizada por el señor sena- 
dor Astori, al terminar su exposición- hasta que la moción era 
insuficiente -según palabras del señor senador Batalla- que la 
misma no le resultaba satisfactoria al señor senador Ricaldoni 
-y al parccer, en el transcurso de este debate, de no ser satis- 
factoria parecería que va a derivar en un apoyo de su sector a 
una interpelación- y, lisa y llanamente, una moción de inter- 
pelación del señor senador Millor, 


Tenemos algunos conceptos que expresar saber todas estas 
cosas, así como sobre varios de los argumentos expresados 
por nuestros compañeros de bancada. Queremos manifestar 
Que lo que se ha instaurado es un nuevo relacionamiento entre 
el Poder Ejecutivo y el Parlamento. El señor senador Santoro 
lo dijo en su momento, pero queremos hacer caudal de sus 
dichos a efectos de ir un poco más atrás en los hechos. Crce- 
mos que está bien que haya salido a luz el episodio de la 
interpelación a la señora Ministra Reta en la pasada Adminis- 
tración. Hoy, en una reunión de bancada que tuvimos los 
legisladores del Partido Nacional, hicimos referencia a ese 
hecho porque lo recordábamos como un episodio de similares 
Características. 


Mirando ei cúmulo de interpelaciones que afrontó la ante- 
rior Administración y las que ha afrontado este Gobierno, se 
puede observar que desde la realizada al señor Ministro Mani- 
ni Ríos, se instauró -con la convicción y energía suficiente por 
parte de la anterior Administración- un nuevo estilo de inter- 
pretar las declaraciones efectuadas por el Senado o por la 
Cámara de Representantes de la República. Es decir que en 
aquel caso se le explicó muy claramente a la Cámara de Re- 
presentanies -y luego quedó establecido para todos los poste- 
riores llamados a Sala- que el camino que debía seguirse, si se 
pretendía una censura ministerial, no era el de estos artículos 
119 y siguientes sino el de los mencionados en la supuesta 
moción que existía en el planteo del señor senador Millor y 
que si ahora se borra, el señor senador Cigliuti dice que votará 
la moción de interpelación. 


Creemos que ha habido desde la campaña electoral -y ello 
fue dicho desde las tribunas- otro sentido de parte de este 
Poder Ejecutivo. Porque quien es actualmente su titular inter- 
peió en más de una ocasión a integrantes del gabinete anterior 
y se quejó de que las resoluciones de los Cuerpos Legislativos 
no tuvieron ningún efecto ni consecuencia cuando tradicional- 
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mente las tenían. Muchas veces el actual titular del Poder 
Ejecutivo expresó que entendía que los Ministros eran un fusi- 
ble y que, en su gobierno lo serían. Además, si en algún 
momento tenían un pronunciamento adverso por parte del Par- 
lamento, lo debían respetar. Voy a ahorrar algunos de los 
pasos de este nuevo relacionamiento anunciado en su mome- 
mento, entre el Poder Ejecutivo y el Legistativo, porque fue- 
ron mencionados por el señor senador Santoro. Debo mencio- 
nar, por ejemplo, la presentación, anunciada todos los años 
para rendir cuentas ante la Asamblea Gencrai de lo que ha 
sido ese período de gobierno. Esto episodio, como luego vere- 
mos, instaura un nuevo relacionamiento Ejecutivo-Legislati- 
vo. De acuerdo a la última declaración del Senado, esta nueva 
situación anunciada tiene elementos, sin duda novedosos, por- 
que cl Senado de la República hizo una especie de tiro de 
obús. Estando sentado a nuestro lado el señor Ministro de 
Economía y Finanzas, contador Braga, responsable del tema 
económico -y por lo tanto el ulterior responsable de la conve- 
niencia o no de la venta del Banco Comercial- el Senado de la 
República, ya fuera porque no le alcanzaban los votos o por- 
que su tra contenida por este hecho era alimentada por otros 
personajes que no pertenecían a dicho Ministerio, sino al Ban- 
co Central, hizo esa especie de tiro de obús que pasó por 
encima del Ministro competente tratando de daric un mensaje 
al Poder Ejecutivo, en el sentido de que debía proceder a 
ajustar, de acuerdo a la Constitución, la conducta de los inte- 
grantes del Banco Central del Uruguay porque al parecer se 
había producido una venta que era inconveniente para el país. 
Durante la noche de hoy se han escuchado los más variados 
argumentos. ¿Se excedió, acaso, el Senado de la República en 
sus facultades? Diría que es difícil de juzgar, aunque hemos 
escuchado argumentos en un sentido y en otro, Nadie le puede 
negar al Senado de la República hacer la declaración que se le 
ocurra; sin duda que puede hacerlo. Sin embargo, como valla 
a lo que el Senado decida está la actitud que tome el Poder 
Ejecutivo ante una declaración -unánimemente aceptada- que 
no ata a una determinada circunstancia y puede hacer con ella 
también lo que se le dé la gana; es decir puede ignorarla olím- 
picamente o prestarle cierta atención, 


Con respecto a la nota no veo elementos de juicio como 
para que los señores senadores se sientan molestos porque el 
Poder Ejecutivo da respuesta al Senado de la República. 


Debo manifestar que me siento gratificado por la actitud 
que ha tomado el Poder Ejecutivo, más allá de la disquisición 
constitucional de si es relevante, entorpece o aligera la rela- 
ción entre el Poder Legislativo y el Ejecutivo en cuanto a que 
se estén cursando mensajes. En nuevo relacionamiento el Po- 
der Ejecutivo dice: señores del Senado de la República miren 
que tomo debida nota de lo que ustedes han decidido. Lo hace 
y, además, se sabe, porque el señor Presidente de la Asamblea 
General recibe una comunicación en la que se le requiere la 
versión taquigráfica del Senado. Por otra parte, el Banco Cen- 
tral, a requerimiento del Poder Ejecutivo, solicita el envío de 
las actas correspondientes para efectuar una investigación so- 
bre la venta del Banco Comercial. En consecuencia, se abre 
un procedimiento administrativo que es, sin duda inédito y 
que instaura un nuevo régimen o relacionamiento. 


Como punto final de ese hecho, la Presidencia de la Repú- 
blica y el señor Ministro de Economía y Finanzas envían al 
Parlamento una contestación bastante escueta que consta, 
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aproximadamente, de tres párrafos. Concretamente, está diri- 
gida al señor Presidente de la Cámara de Senadores, doctor 
Gonzalo Aguirre Ramírez. Se podrá compartir o no lo que allí 
se dice; inclusive, al señor senador Astori podrá parecerle 
inaceptable, al señor senador Batalla, insuficiente y al señor 
senador Ricaldoni, insatisfactorio. Por su parte, el señor sena- 
dor Millor, ni siquiera querrá expresarse al respecto, por con- 
siderar que lo que se debe hacer, lisa y llanamente, es interpe- 
lar al señor Ministro de Economía y Finanzas. 


Con respecto a la nota en sí misma, me pregunto qué 
elemento nuevo le agrega al Senado de la República como 
para expresar que, a raíz de esto, se debe desencadenar un 
proceso en el que tiene que rodar la cabeza del señor Ministro 
de Economía y Finanzas. ¿Qué elemento nuevo hay entre la 
noche de la anterior interpelación y la de hoy? ¿Qué ha pasa- 
do con respecto al Banco Comercial? En realidad, no ha suce- 
dido absolutamente nada. 


Además, debe tenerse en cuenta que ha llegado a la Mesa 
una moción sobre la que se ha discutido extensamente. En 
función de ello, me adelanto a presuponer que es cierto lo que 
hace unos instantes expresó el señor senador de Posadas Mon- 
tero, es decir, que el Senado no se siente satisfecho porque el 
mensaje que envió al Poder Ejecutivo -que no tiene que aten- 
derlo necesariamente- fue analizado y no procedió como €l 
esperaba. Por ese motivo, reitero, va a tratar de interpelar y de 
censurar al señor Ministro de Economía y Finanzas. En la 
oportunidad anterior no se creyó necesario, pero ahora, a pe- 
sar de que no hay ningún elemento nuevo suficiente, se lo 
quiere llamar a Sala. Parece que no nos gustó la actitud del 
Poder Ejecutivo, pese a que, como decimos y sostenemos, ha 
instaurado un nuevo relacionamiento con el Parlamento. No 
sólo ha tomado debida nota, se ha comunicado con su Presi- 
dencia, ha pedido las actas y ha analizado el tema, sino que, 
además lo ha devuelto a este Cuerpo expresando cuál es su 
opinión. ¿Qué otra opinión podría esperarse -salvo que se 
constatara alguna irregularidad administrativa- ante la conve- 
niencia o no de la venta del Banco Comercial? No debemos 
olvidar que este hecho fue defendido durante cuatro interpela- 
ciones -dos en la Cámara de Representantes y dos en este 
Cuerpo- por el señor Ministro de Economía y Finanzas, por la 
bancada de Gobierno y por otros señores senadores y repre- 
sentantes. Recién en la cuarta oportunidad, en el Senado de la 
República, dicha venta merece una reprobación o declaración 
de inconveniencia. ¿Cómo puede pensarse que el Poder Eje- 
cutivo pueda cambiar de opinión? Si así fuera, tendría que 
expresar su arrepentimiento acerca de los hechos, o sea, de- 
clarar que ha actuado mal y pedir disculpas. ¿Acaso era éste 
el tenor de la nota que se deseaba que cl Poder Ejecutivo 
enviara al Parlamento? ¿Qué debía hacer la Presidencia, en- 
tonces, para que el Senado se sintiera satisfecho? Por algo el 
relacionamiento entre los Poderes tiene una valla insalvable; 
además, se cuenta con los mecanismos constitucionales. 


Al final de cuentas, el señor senador Millor iba por el buen 
camino. Aunque consideramos absolutamente equivocado que 
sin haber ningún elemento nuevo de juicio ahora se propicie 
una interpelación -y una posible censura- al señor Ministro de 
Economía y Finanzas, de todos modos, es lo más acertado. Al 
respecto, cabe recordar que el señor senador Santoro en la 
madrugada del 22 de agosto -cuando finalizaba la interpela- 
ción anterjor- expresó claramente, tal como lo acaba de leer 
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esta noche, que el responsable, el fusible que el Gobierno está 
dispuesto a hacer jugar, es el Ministro correspondiente. 


Por lo tanto, si se quiere embestir contra los señores Ra- 
món Díaz y Agustín de Urtubey, lamentablemente, el Senado 
no tiene manera de hacerlo. Si algún señor senador tienc ira 
contenida contra estos señores -Presidente y Vicepresidente 
del Banco Central del Uruguay- tendrá que seguir reprimién- 
dola. Sc podrá responsabilizar y censurar al señor Ministro de 
Economía y Finanzas y, en su caso, hipotéticamente, el señor 
Presidente de la República podrá separarlo de su cargo, pero 
aquel tiro de obús que buscaba pasar por encima de aquél y 
dar de lleno en la cabeza de la Presidencia y Vicepresidencia 
del Banco Central no habrá tenido ningún efecto. Si se cree 
que ellos son los responsables de la venta del Banco Comer- 
cial, el señor Ministro de Economía y Finanzas tendrá que 
hacerse cargo de ello. Sin embargo, esto no implica que, nece- 
sariamente, el Presidente y Vicepresidente del Banco Central 
abandonen Sus cargos. 


Más allá de ello, pensamos que el Senado hace bien en 
tratar esta nota. Consideramos que se le ha otorgado una lras- 
cendencia inusitada, sobre todo, cuando el Poder Ejecutivo, 
en lugar de limitarse a enviar este breve informe -con el cual 
hubiera sido suficiente- adjunta el estudio correspondiente de 
su Asesoría Jurídica, de la que se valió para elaborarlo. Esti- 
mamos que es procedente que cada señor senador manifieste 
su asentimiento o no con lo que figura en dicho informe. En 
todo caso, si esto roza un delicado problema de competencia 
constitucional -tal como aquí se ha expresado- pensamos que 
la nota debiera derivarse a la Comisión de Constitución y 
Legislación y, si se prefiere -como lo señaló el señor senador 
Santoro en el día de ayer- integrarla con la de Hacienda, en 
virtud del tema que se está tratando. Si se entiende conventen 
te que se debe seguir investigando una y otra vez tratando de 
sacar a luz algo nuevo, debemos presumir que algún sector 
quiere hecer de esto un debate político. Si este fuera el caso, 
desde ya adelanto que lo vamos a asumir y estaremos prontos 
para enfrentar esa situación. De lodos modos, cs indudabie 
que no se puede hacer tanta alharaca en torno a lo que aquí se 
ha expre: ado. 


A nuestro juicio, el Poder Ejecutivo -dentro de un sistema 
constitucional claramente establecido y bastante rígido. inten 
ta un nuevo relacionamiento con el Parlamento. lncluso, 
adopta actitudes que podrían no corresponder, ya que, por 
ejemplo, ha enviado una nota ad Senado, respondiéndole en 
los términos lógicos que eran presumibles de esperar. Enton- 
ces, el Parlamento se ofende ante la respuesta del Poder Eje 
cutivo, Considero que no se puede pedir a éste que esté abso- 
lutamente de acuerdo con lo que resolvió por mayoría el Se- 
nado en aquella oportmidad. Además, no debemos olvidar 
que por algún motivo e iste la división de Poderes. 


En consecuencia, se or Presidente, después de este clegan 
te debate, se mtenta int rpelar por quinta vez -y en este senti- 
de discrepo con el señe senador de Posadas Montero, porque 
habló de seis ocasion: :- al señor Ministro de Economía y 
Finanzas, sin que haya ochos nuevos y supervementes. 


Después de horas - reo que podemos contar el ticmpo en 
horas- seguimos sosten ndo que lo que debería haberse hecho 
era pasar a discutir la noción de orden sobre el Hamado a 
Sila. 
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No sé si después de toda esta discusión, alguien me puede 
decir que pudo sacar algo en limpio, que no terminó atrinche- 
rado en lo que pensaba antes de iniciarse el debate, o que 
luego de escuchar a Fulano cambió de parecer, de opinión, 
porque lo convencieron, porque el señor senador Raffo lo 
convenció, y que el Poder Ejecutivo estuvo elegante. No me 
parece que pueda decirse que el señor senador Korzeniak me 
convenció de que tiene razón y que hay que proceder de esta 
otra manera. Si alguien me dice que desde las 17 y 30 horas 
en que se reinició la sesión hasta ahora hemos podido conven- 
cer a un solo señor senador respecto de la nota enviada por el 
Poder Ejecutivo y que piense de manera diferente, sería un 
gran adelanto. 


Pienso que el Senado se podría haber ahorrado todo este 
tiempo si se hubicra pasado a votar la moción presentada. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Digo, con total sinceridad y con la 
mayor serenidad posible, que a raíz de la invocación del obús, 
ahora entiendo lo del calibre, que no me había quedado claro. 


Desco aclarar que en to que a nosotros concierne no tene- 
mos niaguna ira contenida contra nadie. A los 47 años de 
edad, la mala costumbre de la ira la hemos perdido hace 
mucho, tal vez porque nunca supimos contencrla. 


Reuero por enésima vez que bajo un Gobierno Colorado 
he acompañado mociones propuestas por el Partido Nacional 
declarando insatisfactoria la conducta de determinados Minis- 
tros e indicándole al Poder Ejecutivo conductas respecto al 
amado a responsabilidad. No obstante, cuando las votaba no 
consideraba que esos pronunciamientos del Parlamento eran 
vmculantes: nunca do hice así. Votaba lo que me dictaba la 
conciencia. Partía de la base de que el Poder Ejecutivo podía 
adoptar la tesitura que entendiese menester: atender cl reque- 
rimiento del Poder Legislativo O no. Nunca exigí que se aten- 
(hese lo que ci Parlamento pedía en esc sentido. 


Lo inaudito ahora cs este nuevo relacionamiento -en eso 
estoy de acuerdo- en el cual el Poder Ejecutivo le remite una 
carta al Partamento solidarizánde e, prácticamente, con la for- 
ma en que se efectuó la venta y enunciándole análogas, simi- 
lares ventas en cl futuro, 


Repilo par enésima vez que ne estamos dispuestos a discu- 
tir cl pasado: queremos debatir scbre el futuro, y lo queremos 
hacer pura y exclusivamente en fención de este nuevo relacio- 
namiento que acaba de inaugurar 1 Poder Ejecutivo. 


Muchas gracias. 
7) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dé: e cuenta de un asunto entra- 
do. 
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(Se da del siguiente:) 


“La Presidencia de la Asamblea Gencral destina un Men- 
saje del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto de ley 
por el que se introducen modificaciones al actual régimen 
tributario del sector agropecuario”. 


-A las Comisiones de Agricultura y Pesca y de Hacienda 
integradas. 


8) INFORME DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLI- 
CA SOBRE LA OPERACION DE VENTA DEL BAN- 
CO COMERCIAL 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase la moción presentada por 
los señores senadores Millor e Irurtia. 


(Se lee:) 


“Mocionamos para que, de acuerdo al artículo 119 de la 
Constitución se llame a Sala el titular del Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas, Cr. Enrique Braga, una vez que regrese al 
país, para informar sobre los siguientes puntos: 


PRIMERO. - Criterios aplicados por el Banco Central del 
Uruguay “en lo que puede ser ajuste cn los plazos de los 
trámites y consultas a los servicios competentes, para eventua- 
les operaciones análogas” a las realizadas en ocasión de la 
venta del Banco Comercial, según se expresa en la nota del 
Poder Ejecutivo del 3 de octubre de 1991, firmada por el Sr. 
Presidente de la República, Dr. Luis Alberto Lacalle Herrera 
y por el Sr, Ministro de Economía y Finanzas, Cr. Enrique 
Braga. 


SEGUNDO. - Si se han llevado a cabo actuaciones desti- 
nadas a la reprivatización de los Bancos actualmente “gestio- 
nados” y, en caso afirmativo, si en tales procedimientos se 
corrigieron los errores cometidos en ocasión de la venta del 
Banco Comercial. 


TERCERO. - Razones de la insistencia del Poder Ejecuti- 
vo para no responsabilizar a los actuales Presidente y Vice 
Presidente del Banco Central del Uruguay, por todo lo rela- 
cionado con la venta dei Banco Comercial, pese a que la 
misma fue declarada “inconveniente para el país” según Reso- 
lución votada por el Senado durante su Sesión de los días 21 y 
22 de Agosto p. pdos. 


CUARTO. - En caso de resultar afirmativo, se designa 
como Miembro Interpelante al Senador Pablo Millor”. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra 
para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - No sé si entendí 
bien la última intervención del señor senador Millor; me pare- 
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ció que afirmaba que los motivos de su moción estaban referi- 
dos exclusivamente hacia el futuro, hacia las posibles nuevas 
operaciones análogas. Sin embargo, la última parte de su mo- 
ción está claramente referida al pasado, a la venta del Banco 
Comercial. 


No sé si posteriormente el señor senador modificó su posi- 
ción de acuerdo con lo que manifiesta expresamente en su 
última intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El alcance de la moción surge 
de su texto. Por lo tanto, si no se hace uso de la palabra, se va 
a votar. 


(Se vota:) 
-12 en 28. Afirmativa. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - He votado negativamente, como lo 
hice en la oportunidad anterior, porque por sensibilidad políti- 
ca no deseo acompañar el llamado a Sala de un Ministro del 
Partido al que pertenezco, sin que esto signifique que he va- 
riado un ápice mi posición contraria a la venta del Banco Co- 
mercial. 


En segundo lugar, ratifico las dos decisiones que se toma- 
ron aquí en el Parlamento. En tercer término, manifiesto que 
el informe que ha hecho llegar la Presidencia de la República 
me deja muchas dudas y me merece muchos reparos. 


9) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE, - Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 21 y 23 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores 
senadores Abreu, Amorín Larrañaga, Arana, Araújo, Asto- 
ri, Batalla, Belvisi, Cigliuti, de Posadas Montero, Gargano, 
Gatto, Irurtia, Korzeniak, Millor, Olascoaga, Olazábal, 
Raffo, Ricaldoni, Santoro, Silveira Zavala, Toledo y Zu- 
marán) 


DR. GONZALO AGUIRRE RAMIREZ 
Presidente 


Dr. Juan Harán Urioste 
Secretario 


Dn. Dardo Ortiz Alonso 
Prosecretario 


Dn. Jorge Peluffo Etchebarne 
Director Gencral dei Cuerpo de Taquígrafos 


Depósito Legal 205.147/91 


